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INTRODUCCION. 

La elaboración del presente trabajo, tiene como fin 

primordial el de proponer una reforma a nuestra Constitución 

Polltica Federal, en lo que respecta a las garantlas 

individuales que todo ciudadano mexicano debe gozar cuando se 

encuentre involucrado en algun juicio del orden criminal: en 

especial, la consagrada en la fracción IX del articulo 20 

Constitucional. Debiendo consistir dicha reforma en que la 

persbna que se vaya a hacer cargo de la defensa de cualquier 

procesado, debe ser un profesional del derecho y no una 

simple persona de confianza. 

Dicha proposición de reforma a nuestra Constitución 

Federal, se hace con la finalidad de mejorar la tutela del 

individuo, que se encuentre detenido por la comisión de algun 

delito. Con lo anterior. el presunto responsable contará con 

la asistencia de un profesional del derecho, es decir, de un 

verdadero abogado defensor, quien se encargará de asesorarlo 

en todo momento y de una manera correcta con apego a la ley: 

haciendo respetar su persona y sus derechos. Terminando asi 

con los abusos de aquellos vivales, que dicen ser abogados 

sin ostentar el Titulo correspondiente Ue la profesión. que 

aprovechandose de la situación en que encuentra el 

inculpado asi como sus familiares, logran obtener de ellos 

grandes cantidades de dinero y jamas cumplen con sus 

funciones de defensores, perjudicando aún ml'rn l.J situación 

del detenido. 

En el Primer. Capitulo, hacemos referencia sobre los 

antecedentes constitucionales del derecho de defensa, pues 

dicho derecho, no se contemplaba en las primeras 

constituciones, sino que es hasta la Constitución de 1857, 

cuando aparece por primera vez consagrado el derecho de 

defensa a nivei Constitucioonal. 
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En el. Segundo capitulo, se hace una breve 

remisión sobre l.a Institución de la Defensa, manejandose 

al.gunos conceptos de los diversos tratadistas nos dan acerca 

de lo que es la defensa; asi como la naturaleza del defensor 

en el proceso penal. se habla también, sobre lo que es la 

Defensorla de Oficio y su importante intervención dentro de 

nuestro sistema juridico penal. 

Surge en el Tercer Capitulo, el anAlisis del 

articulo 20 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos, en donde se analizan todas y cada una de las 

garantias de las que debe gozar todo individuo sujeto a un 

juicio del. orden criminal.. 

Dentro del. Cuarto Capitulo, nos referimos a los 

conceptos de proceso y procedimiento, tratando de hacer l.a 

división entro ambos conceptos: ya que muchas veces son 

utilizados como sinónimos. Posteriormente, de[ in irnos 1.o que 

es Procedimiento Pena1 y hacemos mención de los diversos 

procedimientos penales regulados por nuestro Código Federal 

de Procedimientos Penales y 1os regulados por nuestro Código 

de ProcedimientnG Penales para el Ditrito Federal. En el 

último inciso de este capitulo, desarrollamos lo referent~ al 

fin o fines del procedimiento penal. 

Y es dentro del Capitulo Quinto, cuando ya nos 

avocamos a lo que son y;1 lns acl·i•Jidudes propias del defensor 

dentro del proceso penal; e~ dt.!cir, u sus facultades y 

limitu.ciones, su nombramiento y personaliddc.l, aGi como la 

importancia que tiene el uso de la ornlidad dentro del 

proceso y las responsubilidades del defensor. Mencionamos 

también. los ulcances del Defensor frente a lan facultades 

del Ministerio Público. Ademlis, se hace refercncin nobre lo 



III 

que es la Persecución Ministerial, como una actividad 

exclusiva del Ministerio Público para perseguir los delitos: 

estudiando primero, en que consiste la persecución de los 

delitos y segundo, que caracteres reviste el órgano a quien 

está encomendada esa función. Terminando dicho capitulo, 

haciendo mención sobre el valor que tiene la libertad y su 

importancia dentro de la sociedad. 



CAPITULO PRIMERO. 

l.- ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES. 

1.1.- Constitución de 1824. 

Una vez consumada la Independencia de México, el 

primer Congreso Constituyente promulgó en 1824. la primera 

Constitución Politica del pais, que seria la Constitución 

original fundamentada en hechos historico-politicos de 

profundas raices nacionalistas. 

Dicha norma, postuló la soberanla nacional y 

estableció la República representativa, popular, federal. 

Consigno ademas, un sistema presidencialista, un poder 

legislativo sólido con amplias facultades, dividido en dos 

camaras, y una estructura judiciül constituida por unn Corte 

Suprema de Justicia y tribunales de circuito y de distrito. 

•La Constitución de 1824 sento l~s bases de la 

estructura federalista mexicand, pero mantuvo en su texto una 

seri.e de instituciones heredadas de lu Colonia, tales como 

los fueros otorgados a la iglesia y a los mili.tares" • 1 

El periodo comprendido entre 1824 1835 se 

caracterizó por una serie de pronunciamientos, planes y 

proclamas, que impidieron el correcto funcion<.JmientG de la 

Constitución de 1824 y favorecieron que el primer periodo de 

instituto de Estudios lli.stóricos de la ltcvolución Mexicana, 
Nuestra Constitución:llistoria de la libertad y soberania -
del pueblo mexicano.Tomo l; México,1990, póg.25. 



gobierno no termi1_1ara conform-e lo pr"escribfa la' ley. 

Podemos decir que a partir de la fecha de 

instalaci~·n ci1Ú. Primer Congreso Constituyente de 1821, se 

inicia l.a expedición de leyes propiamente nacionales, las 

cuales van- deroga:Odo a las espai"lolas que se encontraban 

vigent'es a fines de la Colonia, lo cual se realiza 

paulatinamente hasta hacerlas desaparecer. Es preciso 

mencionar que en esta constitución de 1824, no aparece 

regulada la figura de la defensa como derecho del inculpado. 

1.2.- Constitución de 1857. 

La Carta Magna de 1857 estableció la supremacia de 

la Constitución, la división de P_?deres, el gobierno 

republicano, democrático, representativo y federal." Reconoció 

los derechos del hombre "como base y el objeto de las 

instituciones sociales ••. " y estableció el juicio de amparo 

para hacerlos respetar. 

"El Congreso Constituyente de 1856 marca un hito en 

la historia parlamentaria del pa1s por la amplitud y 

profundidad de las discusiones que se dieron en su seno. Loe 

hombres que en el participaron se distinguieron por su 



conocimiento de 1a realidad del pais- y por su voluntad para 

transformarla•. 2 

E1 ideario liberal comprendía muchas demandas que 

no pudieron ser cabalmente satisfechas en el. texto de la 

Constitución, pero ya se hallaban entr~ las primeras leyes de 

reforma: asi podemos explicar que: 

•Los principios mas importantes de este ideario 

eran: el sufragio universal: la desaparición de los fueros y 

privilegios milita~ y eclesiástico: la igualdad y la libertad 

humanas; la separación de la Iglesia y el Estado; la libertad 

de conciencia, cultos, enseñanza, pensamiento e imprenta; la 

libertad de trabajo, industria y comercio; la desamortización 

de los bienes del clero: la propiedad privada frente a la 

propiedad corporativa y comunal; el sistema federal; la 

división de poderes y el instrumento para garantizar el 

estado de derecho: el juicio de amparo". 3 

ndemás s~ creó un sistema de gobierno diferente al 

establecido en la de 1024, ya que definió que su Congreso 

fuera unicamera.l y trabajari<1 dos periodos de sesiones al 

ano. Por otro lado, en tanto l¡Ue la Constitución de 1024 

proclamó un sis tema pres id ene ia l. de gobierno sin tintes 

parlamentarios, la Ley Suprema de 1857 fijo el ccnlro del 

poder en el cuerpo legislativo. 

Por su parte, la comisión L·cdactora del proyecto 

consideró, en sus deliberaciones. la relación entre el poder 

2 Nuestra CmstitucU:o. cp. Cit. Tono 3, pag.35. 
3 Ibid. ~g.36. 



y la libertad, que fue resuelta mediante la deélaración de 

los derechos del hombre y la intruducción' del juicio de 

garantías. 

•Los conceptos sobresalientes, ·consignados en este 

rubro, expresaron la necesidad de respetar los derechos de la 

persona humana y la libertad civil contra todo ataque de 

autoridad arbitraria. En estos puntos, se observan francas 

aportaciones de los pensamientos francés y norteamericano, 

pero se pueden senalar dos innovaciones: 

Primera. El establecimiento de las garantías 

individuales que benefició principalmente a los sectores 

marginados de la sociedad. Aunque en el manifiesto del 

Constituyente predominó un sello individualista, los 

conceptos consagrados en la Constitución tuvieron 

consecuencias prácticas de gran importancia. 

Segunda. Se refiere al establecimiento del juicio 

de amparo, recurso legal que sirve para proteger las 

garant las ind iv idualcs manif es tadtis la Con~titución, 

cuando éstas son violadas por la Autoridad. A este respecto 

el contenido del articulo 101 de la Conutitución de 1857 

facultó a los Tribunales de la Federación para solucionar 

toda polémica provocarla por: leyes. o actos df:'; cualquier 

autoridad que violaran lu.s garantlas individua.les, leyes o 

actos de la Autoridad Federal que vulneraran la soberania de 

los Estados, y leyes o actos de las autoridades estatales que 



invadieran la esfera federal. Las caracteristicas del 

proCedimiento quedaron cónsignadas en el articulo 102, en el 

cual.-. se .incorporó la llamada Fórmula Otero, que sci'\ala que 

sólo la persona que solicita el amparo se ve beneficiada por 

la seiltencia". 4 

Aparece por primera vez en esta Constitución de 

1857, que fué el fruto del Plan de Ayutla del. primero de 

marzo de 1854 y retomado en Acapulco el. dia once del mismo 

mes y ano, algunas garantias para el acunado dentro del 

Procedimiento Penal. y tenemos que el articulo 14 de dicha 

Constitución nos expresa lo siguiente: "No se podrá expedir 

ninguna .ley retroactiva. Nadie puede ser juzgado ni 

sentenciado; sino ~or leyes dadas con anterioridad al hecho y 

exactamente aplicadas a él, por el tribunal que previamente 

haya establecido la ley." 

El articulo 20 de la c,arta Magna citaba: "En todo 

juicio criminal·, el acusado tendrá las siguientes garantias: 

I. Que se le haga saber el motivo del procedimiento 

y el nombre del acusador si 1o hubiere. 

II. Que se le tome su declaración preparatoria 

dentro de 48 horas, contadas desde que esté a disposición de 

su juez. 

III. Que-se -ie-caree con los teat.igoa que depongan 

Nuestra Cmstitución. Op. Cit. Tono 3. págs. 42 y 43. 
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en su contra. 

IV. Que ~e le faciliten .los datos que necesite y 

consten en e.l proceso, para preparar suS descargos. 

V. Que se- 1e oiga en defensa por si o por persona 

de su Confianza. o por ambos segun su voluntad. En caso de no 

tener quien lo defienda, se le presentará lista de los 

defensores de oficio, para que elija el o los que le 

convengan•. 5 

Como podemos apreciar, existe una diferencia 

radical., en las Constituciones anteriores no mencionan el 

derecho de defensa y en ésta, se plasma de una manera 

especifica y con el carácter de Garantla Constitucional: sin 

embargo para ello hubo algunas discusiones en las sesiones y 

en los debates de esta Constitución; el 14 de agosto de 1856 

se sotuvo un debate sobre el articulo 20 de la Constitución 

de 1857, en este debate la cuestión para resolver consitla en 

que el d?recho de defensa que deberla ser instituido tendria 

que ser representado o ejercitado por un personero o bien por 

un defensor; el personero se encontraba limitado 

representar aJ. acusado y el defensor no; ya que laa penas 

corporales excluian a los personeros de su representación y 

por contrario al defensor se le tenia como un representante 

TENA. Ranlrez,Felipe: Leyes F\.lndancntales de Móxico 1808-1982, 
F.d.Porrúa,México, 1982, pAg.609. 



de la sociedad en beneficio del reo, esto es, sin limitación 

en cuanto a las sanciones, ya fueran corporales o no: pasadas 

estas discusiones en la sesión del 18 de agosto de 1856, la 

Comisión de Constitución presento ya reformado el articulo 24 

del proyecto y 20 de l.a Constitución de 1857 y aprobado por 

unanimidad de los 86 Diputado~ que se encontraban presentes. 

Por lo que respecta a la materia procesal. penal, 

vemos que el primer ordenamiento que ya tiene caracteristicae 

de un Código de Procedimientos Penal.es, es el de 1870, pero 

las naturales deficiencias en leyes promulgadas por una 

Nación que apenas inicia su vida independiente. determinaron 

que la leg.islacjón fuera imprecisa e incompleta. Por ello el 

Congreso de la Unión, por Decreto de 7 de diciembre de 1871 

ordenó la promulgación de un nuevo Código de Procedimientos 

Penales. el cual por el tiempo que tomó su redacción y los 

problemas politices de la época no fue expedido sino hasta el 

15 de septiembre de 1080, p.:..ira entrar en vigor el dia prlmero 

de noviembre del mismo al"\o. 

Por lo que hace a los derechos del inculpado, 

establecia que podla nombrar defensor una vez tenninilda la 

declarc1ci6n indagatoria, y si no tenia peruana de su 

confianza a quien nombrar deLcnsor. le inos traria una lis ta 

de los de oficio, para que eligiera de entre cllos. 6 

6 Cfr. Cá:ligo de Prcx:::cdimiento:.-'i Penales del Distrito FErleral y Territorio 
de Baja california de 1880,en Legislnción Mexicana.Tono XV,Edit.UJran. 
Marruel y Lozano,Jose Ma.,~ico,1886,pág.18. 



El Código de Procedimientos Penales de 1880 estuvo 

vigente hasta el 15 de septiembre de 1894, fecha en que fue 

substituido por el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito y Territorios Federales de 1894. Este nuevo Código 

Procesal establece lo relativo a la defensa; senalando que el 

inculpado podrá nombrar defensor, y al igual. que el Código 

anteriOr establecia que si no tiene persona de su confianza, 

se le mostrará la lista de los defensores de oficio, para que 

elija de entre ·ellos el que quiera. 7 

Poste.rio~nente, en el Proyecto de Constitución que 

puso a consideración del Congreso, el. primer Jefe del 

Ejército Constitucionalista don Venustiano Carranza; 

establecia en lo referente al tema que nos ocupa, algunas 

consideraciones que pensamos son de suma importancia para 

nuestra investigación, por lo que continuación nos 

permitimos citarlas: 

•El articulo 20 de la Constitución de 1857 senala 

las garantias que todo acusado debe tener en un juicio 

crirninali pero en la práctica esas garantias han sido 

enteramente ineficaces, toda vez que, o in violarlas 

literalmente, al. ludo de ellas, se han seguido prlJ.cticaR 

verdaderamente inquisitoriales, que dejan por regla general a 

los acusados sujetos a la acción arbitraria y despótica de 

Cfr .('bjigo de Proce::limientos Penales pYra el Distrito y Territorios 
FOOeralcs de 1694 ,en Legislación Mexicana, Tono XXVI, llii t. I:\Jran,Manucl. 
y Lo2ano,Jose Ma. ,f'éxico,1899,pAgs.130 y 131. 
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los jueces y aun de los mismos, agentes o escribientes suyos. 

Conocidas son de ustedes, senores diputados, y de 

todo el. puebl.o mexicano las incomunicaciones rigurosas, 

prolongadas en muchas ocaciones por meseS enteros, unas veces 

para castigar a presuntos reos politices, otras para amedrentar 

a los infelices sujetos a la acción de los tribunal.es del 

crimen y obligados a hacer confesiones forzadas, casi siempre 

falsas, que sólo obedecian al. deseo de librarse de la estancia 

en calabozos inmundos, en que estaban seriamente amenazadas su 

salud y su vida. 

El. procedimiento criminal. en México ha sldo ha!Jta 

hoy, con ligerisimas variantes, exactamente el mismo que dejó 

implantado la dominación espai"lola, sin que se haya llegado a 

templ.ar en lo mas mlnimo su durez: a, pues esa parte de la 

legislación mexicana ha quedado enteramente atr.:1sada, sin que 

nadie se haya preocupado en mejorar.la. Diligencias secretas y 

procedimientos ocultos de que el reo debla tener 

conocimiento, como si no tnatase de actos indifcrcntcn que 

de ninguna manera podrian afectarlo y, por último, dejar la 

suerte de los reos casi siempre entregada a las maquinaciones 

fraudulentas y dolosus de los escribientes, que por pasión o 

por vil interés alteraban suü propias dec lara_c ioncri, las de los 

testigos que deponian en su contra, y aún las de loa que se 

presentaban a declarar en su favor ... 8 

8 TENA,Ram1rcz, Op. Cit., péga. 751 y 752. 
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As1 también tenemos que en 1a ley del 17 de enero 

de 1853, se preven!a que el acusado podia nombrar defensor 

después de haber producido su confesión, y en el caso de no 

hacer1o, se encargarla su defensa a los abogados de pobres. 

Después del triunfo de la República, al promulgarse la Ley de 

Jurados de 15 de Junio de 1869, disponia el articulo 11 que 

inmedíatamente despues de dictado el auto de fonnal prisión 

se notificase el mandamiento al reo y se le requiriese para 

que nombrase defensor o el Procun1dor de la Defensa, como 

órgano auxiliar del acusado, lo proveerü de un experto en 

derecho para que lo aconseje. Estos principios comprendldoE 

en las leyes procesales y que tienen sus antecedentes en el 

Viejo Derecho EspaOol, se han robustecido paro quedar 

definitivamente consagrados en la Carta Fundamental de .la 

Reptlblica. y en el arti.culo 1040 del Código Penal de 7 de 

diciembre de 1871, se penaba a quien negase al. procesado 

datos para su defensa. 9 

CI:NZALEZ aistanante,Juan Jose,PrincipW de Derecho Procesal Penal 
~icano,I:liit.Porrúa,3a. eL,México,l l. ~gs.89 y 90. 
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1.3.- Constitución de 1917. 

Después de la llamada decena trágica, ocurrida en 

la Ciudadela, en el Distrito Federal, a la muerte de 

Fran!=isco I. Madero, Venustiano Carranza, gobernador de 

Coahuila en ese tiempo, desconocio a Victoriano Huerta, asi 

con esa act.itud de Carranza comenzó una nueva étapa de la 

Revolución, motivo por el cual a esta étapa se le conoce como 

Constitucionalista. Todos los movimientos de Venuatiano 

Carranza a partir de ese momento, fueron encaminados a acatar 

la Constitución de 1857. 

En el. at'lo de 1916, vencido el grupo Vil.lista y 

recluido el Zapatista en su región de origen, habla llegado 

el momento de restablecer el orden Constitucional, pero para 

llevar a cabo ese cometido -se hacia necesario la reunión de 

un Congreso Constituyente, qua se encargara precisamente de 

reformar la Constitución de l 8'")7 o en otro de los casos de 

expedir una nueva. Y para tal eLecto Venustiano Carranza, el 

14 de Septiembre de 1916, en la Ciudad de M6x.lco, cxpir.lió el 

decreto reformativo, convocl.mdose asl a elecciones para un 

Congreso Con5tituyente, el cuál se instaló en l.a Ciudad de 

Queretaro, iniciando las juntas preparatorias el 21 de 

noviembre de 1916, no podria ocuparse de otro asunto que no 



12 

fuese el del proyecto de Constitución reformada. 

El dictArnen de la comisión fue presentado el 29 de 

enero de 1917 al Congreso, que desde ese momento se 

constituyó en sesión permanente, realizándose una prolongada 

discusión, dando como resultado pequenas modificaciones. El 

resultado final fue aprobado a las tres y media de la manana 

del dia 30 de enero. 

En la manana del 31 de enero de 1917, fue firmada 

la Constitución. Por la tarde rindieron la protesta de 

guardarla, primero Diputados y después el primer Jefe de la 

Nación Venustiano Carranza. La Constitución fue promulgada el 

5 de febrero de 1917 y entró en vigor el primero de mayo del 

mismo ano. 

Asi, el proyecto carrancista no pretendia elaborar 

una nueva constitución, sino, apoyada en la de 1857, crear 

los medios para fortalecer y hacer posibles los postulados 

consagrados en esa Carta. 

Lo anterior podrla ejemplificarse en el rubro 

" ••• Los Derechos del Hombre ••• ", los cuales hablan sido 

violados reiteradamente por los gobiernos a lo largo del 

siglo XIX, especialmente durante la dictadura de Diaz. 

Para modificar la grave situación "... Carranza 

promovió una serie de reformas al capitulo de los Derechos 
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del Hombre o de las Garantias Individuales y a los articules 

referentes --ar juicio _de amparo. De igual forma, finco los 

c~~er:it:_~~----pa~a la organización del Ministerio Público e 

in-ten~O·-_oto~g~r mayor autonomia al poder judicial" • 10 

Después de todos esos cambios y reformas a la 

Constitución, es en ésta, retomando lo establ.ecido en la 

Constitución de 1857, donde se plasman las garantlas minimas 

con las que deberA contar todo acusado; plasmtmdose en l.a 

fracción IX del articulo 20 Constitucional el derecho a la 

Defensa. 

En base a l.o anterior, al promulgarse la nueva 

Carta Fundamental de la Rep~blica el 5 de febrero de 1917, al 

triunfo de la Revolución acaudillada por don Venustiano 

carranza, quedaron realmente estructuradas las garantias del 

hombre y de una manera principal la que nos ocupa en este 

estudio, es decir la fracción IX, del articulo 20 

Constitucional que se refiere al derecho de defensa, al que 

nos referiamos en lineas anteriores, y que textualmente 

establee la: 

"Articulo 20.-En tcdo juicio del orden criminal tenirl'J el 

acusado las siguientes garantias: 

IX. Se le oirá en defensa por si o por persona de su 

COlfianza, o por anbcs. SetJún su volunt.:rl.En caso de no tener quien lo 

defierrla, se le presentará lista de los defensores de oficio para que 

elija el o los que le coovenga.n.Si el acusOOo no quiere nanbrar 

defensores, desp.Jés de ser requerido para hacerlo. al ren:lir su 

10 Nuestra Ccnstitución, ~. Cit.,Tcmo 4,pág.35. 
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declaración preparatoria, el. juez le nanbrará uno de oficio. El aC'USido 

pairá nonbrar defensor desde el manento en que sea aprehendido, y ten::iré. 

derecho ü que éste se halle presente en tcrlos los actos del juicio; pero 

terñrá obligación de hacerlo canparecer cuantas veces se necesite". 11 

11 TENA Ra:nirez, Op. Cit.,pags. 768 y 769. 
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CAPITULO SEGUNDO. 

2.- ORIGENES Y ASPECTOS DE LA DEFENSORIA DE OFICIO. 

2.1.- ~ustificaci6n de 1a existencia del defensor en 

e1 procedimie~to penal. 

El proce~o penal se encuentra enmarcado dentro de 

un triángulo, en uno de sus vértices se encuentra el Organo 

Jurisdiccional, que se encarga de la regulación del proceso : 

en .otro, el Ministerio Público encargado de llevar a cabo la 

acusación, apoyada de su capacidad técnica y experiencia, asi 

como de servicios periciales y la Policía Judicial; éstos, se 

hallan finalmente ante el acusado que anicamente contaré con 

el auxilio de su defensor. 

La iristitución de la defensa ho sido considerada 

como un derecho natural, lo que no se discute en la 

actualidad, indispensable para la conservación de la persona, 

de sus bienes, de su honor y su vida, concepto que viene 

aparejado a la libertad, en virtud de proteger al individuo 

de lo arbitrario, de lo que tiende a no respetar sus derechos 

y garantias que le otorgan las leyes y a medida que fue 

ampliandose el concepto de libertad. 
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En la actualidad, son varios los conceptos que se 

manejan sobre la defensa y en lo referente al derecho 

procesal el maestro Jorge Alberto Silva Si.lva 12 en su obra 

sobre el proceso penal, nos dice que son dos las acepciones 

que la voz defensa tiene: 

a) "Como actitud del demandado a oponerse a "·1os 

hechos (causa petendi) invocados por el actor, actitud 

consistente en oponer hechos impeditivos, modificativos o 

extintivos. Aunque este significado va mlls a to. inB.tei-1a1-,": es 

el que deriva del articulo 453 del Código Procesal Civil del 

Distrito Federal". 

b) "Como cualquier actitud (legal) tendiente a 

sostener un derecho de libertad alegado". 

Siguiendo con el mismo autor,NMientras que el 

primer significado resulta más estrecho que el segundo, pues 

sólo implica una reacción a los hechos propuestos por el 

actor, en el segundo, su connotación es más ilmplia, pucoto 

que no sólo implica reacción a los hechos. sino también al 

derecho invocado, a las pretensiones e incluso nl proceder 

mismo (excepcionarse). 

Aunque esta segunda acepción no suele ser estudiada 

por los conocedores de la teorla general del proceso, es la 

acepción que los textos legales y precedentes penales asignan 

a la voz defensa. 

12 SILVA Silva,Jorge A.,Derecho Procesal Peoal,Etlit. Harla,México 1990, 
pég. 195. 
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En este amplisimo sentido, la defensa del imputado, 

como reacc:iión, tiende a interrumpir la eériaclón, a 

contrapretender, anular, modificar o aclar~r he~hos, incluso 

a oponerse ·ª_·las : ri:tzOries legales." 

En relación a1- concepto de defensa, no existe un 

criteriO ün,iforme y a continuación haremos mención de algunos 

· cOncéptoS que existen: 

Para el maestro Gonzalez Bustamante, la defensa es 

la función encaminada a "destruir las pruebas de cargo 

existentes, de tal manera que la resolución judicial que se 

pronuncie, se traduzca en una exculpación o. al menos, en una 

mejor1a de la situación juridico-procesal que guarda el 

inculpado". 13Asimismo considera la Institución de la defensa 

"como un órgano encargado de prestar gratuitamente asistencia 

técnica a las partes o como a las personas, que a cambio de 

retribución, pone los conocimientos profesionales que posee 

al servicio del inculpado•. 14 

Según Herrera y Laso, la defensa es •c1 derecho de 

probar contra la prueba el derecho a demostrar que la 

autoridad probó errónea insuf ic ientcmen te•; agregando 

asimismo que es aprovechar la oportunidad de desequilibrio 

que en el proceso se presente, aunque ello se traduzca en una 

resolución de inculpabilidad del culpable, o de culpabilidad 

atenuada del que tuvo mayor. 15 

13 ~ZALEZ BUSfNWlI'E,Juan Jooé,Principios de Derecho Procesal Penal,Ed. 
Porrúa,México, 1991,pAg. 140. 

14 Idan.,pAg.86. 
15 HERREM Y LASO,Eduardo,Ga.rantias constitucionales en materia penal. 

Instituto de Ciencias Penalcs,México,pAgs.94 y 98. 
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Asi tambien, la defensa para el maestro Colin 

Sanchez es "un derecho natural e indispensable para la 

conservación de la persona, de sus bienes, de su honor y de 

su vida; ha sido objeto de una reglamentación especial en los 

diversos campos en los que puede darse"; y asimismo el citado 

maestro manifiesta que dentro del proceso penal "la defensa 

es una· institución indispensable" • 16 

Por su parte Silvestre Graciano17 , define a la 

defensa como •una institución judicial que comprende al 

imputado y al defensor, llama al primero elemento individual 

y al segundo elemento social, los cuales on la defensa del 

derechO constituyen el instituto.• 

La institución de la defensa, ha sido y en la 

ac-tualidad es una actividad esencial en todo proceso penal, 

en virtud de que su objetivo es tutelar uno de los derechos 

fundamentales inherentes a todo individuo, la libertad. 

Desafortunadamente, c>eiaten muchos postulantes que 

han confundido la esencia de lo que es la defensa, ya que han 

llamado defensa a actividades como sobornar a jueces y 

secretarios, inventur testigos, pruebas y hechos 

inexistentes. Urdir l.:i mcnt ira, engaliar la justicill, 

fraguar mecanismos para escapar al proceso, poner en práctic6 

16 OOLIN SANO-tEZ,Qlillenno,Derecho Mexicano de Proca:iimientos Penales,B:l. 
Por:túa,México,1992, p~gs.197 y 198. 

17 Autor cita:lo por OOLIN 51\NOi.EZ,págs. 197, 198. 
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triquinuelas, etc., son algunas de las caracteristicas que 

pretenden cobijar al amparo de la defensa. 

Por desgracia, esos que se dicen defensores se 

olvidan de su noble misión conviertiéndola en verdadera 

delincuencia. Ya que no existe ley alguna, ni ciencia del 

derecho que permita o tolere q\Je al amparo de l.a defensa los 

Cefensores se conviertan en autores intelectuales de delitos 

como el cohecho y falsedad de declaraciones. La actividad de 

la defensa lleva como respaldo a la propia ley (la 

legalidad}. La idea de defensa sólo puede ser forjada en el 

marco conceptual de la legalidad, de lo contrario, se 

vulnera el Estado de Derecho. 

En efecto, la defensa constituye una figura 

juridica de gran importancia en todo Estado de derecho, toda 

vez que.no es posible asegurar en los jueceo una rectitud, en 

su sentido mé.s justo, ni tampoco infalibilidad perfecta, 

luego entonces, es necesario buscar un equilibrio entre las 

partes que intervienen en el sumario penal. 

Ciertamente la defensa es una función, una 

actividad que, enarbolando la bandera de la legalidad, debe 

tratar de impedir que durante la aplicdción de la ley se 

cometan excesos. La defensa ha de impedir que el funcionario 

se extra1imite en sus facultades legitimas y ha de aclararle 
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lo que le es confuso o lo que ignora. 

En un sentido mAs ampl.io, la defensa no sólo es 

a~t~vida'd de los órganos de la defensa, sino pasividad. Asi, 

también legalizada dentro de la defensa, cabe omitir 

proporcionar ciertos datos que de otra manera serian 

perjudiciales. Esto está apoyado por aquellos textos legales 

que ~ .. C-onC:eden al imputado el derecho de call.ar, o al. defensor 

a guardar e1 secreto profesiona1. 16 

Por otra parte, apoyados en Zamora Pierce, nos 

menciona que el concepto de defensa, junto con las nociones 

de acción y jurisdicción, "son los tres pilares básicos sobre 

los que descansa la idea misma del proceso penal como 

estiuctura normativa destinada a armonizar la pretensión 

punitiva del Estado, la libertad individual y las exigencias 

de la correcta y vAlida administración de justicia dentro del 

Estado de Derecho. Ante la pretensión penal, como tesis que 

sostiene en forma monopólica el Ministerio Público (articulo 

21 constitucional), la defensa sostiene lü antitesis y queda 

reservado al poder jurisdiccion"1l el efectuar la sintesis. 

Luego entonces, se concibe al juicio como la necesaria 

sin tes is de acusación y defensa, no es 16g icamcn te posible 

pensar a la una sin la otra; esto lleva a destacar, por 

razones de lógica y legalülad, que la defensa, en cuanto 

concepto contrario a la pretensión penal, es de igual rango y 

16 Ccnsultese al respecto a SILVll SILVA, Op. Cit. p<\g. 197. 
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y necesidad de ."é.sta" • 19 

Una vez- Vist~ .l.0 ··que es la defensa,- continuaremos 
. ' . ' 

con·- los 'sUje~?s ;,>iue;•··:~ª 
' - .'•"',• .. 

realizan. .-. · -: :-.~: ::::. 

se:· -·alce· ::qu'a"·--· "s6-~- básicBme,_rite ,··-dos .. ---1os sistemas 

con9cidos ~n· t'~·~n-~--: a~,~~-~~ ~~:4'{ef;_~--~~ue ;_~:~~li~'~n 1a ·defensa: 

a) Qtie sea el:miSmo_eOjuiciado quien se defienda o, 

b) Que sea otra persona quien realize la defensa. 

El primer sistema y recurriendo a SILVA SILVA20 , lo 

podemos cal.ificar como de autodefensa en juicio, es conocido 

desde tiempos remotos. En éste, "el imputado realiza la 

propia actividad de defensa: no existe defensor ajeno, ni se 

permite nombrarlo". De hecho, este sistema coarta la 

verdadera defensa, sobre todo cuando el imputado caree o de 

los conocimientos y la práctica suficiente, a lo que 

generalmente ha de agregarse su detención y prisión 

preventiva. 

Esta forma de defensa según BAZDRECH. ,.No 

corresponde a nadie, sino al mismo acusado, quien tendrá que 

confesar su participación en el delito o negarlo; explicar 

las circunstancias en que haya participado, justificar su 

19 ZAM'.JRA.-PIEJCE,Jesús,Garantins y Proceso Penal.F.d. Pornla,~ico 1991, 
~g. 333. 

20 SILVA SILVA, Op. Cit.,pág. 198. 
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actividad, exp9nie11do· las razones o los m~t.ivos q~e. lO hayan 

iÓdUcido a dei'i~-quir a·· '.exPre,~~~do· ei ·lugar. en que ·,a·e·- -hubieá'e 

enc~tltrado~. 21 :· 

nuestro mAs al to 

Tribuñ81 ~8 emitido el siguiente criterio: 

DEFENSA, DERECHO DE, EN LOS PROCESOS. 
La prerrogativa que establece la Constitución en 
favor de los procesa:fos, en su articulo 20, para 
facilitarles los medios de defensa, es un derecho 
concedido al inculpado; su ejercicio no es 
forzoso y puede ser practica1o 1.Hrccta:nente por 
el. procesa1o, ap::irtarrlo en el sunario los 
elenentos necesarios, bien sea para destruir su 
responsabilidocl, bicr. para mcdificar l.:i pena. que 
pudiere corres¡xinderle. 
La finalidocl que la Constitución persigue, es dar 
la OEX>rtunida::i al prcx:csOO.o para que p...iede 
defcrderse; por consiguknte, cuando el reo se 
reserva el derecho de nembrar defensor, esto 
supone la renuncia de loo derechos qu0 le conco:ie 
la ley, y si el juez no designa a perscna que se 
encargue de la defensa, es to J;)Pe1e considr.rarse 
cano una violación de garantias.

22 

A pef;ar de la amplitud y cl.:isticidad do nuestra 

Ley fundamental, asi como d0l criterio do la Corte ya 

expuesto, la defensa del : 1culp.:ido por sl mismo, 

generalmente no se dc1 en el proceso penal, tod<J vez que el 

juzgador deberá, en su obligación, d.:irl.e legalidad a d.i.cho 

proceso, rcqui=iéndolc pura que dcGignc defensor o en liU 

caso se le nombre uno de oficio; ~hora bien, en el supuesto 

21 BAZDREO.J,Luis. Garantías Constitucionales, Di. Trillas, 2a ed., 
México, 1983,pág.67. --

22 Criterio Jurisprudencia! cittrlo p_:,r MJ\NCILL.-\ QVAND'.),Jorge A., 
Las Garantías Individuales i'. su aplicación en el proceso penal,Ekl. 
Porrila,México, 1969,pág. 205, 
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caso de que se pudiera dar tal hipótesis. necesariamente el 

inculpado deberá gozar del beneficio de la libertad 

pi:-oVis.ional, con lo -cual teildria oportunidad de realizar 

personalmente las gestiones pertinéntes para su defensa, en 

caso contrario; si se encuentra recluido en prisión 

preventiva, encontrarla obstéculos pera tener acceso a la 

causa que se le instruye en el momento que lo desee. 

El segundo sistema23 establece la posibilidad de 

que Ótra persona realice la actividad de def enea. Es te 

sistema fue aéogido Por la Ordenanza Criminal Pruaiana de 

1805. 

En México el sistema es mixto, por virtud 

constitucional"·que permite .que la aetensa se realice por 

m~io del propio imputado o a través de su defensor. 

Asi ·también, las leyes en nuca tro pais 

establecen el sistema de imprescindibilidnd u 

obligatoriedad de la defensa en el proceso judicial, a tal 

grado que aún contra la volunt.id del enjuiciado, debe el 

tribunal designarle un defensor, e inclusive sancionar como 

nulo el acto proce::;al en que no hubiere intervenido el 

mismo. 

A este tipo de defensa, la doctrina ha decidido 

llamarle defensa formal y a la anteriormente senalada, le 

23 SILVA SIL\11\, Op. Cit., pAg.198. 
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ha denominado defensa ma teri'al. 

En efecto, e1 defensa· puede nombrar o designar 

persona de su confianza~ aunque no sea·abogado, con 1o cual 

resultar~a gravemente afectado el inculpado, debido al 

desconoCimiento técnico de la materia de quien asi fue 

desigriado. 

Visto lo anterior, debemos considerar que la 

Constituci6n y los Códigos adjetivos de la materia, son 

omisos por cuanto a senalar condiciones profesionales para 

la designación de defensor, pues basta que éste sea 

"persona de confianza• del inculpado, excluyéndose la 

necesidad de que el defensor sea abogado; incluso la 

Constitución no alude siquiera a que dicha persona goce de 

capacidad para obrar, por lo cual has ta un menor de edad 

puede ser defensor, excepto en loa casos en que la corta 

edad impida real.izar su cometido con la eficacia d·~bida. 

Al respecto, basta recordar que la Ley de Amparo, 

en su articulo 17 permite que, en materia penal en los 

casos previstos en las disposiciones generales, los menores 

pueden promover el amparo en favor <le sus parientes 

detenidos, sin necesidad de que cuenten un 

representante. 
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Una vez que hemos visto lo que es la defensa, 

entraremos ahora al estudio de lo que es el. defensor y su 

importancia del mismo dentro del procedimiento penal. 

Asi :t~nemos que el defensor, representa a la 

instituCión_-de, la~·defenSa,-- la cual- esta integrada por dos 

sujetos<·-fu~dam0;ntal.es: e.l, autor del delito y el asesor 

furidic~·, .·.q':1i~nes constituyen un binomio indispensable en 

el proceso. 

·Et defensor complementa la personal.idad jurldica 

del suj~to activo del delito, integra la relación procosal 

·y tiene a su cargo la asistencia técnica. 

MANZINI considera defensor "al que interviene en 

el proceso penal para desplegar en él una función de 

asistencia en favor de los derechos y demás intereses 

legitimas de un sujeto procesal en la aplicación de una 

finalidad de interés público y no solamente para el 

patrocinio del interés particular.• 24 

Mucho también se ha hablado acerca de la 

naturaleza del defensor en el proceso penal: se le ha 

considerado un representante del procesado, otros lo han 

considerado como un auxiliar de la justicia y también lo 

han considerddo como un órgano "nparcial de ésta. 

24 OJLIN 51\NQiEZ, Op. Cit., ¡>Ag.199. 
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Que el defensor penal. es un representante del. 

procesado, no estamos de Dcuerdo ya que no- reóne l.oe 

elementos de un mandatario, ya que el mandatario tiene que 

ajustarse a las reglas del mandato, adem6s que debe actuar 

confonne a la voluntad expresa del mandante, además que es 

la forma más usual. de designar a su defensor por parte del 

acusado es con la sola expresión de éste y la aceptación 

del defensor para que dicho cargo se pueda dcsempe~ar, en 

tanto que el. mandato judicial requiere que sea otorgado en 

escritura pública o en escrito presentado y ratificado por 

el otorgante, ante el Juez. Y hablamos de mandato judicial, 

porque en el mandato simple se encuentra mAs al.ejado de la 

figura del defensor, y esto, es en cuanto a que el 

mandatario simple, no necesita tener titulo profesional de 

Licenciado en Derecho. lo que consideramos debe ser 

necesario para ser defensor penal. 

También se le considera como un asesor técnico 

de1 acusado ya que pone sus conocimientos para dirigir y 

orientar al procesado, prestando la asistencia técnica, lo 

cual tambien no se considera correcto, ya que por el 

accionar del defensor no se conforma con ser simple 

consultor de su cliente, sino que participa activamente, ya 

que puede tomar decisiones y llevarlas a cabO en la secuela 

del proceso sin tener que consultarlo con el procesado, y 
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sin que este se lo solicite, es de propia iniciativa y 

voluntad, siempre encaminados a obtener resultados 

favorabl.es para su defensa, actos procesales tales como 

ofrecer pruebas, oponer recursos en contra de resoluciones 

que afecten al procesado, desistirse de otras. 

Otra opinión importante es l.a que considera al 

Defensor un Organo auxiliar de la administración de 

justicia, esta opinión consideramos que es un tanto 

absurda, ya que el defensor como factor de equilibrio ante 

las pretensiones del Ministerio Público, venga a sumarse a 

éstas para auxiliar a la administración de justicia, ademAs 

que el Defensor estarla obligado a romper con el secreto 

profesional y comunicar al. Juez todos los informes 

confidenciales que hubiere recibido por parte de su 

defendido y por lo tanto se romperla con el concepto de 

defensor. y se estaria en contru tlel de defensa: por lo 

tanto no habria defensor que asumiera la defensa de algún 

inculpado evidentemente culpdbl,_., además que si el Defensor 

tuviera que defender al inculpa.do, serla primordinl para 

este, la obligación preferente a la adminintraci6n de 

justicia, seria contrario a los principios de derecho dejar 

a una persona desamparada sin defensor, como auxiliar de la 

justicia. 
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Quizás la idea de considerar al Defensor como 

auxiliar de la administración de justicia, no se ha 

definido correctamente y el Licenciado Rafael Perez 

Palma25 , noa da una visión más clara al considerar al 

Defensor "como auxiliar del Juez"', pero no lo considera 

como auxiliar en la administreción de justicia, y esto es 

"en cuanto a que lo instruye, aportando mayores elementos 

hasta obtener una sentencia", es decir "con la actuación 

del Defensor se logra encausar al Juez hacia una sentencia 

apegada a la ley" y que los elementos aportados por el 

Defensor se favorezca al procesado; y para que esto 

resulte, "el defensor con sus actuaciones harb ver al Juez 

las circunstancias de hecho y de derecho que al final 

beneficien a su defendido, siendo esta la forma más general 

que se le pudiera considerar auxiliar al defensor. pero 

auxilio que al final de cuentas repercutiré. en el 

procesado.• 

En la importante misión de l~ defensa,. con el 

transcurso del tiempo, el de Censor ha ido adquiriendo o 

perdiendo algunas prerrogativas, las que responden a la 

realidad imperante de un pais y época determinados. 

El Licenciado SILVA SILVA nos manifiesta en su 

obra26 , que •dichas prerrogativas al defensor responden a 

la vez a la cercania lejania de los principios 

25 PEREZ PAI11A, P.afael., f\mdanentos Constitucionales del Proce:iüniento 
Penal,Fd. Cárdenas E'ditor y Distril:uu!or,Méx:.tco, 1900,pág.312. 

26 füDñi Sii.VA, Op. Cit.,pág.202. 
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inquisitivo o acusatorio. 

En nuestro pais, 1aa prerrogativas ,con las que 

cuenta un defensor, es que no es un mero vocero o 

intermediario, pues en la mayoria de los casos es un 

procurador. Asi, es el que promueve, oye o alega; tiene la 

posibilidad de interrogar directamente al imputado y 

testigos; puede objetar ia· redacción del interrogatorio al 

jurado; comunicarse con el imputado en cualquier 

diligencia, y estas prerrogativas las podemos encontrar 

dentro del Código Federal de Procedimientos Penales en sus 

articulos 89, 156, 249 y 335. 

Pese que atane mas a la defensa que al defensor, 

nuestra ley establece que además de tener que estar 

presente en cualquier acto procesal, el defensor puede ser 

sancionado en el caso de ausencia, con medida 

disciplinaria, cosa que en la práctica no se da con 

regularidad y que prolonga a veces los procesos. Pero de 

importancia es para la defensa que a la audiencia a lu que 

no asista no pueda verificarse, llegando hnata la nulidad 

del acto al que el defensor no usista y esto nos marca el 

articulo BB y 388 del Código antes mencionado. 

Ya adentrándonos más en el tema, veremos a 

continuación las funciones del defensor dentro del. 

procedimiento penal: actividad de gran importancia y 

trascendencia. 
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Se podria decir en forma general que las 

funciones del defensor son todas aquellas que éste lleva a 

cabo en favor de su defensa, nuestra ley procesal nos hace 

r~ferencia en algunos articules de ·las atribuciones y 

obligaciones del defensor, como lo vemos en los articulas 

292, 314, 315 y otros del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal. A.qui cabe hacer mención que aún 

cuando el articulo 134 bis, en su parrafo último del Código 

en cita, hace referencia que los detenidos desde el momento 

de su aprehensión podrán nombrar abogado o persona de su 

confianza que se encargue de su defensa, a falta de uno u 

otro el Ministerio Público, le nombrará el de Oficio; en 

ning\in otro articulo de este Código, ni en ningun otro de 

las Entidades Federativas, ni otra ley e incluso en nuestra 

Constitución Politica se hace referencia a alguna 

atribución o función procedimental a llevar a cabo por el 

Defensor, durante las diligencias de Averiguación Previa, 

sino únicamente estar presente en estas diligencias. 

En relación a lo anterior y en lo referente al 

tema, Rafael Pérez Palma en su obra citada, nos menciona a 

grandes rasgos que la función del defensor es completa y en 

forma general, resumiendo en cuatro puntos las funciones de 

éste, tales como: 
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a) "La asistencia técnica (;¡ue el imputado 

requiere. 

b) La representación de éBte en el proceso, en 

los recursos y juicios de amparo. 

e) Intervención como elemento equiiibiante en la 

contienda jurisdiccional, y 

d) Como auxiliar del propio Juez, para que lo 

instruya aportando mayores elementos hasta 

obtener una sentencia apegada a la ley." 

De una forma más precisa y apegada a nuestra 

realidad procesal, el maestro Colln Sanchez27 , nos aenala 

l.os principales deberes técnico-asistenciales del Defensor 

y que son: 

1) "Estar presente en el acto en que el procesado 

rinda su declaración preparatoria, so.licitar, cuando 

proceda, inmediatamente la libertad cauciona! bajo fianza y 

hacer los trAmites necesarios hasta lograr la 

excarcelación: 

2) Promover todas las diligencias que sean 

necesarias en favor de su defensa. durante el término 

constitucional de las setenta y das horas y estar presente 

durante el desahogo de las mismas: 

3) Interponer los recurso9 procedentes "lO- al 

notificarse de la resolución pronunciada por el órgano 

27 C:OLIN SANCHEZ, Op. Cit.,pág. 208. 
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jurisdicci~nal, al.: v·en'cerse_ el término ª!'.~eB menci.onad'o: 

4·) P~om~Ver .todas las diligencias·· y pruebas. que 

sean n~c·~s·ar_ia:s', :·durali.te la instruc~ión, :y en l.a ~egun~a 

irlstancia·,-_,en' ·108 ·e-asas pe:rmi~idos por la .ley; 

5)-'-Asistir a las diligencias .. :e~ que la ;t~Y lo 

considera __ obligatorio pudiendo· interrogar -a1-· procesado, a 
- -.. --

l.~s peritos e interp~ner los recur'aos - -que· '--pa-~-~ el caso 

sei'\ale · la l.ey: 

6) ·Promover l.a _acumula_gió~ _ de procesos cuando la 

s-ituac.ió.n asi .-lo -demandei' 

7 )_ Desahogar las _vistas de las que se le corra 

traslado_ y _fonnUlar sus conclusiones dentro del término de 

En la actualidad no se concibe un proceso penal 

sin defensa técnica, porque es necesario equilibrar la 

contienda jurisdiccional., contrarrestando la influencia y 

pretensiones del. Ministerio Público, porque es necesario 

que procesalmente el inculpado tenga un representante legal 

que actúe a pesar de la negativa y aún en contra de su 

voluntad. 

El principio de la defensa obligatoria lo 

encontramos en nuestra Constitución Pol1.tica, atribuyendo 

dicha obligación al Juzgador, como ya se habia mene i.onndo 
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con anterioridad, ya que nuestra Carta Magna establece en 

su articulo 20 fracción IX que: "Se lé oirá en defensa por 

si o por persona de su confianza, o por ambos, segón su 

vol.untad. En caso de no tener quien l.o defienda, se le 

presentarA una lista de los defensores de oficio para que 

elija el o los que le convengan. Si el acllsado no quiere 

nombrar defensores, después de ser requerido para hacerlo, 

el Juez le nombrara uno de oficio ••• " 

En el mismo sentido se expresa la Ley de 

Profesiones en su articulo 28 que senala: "En materia 

penal, el acusado podrá ser o ido en defensa por s 1 o por 

medio de persona de su confianza o por ambos, según su 

voluntad. Cuando la persona o personas de la confianza del 

acusado, designados como defensores no sean abogados, se le 

invitara para que designe un defensor con titulo, en caso 

de que no hiciere uso de ese derecho, se ie nombrarA al de 

oficio. 

De1 contenido de los dos preceptos antes citados, 

se desprende que es obligación del Juez que durante todas 

las diligencias del proceso; el procesado deberá 

encontrarse asistido por un defensor, que necesariamente 

deberá ser Licenciado en Derecho. Aún cuando la ley de 

Profesiones omite sei'lalar quien es la autoridad que le 
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nombraiá ·el defensor· de oficio al acusado, cuando no 

hiciere uso de este derecho; se desprende· también que hace 

alusi60 a la etapa procesal, l.a cual es llevada ante una 

autoridad jurisdiccional. y no a la etapa de averiguación 

previa donde el nombramiento del defensor. puede recaer 

también en una persona de confianza, sin que se exija que 

esta sea Licenciado en Derecho, como se desprende del 

contenido del articulo 134 Ws parte última del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, ademAs que 

el mismo precepto claramente deja al arbitrio de los 

detenidos el nombrar defensor o persona de su confianza en 

esa etapa. 

Y. en este sentido nuestros Tribunales se han 

expresado en sus resoluciones emitidas que a continuación 

se mencionan en las siguientes tesis jurisprudenciales: 27 bis 

IEFENS1\., GNWlI'IA JE. - La obligaciOo lmp.Jesta a la 
autorid.:d de instancia por la tracción IX del articulo 20 
Ccnstituciooal, surte efectos a partir de que el irdicilrlo en p.icsto a 
disp:>sici6n de la autodda:i ju:iicia.l, y esta el recibir la declaracilin 
preparatoria del presunto resp::::osable, tien~ la obligación inclu:lible 
de designarle defensor, si es que aquel no lo ha hecho: mAs la facultad 
de asistirse de defensor a partir de la detenciOO del aCus«!o, 
coocierne únicanente a éste, por lo que si no lo tuvo desde el mancnto 
en que fue detenido, esa anisión es irnp..itable al propio acusirlo y no al 
Juez instructor. 

A.O. 4942/1971-El:ias Payan Alcal.a,5 votoo,Sépt.ima 
Epoca,Vol.39 scgurrla parte ~g.51. 

f'hD. 5295/1971-Julio Carbajal Reserdiz,Unanimidl'rl 4 votos, 
Séptima Fpoca.Vol.48,Scgurrla Parte, ~g.33. 

27bis Tesis que se integra eco las siguientes ejecutorias: las visibles 
en la Séptima I:p:xa, segurrla parte, en el volúnen 39, pág.51.. 
cita:las por MA.'ClLLA at!\N!Xl.,Op. Cit. ¡><lgs.203 y 204. 
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A.O. 5934/1973-Victor Manuel Santiago P.cdriguez y Antalio 
Martinez Alba, Unanimidtxl de 4 votos,Sépt.llna EPoca. 
Vol.67 Segunla parte.pág. 19. 

A.O. 1194/1974-Francisco llernardez Ruiz, votos Séptima 
EPoca, Vol.67 segurrla parte, pág.21. 

A.O. 5770/1974-Ignacio Garcia Corcna:Io. votos Slrptima 
EPoca, Vol. 72 Scgurda parte pág .27. 

Jurispnrlencia 106, Séptima Epoca, pág. 236 Vol.Primera 
Sala, segunda parte, Apcrdice 1917/1975. 

DEPENSA, GARANTIA DE: Averiguación Previa.- Es durante 
la instrucción cuando la autorida:::l ju::lic.i.al tiene la obligaciál de 
nanbrar defensor al encausa.10, pero durante la Averiguación Previa es a 
cargo de éste último el designar defer:sor; y de no aparecer dato alguno 
de que el acusa:io hubiera ofrecido defensor y de que la Representación 
Scx:.ial se le rechazara, legal es Eostener que al respecto ninguna 
violación existe. 

A.O. 3674/1974. Jesus Garcia Lopcz. NCNianbre 28 de 1974, S 
votos. Pooente: Maestro Ernesto Aguilar Alvarez. 
Prllnera Sa1a. Séptima E:poca. 

El ejercicio de la defensa sianprc ha esta:::lo ligOO.a al 

ejercicio de la profesión del derecho, e históricamente, 

esta profesion no siempre ha sido bien vista. 

Desde ant.ar1o, la uÜ'ulnistración de justicia ha 

cargado con innumerables problemas, cuyas causas 

frecuentemente se han imputado u los profesionales y, por 

ende, a los defensores. 

Esto ha llevado en algunas ocacior:es a que los 

gobernantes, para cubrir su incapacidad de administrar 

justicia, hüyan Buprimido el ejercicio liberal de la 
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abogacía y la procuración. como ocurrió en Francia { 1790} o en 

Rusia (1917) para volver més adelante a implantarla. 

No obstante, es cierto que en el ejercicio de la 

defensoria existen muchos problemas que son propios e inherentes a· 

su organización y funcionamiento. 

En la actualidad, se conocen dos sistemas de 

asesoramiento o patrocinio a los penalmente enjuiciados: el 

particular y el oficial. Y sobre estos sistemas, en los siguientes 

subtemas abundaremos un poco más, tratando con esto de resaltar un 

tanto más la importancia que tiene la existencia del defensor 

dentro de nuestro procedimiento penal, ya que en dicha figura 

juridica recae una responsabilidad de gran interés, pues 

prácticamente la persona que lo ha designado pone en sus manos su 

seguridad jurldica y por ende su libertad. 
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2.2.- Marco Juridico de1 Deferisor de Oficio. 

Antes de abordar· É!l contenido del tema, debemos 

tener un concepto claro de lo qU.e ·es• la Defensoria de 

Oficio, que se define de la siguiente manera: •rnstituciOn 

p\lblica encargada de proporcionar los servicios de 

asistencia juridica gratuita a las personas que, careciendo 

de recursos económicos suficientes para cubrir los 

honorarios de un abogado particular, se vean precisadas a 

comparecer ante los tribunales como actoras, demandadas o 

inculpadas. Esta institución es similar a la que en otros 

paises se conoce como patrocinio gratuito o beneficio de 

pobreza.• 28 

Por su parte, el Licenciado Rafael Pina, en su 

obra la define •como un servicio público que tiene a su 

cargo la asistencia juridica de aquellas personas que no se 

encuentran en condiciones económicas de atender por su 

cuenta los gastos de un proceso.~ 29 

Como ins li tuc ión. sus origcncs se rcmon tan a la 

época en que, como en Espa1'a, los jueces apremiaban a los 

profesores <le Derecho a los abogados del Foro, para que 

dedicaran algunas horas de su jornada diaria, en favor de 

28 Instituto de Investigaciones Juridicas, Dicciooario Juridlco 
Mexicano, Frlit. Porrúa, Móc.ico, 19(}9, t. D-lt, pág.854. 

29 DE PINA VARA, Rafael. Diccionario de Derecho, Fdit.Poaúa,México, 
1984, págs. 206 y 207. 
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la defensa de los pobres, asi com~, en la práctica en los 

colegios de abogados por asignar periOdiCam.Émte a la 

asiet~ncia l~gal de quien realmente lo neCésite. 

En nuestro sistema jurídico, la institución del. 

defensor de oficio, debido a su importante labor, fue 

reconocida a ~ivel con~tit_ucional, _desde la Carta Magna de 

1857, la cual en su articulo 20 fracción V, senalaba "Que 

se le oiga en defensa por si o por persona de su confianza, 

o por ambos, segán su voluntad. En caso de no tener quien 

lo defienda se le presentara .lista de los defensores de 

oficio, para que elija el que, o los que le convengan.• 

La Constitución actual es més precisa al 

referirse a la garantia de defensa del presunto reaponsable 

de la comisión de un ilicito penal. 

Ahora bien. sobre la función del defensor de 

oficio, el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal, en su articulo 134 bis: último pb.rrafo, 

establece que su cometido puede ser desde el momento en que 

un sujeto es aprehendido. 

Sin embargo, la práctica nos ha demostrado que 

durante la etapa de averiguación previa, en la mayorla de 

la veces, se le impide al detenido nombrar persona que se 
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encargue de su defensa ,Y mucho menos que el mismo 

Ministe.rio·' P11bl.i._co ) .. e 'nombre al defensOr de oficio como lo 

sena1a· e1 articulo mencionado •. -· 

En virtud . del.·.· caré.Cter fedei:-al del. Estado 
,._ . ~' . - . i ' 

mexicano, existen~--sÍstemas· >de ciCfensoria de.~oficio tantO de 

carAct~_r_ f~~-~~~-º--~_#0::1oc~_:;~---_{ :~ d_el •fuero cormln•),- a los 

·cual.e~ nos -~efe'~~~~~s~:-~o·r .-~eparado. 

La _d8fensor1a de oficio federal. La Ley de 

De~ens?ria~ de Oficio Federal. del 14 de enero de 1922 y el 

Reglamento de la Defensoria de Oficio en el Fuero Federal 

aprobado por la Suprema corte de Justicia el 18 de octubre 

de 1822, contiene las normas para la organización y 

funcionamiento del sistema federal de dcfensorla de oficio. 

Este sistema depende jerárquicamente de la Supremd Corte de 

Justicia, ya que ésta la encargada de aprobar el 

reg1amento de la defensor1a de oficio federal y de nombrar 

y remover al jefe y demás miembros del cuerpo de 

defensores. Los servicios do:!; la dcfcnzor1.u de oficio 

federal, que deben ser gratuitos, se refieren ~1610 a los 

asuntos penales federales, y se circunscriben a los Cüsos 

en que el inculpado no tenga defensor particular. h pesar 

de1 escaso número de defensores, cuantitativamente reoulta 

importante su J.abor. En el aí\o de 1975 el porcentaje de 

juicios penales federales en los que intcrv inicron 
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defensores de oficio fue de un 60%. 

conviene aclarar que, ademas de la defensoria de 

oficio federal (para los delitos ordinarios), tambien 

existe la defensoria de oficio militar, prevista en los 

articulas 50 a 56 del Código de Justicia Militar de 1933. 

Este cuerpo de defensores de oficio es el encargado de 

proporcionar •1a defensa gratuita" a los •acusados por 

delitos de la competencia del fuero de guerra" pero, en 

favor de los acusados a quienes debe prestar sus servicios, 

no se limitara a los tribunales del fuero de guerra. sino 

se extenderá a los de orden común y federal., segun indican 

los articulas 50 y 51 del ordenamiento citado. 30 

Defennor~a de Oficio Local. Cada entidad 

federativa tiene su propia defensor la de oficio local. Al 

respecto solo nos referiremos a la defensoría de oficio del 

Distrito Federal. 

De acuerdo con el articulo 18 fracción VI, de la 

Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal de 1978, 

es atribución de dicha Departamento: •vigilar que se preste 

asesoría jurídica gratuita en materia civil, penal, 

administrativa y del trabo, tendiendo a favorecer a los 

habitantes del Ditrito Federal•. Las disposiciones 

especificas sobre la defensoria de oficio del Distrito 

30 Instituto de Invcstigaciooes Jur!dicas, Op. Cit. pág. 855. 
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Federal· se encuentran en el. Reglament~ de las Defensorias 

de Oficio del -Fuéro Comón en el Distrito Federal, expedido 

-por el. ·.Presidente de la: RepUblica el 7 de mayo de 1940, con 

ba~e:---~~---~~s:,~ar:t1culos 21, 24 y 70 transitorio de la Ley 

Orgll_n~~a del _Depar~amento del Distrito Federal del. 31 de 

diciembre de 1928; la cual estuvo vigente hasta 1941 .. 

En los términos del e ita do Reglamento, la 

defensoria de oficio del fuero común debe proporcionar en 

forma gratuita los servicios tanto de defensa en materia 

penal, como de patrocinio en materio civil, a las personas 

que no puedan cubrir los honorarios de un abogado 

particular.. Los servicios de la defensor.ta local, sin 

embargo, han rcbttsado las materias civil y penal. ya que, 

por una parte. <Jl dividirse la competencin judicial civil 

en familiar y civil en sentido estricto, lon servicios de 

la defensorla tambien se dividieron en esas dos materias: y 

por la otra, al crE:;'1r!ic el Tt·ibunal de lo Contensioso 

Administrativo del Distrito FAderal 1971, la defensoria 

de oficio ha tenido que cxtc;.dcr sus servicHrn a esta 

materia, tal como lo previene el articulo 64 c\c la Ley del 

propio ·rribunal. 

Anteriormente, lcl defensorlu de oficio local, 

funcionaba dentro de la Dirección Jurid ica de Gobierno 

del Departamento del Distrito Federal bajo la coordinaciOn 

de un jefe. Por acuerdo de 7 de julio de 1978 del jefe del 
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Departamento del Distrito· Federal, l.a defensoria de oficio 

en materia penal paso a· depender, con categoria de 

Coordinacióñ de l.a Dirección General. de Reclusorios del 

propio Departamento. En abril de 1980 la Coordinación fue 

transformada en Subdirección Jurldica de la Oefensoria de 

Oficio Penal y, posteriormente el 6 de agosto de ~98_1_ fue 

elevada a l.a categori.a de Dirección, siempre dentro de la 

Dirección General de Reclusorios y de Centro de 

Readaptación Social. 31 

En cada uno de los Estados partes de la 

Federación se organiza a su vez la defenaoria local, aunque 

con diversos nombres. En Durango se regula en la 

Constitución con e.l nombre de servicio social para la 

defensa· de indigentes; en Morelos se denomina defensoria 

pUblica; en Veracruz, se denomina defensores de pobres, 

etc. 

No existe uniformidad en todas las entidades en 

cuanto a su dependencia. En algunas entidades los 

defensores dependen del poder ejecutivo local, que es quien 

los nombra (emulando ~si a la regulación del Distrito 

Federal), y en otras depende del Tribunal Superior de 

Justicia (también llamado supremo Tribunal de Justicia}. 

emparentándose con el sistema establecido en la ley 

federal. 

31 Instituto de lnvestigacimes Jurldicas, Op. Cit. pAgs. 855 y 856. 
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Aunque. en algunos Estados se enfoca a l.o penal, 

en otros sus funCiones se amplian a tareas civiles. En 

algunos como Colima, se establ.ece una diferencia entre el. 

defensor de oficio penal y el civil, pues en el primero el 

defensor opera en ausencia de particular, en tanto que para 

lo civil, se establece para indigentes. 32 

Recurriendo al derecho comparado. 

Defensoria de Oficio del Estado de México 

La Ley de 

del 21 de 

diciembre de 1951, en su articulo prlmero establece que la 

defensorla de oficio es una institución de orden póblico, 

obligatoria y gratuita, que tiene por objeto proporcionar 

l.a defensa necesaria en materia penal, a las personas que 

lo soliciten y aquellas que no estén en condicionea de 

retribuir los servicios de un abogado defensor. 

32 SILVA SILVA;,Op. Cit. págs.211 y 212. 
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2.3.7 La Defensa Particular en el procedimiento penal. 

Ostenfa este carácter el defensor particular que 

es nombrado-voluntariamente por el inculpado; es importante 

s6nalar que, tanto nuestra Carta Magna como procesal penal 

v;lgent'e en el Estado de México, no establecen dentro de su 

articulado el requisito de que el abogado defensor sea una 

persona titulada en la Licenciatura en Derecho, esto es 

para el periodo de averiguación previa: ya que como 

anteriormente se habla mencionado el inculpado desde el 

momento de su detención puede nombrar a persona que se 

encargue de su defensa. Por lo que hace al momento procesal 

en que se rinde la declaración preparatoria, podemos 

observar que el. Código en consulta33 , establece: que el 

acusado tiene derecha para defenderse por si mismo~ nombrar 

persona de su confianza que lo defienda, esta persona 

deberá tener titulo legalmente registrado, Bn caso de no 

cumplir con este requisito, se le requerirá para que 

designe a un abogado titulado para que le aseeore. Medida 

que pensamos es de vital importancia para el propio acusado 

y la cual deberia ser regulada por los diversos Códigos de 

la materia en toda la f{(;pública, pues se le cstaria dando 

mayor seguridad juridica al propio detenido. 

Aunque tambien, es necesario reconocer el enorme 

33 Art. 182 fracc. N del Cáliga de P'!70CEXlimientos Penales para el 
Fstldo de México. 
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avance de la formulación de la Constitución, as~ como el de 

los ordenamientos procesales penales del fuero coman y del 

fuero federal, en lo referente a los derechos e intereses 

del sujeto activo del proceso penal: razón por la cual el 

Estado cuando imponga una sanción penal a quien encuentra 

responsable por la comisión de un hecho delictivo, habrá 

proporcionado durante todo el periodo procesal, y aún 

antes, posibilidades y medios para. que cu ta persona haya 

articulado su defensa toda con la debida asistencia 

técnica, es decir, con la asistencia de su abogado. 

se hoce necesario advertir, aunque pucdu parecer 

reiterativo, qui~ el derecho a lit defensa no se ngota en la 

· asistencia de un abog.1do al inculpado. El derecho de 

hacerse asistir de un defensor técnico no es mtts que una de 

las manifestaciones del derecho a la defensa, como el 

derecho a defenderse probando. o a no declarar contra si 

mismo. Es quizas el que con más vehe111~ncin hil venido 

(siendu de una manera de otra) reivindicando 

trad icion.:1lmen te y, desde luey. a la figura del abogado 

defensor como un técnico capaz de mover los reoortes 

procedimentales en favor de su defendido; hcr llcgddo a ser 

un elemento prácticamente in sus ti tuiblc en el marco modez:-no 

de la práctica procesal. Su misión, tanto en el plano 

teórico como en el pr~ctico, merece una alta considez:-ación, 
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como persona que, con conocimientos y experiencia 

especializados, está llamado a convertirse en el mejor 

valedor de los derechoa e intereses de su patrocinado: en 

orden a la obtención de una sentencia· absolutoria o a la 

imposición de la pena menor de entre las posibles. 

En el -aspecto concreto que ahora nos ocupa, es 

decir el derecho del inculpado a nombrar defensor; la 

Constitución vigente en su articulo 20, fracción IX, 

establece: 

"IX.- ••• El acusado podrá nombrar defensor desde 

el momento en que sea aprehendido, y tendrá derecho a que 

éste se halle presente en todos los actos del juicio: pero 

tendrá obligación de hacerle comparecer cuantas veces se 

necea i te. " 34 

Por considerar que es importante lo que est~blece 

el Código Federal de Procedimientos Penales. en relación a 

nuestro tema, a continuación nos permitimos citar su 

articulo 160: 

"No pueden ser defensores los que se hallen 

presos ni los que están procesados. Tampoco podr~'n serlo 

los que hayan sido condenados por alguno de los delitos 

ee~alados en el capitulo Il titulo décimosegundo del Libro 

34 Instituto de Investigaciales Juridicas de la UNlli, CcrlStitución Po­
litica de los Estados Unidos Mexicanos, M6xico,1985,pllg.51. 
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II del Código Pe~al, ni los ausentes que, por el lu9ar en 

que se encuentren, no puedan acudir ante el tribun~l ~entro 

de las veinticuatro horas en que debe ha.cerse su 

n~bramiento a todo defensor. 

Fuera de los casos excl.uidos -en :-e1 ~_Ari:'8fo' 

anterior, el inculpado puede designar a persona de su 

conf íanza para que lo defiendan, pero en caso de que la 

designación no recaiga sobre quien tenga cédula profesional 

de Licenciado en Derecho o autorización de pasante, 

conforme a la Ley que reglamenta el ejercicio de las 

profesiones, el tribunal dispondrá que intervenga, ademlls 

del designado, un defensor de oficio que oriente a aquél y 

directamente al propio inculpado en todo lo que concierne a 

su adecuada defensa. 

Si el inculpado designare a varios defensores, 

estos deberán nombrar en el mimso acto a un representante 

común, y si no lo hiciere. en su lugar lo determinará el 

juez." 35 

Por su parte el Código de Procedimientos Penales 

para el Estado de México, establece: 

"Arttculo 182.- El Juez tendrá la obligaciOn de 

hacer saber al detenido, en este acto: 

IV.- El derecho que tiene de defenderse por et 

mismo o para nombrar persona de su confianza que lo 

35 J\rt.160 del Cáligo Federal de Procedimientos Penales, a!it. Pon:\la, 
México, 1989. 
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defienda, advirtiéndole que si no lo hiciere, el juez le 

nombrará un defensor de oficio. 

Si fueren varios 1os defensores, están obligados 

a nombrar un representante común o, en su defecto, lo haré 

el juez, si éstos o el acusado no lo verificaren dentro del 

_término de tres dias. 

Si la persona designada defensor no es abogado 

con titulo legalmente registrado, se le requerir6 para que 

designe además, a quien lo sea, para que asesore 

técnicamente al defensor no abogado. Si no lo hace, el juez 

le designará al de oficio para tal efecto, quien siempre 

deberá tener titulo.n 36 

Analizando los articulas citados, encontramos lo 

siguiente: Nuestra Constitución Federal asi como los 

ordenamientos procesales del fuero federal y del fuero 

común para el Estado de México, establecen de manera 

indubitable que los defensores del inculpado pueden ser 

personas que no tengan titulo de Licenciados en Derecho, 

pero as~nismo establece que estas deberán estar asesoradas 

por un defensor de oficio. 

En orden a lü capacidad personal o subjetiva del 

defensor penal, es necesario hablar del titulo, el sexo y 

36 Art. 182, fracciOO IV. del C6:ligo de Prcx::edimientos Penales para 
el Esta:io de Móxico, Fdit. cajica S.A,Puebla, 1989. 
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la edad. 

Nuestra ley, comenzando por la Constitución, como 

ya anteriormente lo seftalamos, no exige titulo de 

Licenciado en Derecho para· ejercer la defensa pen-al. No 

obstante, para el caso de que un imputado designe como 

defensor a un lego, el tribunal lo "invitara para que 

designe, además, un defensor con titulo". 

El defensor será la •persona de la confianza• del 

imputado~ (art. 20 constitucional), requisito que en alguna 

época se estableció dada la ausencia en todo el pais de 

licenciados en derecho. Hoy en día convendria su 

modificación,_e.ara exigir que todo defensor sea titulado. 

La prié.ctica ha revelado que los defensores carentes ele 

titulo comprometen la seguridad del enjuiciado, ademlls de 

que en el fondo no son verdaderas Mpersonas de su 

confianza", sino "negociantes•. 

En lo que hace al sexo, nO existe- di961:-iiñin8Cioñ 

entre hombres y mujeres. 

Asi tambien, nuestra ley nada dice acerca de la. 

edad, aunque por disposición del Códig~ Civil, la capacidad 

de ejercicio requiere un mlnimo de 18 anos. 
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CAPITULO TERCERO. 

ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL. 

J_;.-1.:-_:Aná:1iBis del. articu1o 20 de 1a Constitución 

Polltica de los Estados Unidos Mexicanos • 

. sigu~endo con nuestro desarrollo, entraremos al 

análisis del. articulo 20 Constitucional y de sus diez 

fracciones·, senalando de cada una de ellas los puntos más 

importantes. Se trata de destacar que en este precepto, quedan 

encuadradas l.as garantías a que tiene derecho todo acusado en 

un juicio penal. 

Para tales efectos, diremos que ha sufrido algunas 

variantes en relación al texto original de 1917, que a la letra 

precepttlaba: 

Articulo 20. - En teda juicio del orden criminal terrlrli el 
acusa::lo las siguientes garanti...-:1s: 

I.- Irmediatanente que lo solicite serti puesto en liOOrtOO, 
bajo fianza hasta de diez mil pesoo, según sus cirOJnstancias 
perso:tales y la graveda:l del delito quo Se le .impute, nianpre 
que dicho delito no merezca ser castigOO.o coo pena mayor de 
cinco af\os de prisión. y sin mt!s requisitoo que poner la auna 
de dinero respectiva a dinposición de la autoridad, u otorgar 
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cauc~ hipotecaria o persooal bastante para asegurarla: 

II.- No p:drA ser canpelido a declarar en su contra, (X)r lo 
cual. queda rigurosanente prohibida tcrla incanunicación o 
cualquier otro me:lio que tieOOa a aquel objeto. 

III.- Se le hará saber en audiencia pjblica y dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes a su ccosignación a la 
justicia, el nanbre de su acusador y la naturaleza y causa de 
la acusación, a fin de que conozca bien el hecho punible que 
se le atrib..Jye y pueda constestar al cargo rindier.do en este 
acto su declaración preparatoria: 

IV.- Será careOOo con los testigos que de[X)ngan en su centra, 
los que declarartm en su presencio si estuviesen en el lugar 
del juicio, para que pueda hacerles to:las las preguntas 
conducentes a su defensa; 

v.- Se le recibirán los testigos y danbs pruebas que ofrezca, 
concediéndoselo el tiempo que la ley estime necesario al 
efecto y auxiliándose.le para obtener la canpan..--cencin de l<.ts 
persaias cuyo testimcoio solicite, sian¡.n-e que se encuentren 
en el lugar del proceso; 

VI.- Será juzgado en audiencia plblica 1x:ir un juez o jur.:rlo de 
ciudalanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y 
partido en que se canetierc el delito, sienprc que éste p..icrla 
ser CüStiga:lo ccn unil pena mayor de un a1io de prinión. Ei1 to:lo 
caso serlln juzga:los por un jura::lo los delitos caneti.doo ¡x.ir 
me:lio de la prensa cmtra el orden ¡:ilblico o la scguridcrl 
exterior o interior de la nación~ 

VII.- Le serán facilit.:rlos tcdoo los dates que solicite para 
su defensa y que COOG-tcn en el proceso; 

VIII.- Serll ju<:gaJo antes de cuatro meses, si ne tratare de 
delitos cuya pena mtudma no exceda de dos mbs de prisión; y 
antes de wl aOO ~;i la peno máxima excediere de:! ese tiempo; 

IX.- Se le oirA en defensa por si o por persma de su 
ccrtfianza, o p:Jr anl:x:>s, según su voluntOO. En caso de no tener 
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quien lo .defienda, se le presentarA l.ista de los defensores de 
oficio para que elija el o los que le convengan. Si el acusOOo 
no quiere nanbrar defensores, desp..tés de ser requerido para 
hacerlo, al rendir su declaración preparatoria el juez le 
nanbrará uno de oficio. El acusedo pcdrá nonbrar defensor 
desde el manento en que sea apreherrlido, y terrlrll derecho a 
que éste se ha.lle presente en ta::loo los actos del. juicio; pero 
terrlrá obligación de hacerlo canparecer cuootus veces se 
necesite; 

X.- En ningún caso p.:dr:t prola1garsc la prisión o detención 
por falta de pago de hcoorarios de defensores o por cualquiera 
otra prestación de dinero, por causa de resronsabilidad civil 
o algún otro motivo análo.;Jo. 

Tanpoco pcdró prolcrigarsc la prisión preventiva por mlts tiaripo 
del que cano rntiximo fije la ley al delito que motivare el 
proceso. 

Eh teda pena de prisión que imponga una sentencia, se 
car.r.utarA el tianpo de 1.a detención. 

Podemos observar que esta idea del. Constituyente 

originario, no ha sido estática y por virtud del Poder Revisor, 

tal articulo ha sido susceptible de algunas reformas. 

3.1.1.- An6lisis de la fracción I~ 

La fracción I, a sufrido dos modificaciones, la . 
primera , introdujo, en vez de la fianza, la libertad bajo 

caución, modalidad provisional de ésta, que oe puede obtener 

por diversos medios, tal.es como: el depósito de dinero en 

efectivo, la hipoteca, la garantla prendaria, la fianza y la 

caución. 

PUbllca1a en el Diario o:licial de la Fe:leración, el 2 de diciEJnbre de 
1948. 
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Posteriormente•, la segunda modificación estableció 

un· J.imite econ6mico al. monto de la caución, asi como 'l.as 

cier~as reglas para ejercerla. La innovacioón consistió en que 

su monto ya no es una detenninada cantidad de dinero, su 

paré.metro se precisa en relación con el salario mlnimo vigente 

en el lugar donde se cometió el delito. 

Siendo éstas, las únicas modificaciones que ha 

sufrido e.l articulo 20 Const ltucional de su texto original, 

considerando pertinente tr~nscribírlas: 

Art. 20.- "Eh teda juicio del orden cr.iminal terdrA el acusa:'lo 
las siguientes garantias: 

!.- Irr..o:liatanente que lo solicite seré. p.1esto en liberta'\ 
prcnisimal. b.."ljo caución, que fijaré el juzga:!or, ton.:uxlo en cuenta sus 
circunstancias persooales y la graveda:l del delito que se le imp.lte, 
sianpre que dicho delito, incluycOOo sus mcdalida:les, merezca ser 
sancionaio ceo pena cuyo téonino medio aritmético no sen milyor de cinco 
afloS de prisión, sin ¡njg requisito que paier la suna de dinero respectiva i1 

djsposición de la c::uloridOO. judicial u otorgar otra c,~ución ba5tante para 
asegurarla, ba]o la n ... :.sronsabilidad del j~9c:rlor- en su acc'Ph1d6n. 

La cdu(;iá1 no exc: ... dc:::i de lo cunti.d.'""ld eq:iiv<llenti:! a la 
percepción durante dos ai'1os del !:kll<:n io mlnimo general vigente en el lugar 
en que se caneti6 el delito. Sin t.ml:i.:irr:o, la nut.oddad jLrlicial en virtud 
de la especial gravedal del de.U 1 lü3 p.:Jticularb"i circunstancias 
pe.rscx1ales del imp..itOOo o de lu vki unu, mü:.iiantc res1.1tución motivOOa, 
¡xxirA incranentar el ma1to de lu caución hasta li1 c<mtida:.i 1..'qllivalcntc a la 
percepción durante cuatro m'los del salario minimo vigente en el lugar en 
que se canetió el delito. 

Si el delito es intcncionii.1 y repre;cnta p.:rcu au ilUtor un 
beneficio eccnánico o causa u lü vlctimd daf\o y ~rjuicio patr.imcoial. la 
garantia seré. Cl!ando mene<J tr~i veces mayor al beneficio obtenido o a los 
danos y perjuicios patrimcnialcs causcxlos. 

Publica:la en el Diario Oficial de la Federación, del 14 de enero de 
1985. 
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Si el delito es preterintencional. o iroprulencial., bastará que 
se garantice la reparación de los dar.os y perjuicios patrimoo.iales, y se 
estarll a lo distAlesto en los dos pArrafos anteriores." 

Entrando en el anél.isis doctrinal. el maestro 

Guill.ermo·· Col in Sanchez, en cuanto a las palabras "caución" y 

"fianza", nos iildica, "es com\ln que se l.es atribuya el mismo 

sigrÍificado. -No obstante~· caución denota garantia, y fianza una 

forma de aquéll6: por ende, la caución es el género y la fianza 

una e apee ie. " 

Ademas, _menciona que "es comú.n que en los 

tribunales. al emplear la palabra "caución" se quiere 

significar que _la garantia debe ser "dinero en efectivo": y 

"fianza", la paliza expedida por una institución de crédito 

capacitada legalmente para otorgarla.• 37 

Asimismo, se debe hacer mención sobre el concepto 

que se maneja de la palabra "libertad bajo caución", asl el 

Licenciado Diaz de León sei'\ala que la libertad bajo caución o 

fianza "es el derecho fundamental de los procesados penalmente, 

establi'\ecido en la Constitución del pais como garantia 

individual; consistente en que el proceDado conoerve la 

libertad personal mientras dure el proceso ·penal. siempre y 

cuando el término medio aritmético de la pena establecida al 

delito que se trate, no exceda de cinco anos de prisión. Este 

37 Col1n sanchez, op. cit.. pAg. 571. 
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beneficio impide la prisión preventiva para aquellos procesados 

que, ademés de solicitarlo y cumplir con los requisitos legales, 

se encuentren involucrados en delitos cuya :pena no _exceda del 

término medio aritmético antes sei'l.alado: El. otorgamiento de 

este derecho, normalmente, se en'cuentra com;l~cionada a que_ el 

acusado otorgue fianza o caución que le setlale el. ·juez 

penal". 38 

En nuestro__ sistema pro~_es_~l: pe_nal ia·· _.l:ib~r:~isd 

provisional puede Sol.icitarse desde el '!lomen~o-_-:'Ei_n c;ille :-:_.el 

inculpado es puesto a disposición' del j~ez~·--:pero nOrmalmente, 

la otorga el juez penal, a partir de . la. decla"ración 

preparatoria, que es el primer coó.tacto_ pro~esal' que tiene con 

el inculp~do. 

También en relación ' al concepto de libertad 

provisional bajo caución, el maestro Colin Sanchez manifiesta 

que "es el derecho otorgado por 18 constitución Politica de los 

Estados Unidos Mexicanos _a _toda persono sujcti.l u un 

procedimiento penal, para que, previa satisfacción de los 

requisitos especificados por la ley, pueda obtener el goce de 

su libertad, siempre y cuando el término medio aritmético de la 

pena no exceda de cinco uñas de prisión". 39 

38 Diaz de León,1-".arco Mtonio,Oiccionario de C'crecho Procesal Penal,e:l. 
Porrúa,~ico,1989: pág.1079. 

39 Colln Sanchez, op. cit., pág. 571. 
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Siguiendo con el maestro Col in Sanchez, 

expresa40 , •que las leyes mexicanas consideran esta cuestión 

como un incidente, y, sin duda, podriamos aceptarlo como tal, 

en razón de que afecta a uno de los sujetos principales de la 

relación juridico procesal; empero, dado el carActer de 

garantia, instituido en nuestra ley fundamental, para que toda, 

persona, bajo ciertas condiciones, pueda disfrutar de la 

l.ibertad inmediatamente que lo solicite, serla absurdo 

tramitarla como incidente tan sólo porque la ley secundaria_asi 

la considera". 

Por otra parte, el jurista Jesús Zamora Pierce41 , en 

relación a la libertad bajo cauci_ón, nos manifiesta que su 

estudio, exige la previa mención de la prisión preventiva, por 

cuan to que la primera es tan sólo una garan tia que se otorga 

para sustituir a la segunda. 

-=En -·-cuanto-'-- al. momento procedimental en que debe 

solicitarse la libertad, nuestra Carta Magna es clara, más es 

contrariada por la ley secundacía y la práctica de los 

tribunales. En efecto, en los términos del articulo 20, 

fracción I, resulta que la liberación del inculpado, como ya 

antes lo mencionamos, debe ser inmediata, esto es, no se 

supedita a ningún otro acto procesal, con la salvedad de que 

40 Ibidan. pág. 571. 
41 Zanora Pien:e,Jesús; Garantias y Proceso Penal, ed. Porrúa,México, 1991, 

pág. 175. 
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sólo pUede discernirla el juez, cosa que supone simplemente, la 

iniciación del procedimiento judicial, lo cual ocurre cuando se 

dicta el auto de radicación, de inicio o cabeza de proceso. Por 

ello, carece de fundamento el sistema de nuestros códigos 

procesales, conforme a los cuales la libertad caucional procede 

hasta el momento eO que el inculpado ha rendido su declaración 

preparatoria hasta cuarenta y ocho horas después de que el 

procesado queda a disposición, durante ese lapso éste, se ve 

impedido para solicitar y obtener la libertad caucional como 

podria hacerlo conforme a la Constitución Federal. 

Por otra parte, es de tomarse en cuenta que el 

género caución comprende diversas especies. Dentro de nuestro 

sistema jur1dico procesal, los códigos federal de 

procedimientos penales y el código de procedimientos penales 

para el Distrito Federal en sus art1culos 404 a 407 y 562 

respectivamente, enumeran tres: 

a) El depósito en efectivo, hecho por el reo o por 

tercera persona en el Banco de Mé~ico o Institución de Crédito 

autorizada para ello; 

b) La hipoteca, otorgada por el reo o por terceras 

personas. sobre inmuebles que no tengan gravamen alguno y cuyo 

valor catastral sea. cunndo menos, de tres veces el monto de la 

suma fijada; y. 

e) la fianza, que se rcgiró por lo dispuesto en los 

articulas 2851 a 2855 del Código Civil. 
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Encontrando. que dentro de l.a ··práctica toX-en_se, ~os -" · .. · -··- .. ' .-
procesadOs s~ yal.e~! en·- ~Onna._casi- exciusiV-a, de l.a, fianza_ de 

compai\ia--- autorizada,: .-Y_ - muy.:- pocos son . los,: .. que __ gara~~~zan su 

l.ibertad m~~ia~te- depós.ito en efectiVo. 

Por-l.o que hace a los sujetos procesales facul.tados 

para solicitar la l.ibertad caucional tenemos que pueden ser: 

el procesado o su defensor; sin embargo, no existe ningó.n 

impedimento para que la gestión la lleve a cabo cualesquiera 

persona. La Constitución Federal, al referirse a este aspecto, 

maneja un margen ampl1simo; de tal manera que, todo formulismo 

encaminada a entorpecer la gestión pertinente para hacer 

efectiva esa garantia, seria contrario al espiritu mismo de 

nuestra Constitución Federal. 

Del contenido en el texto de la fracción I, del 

articulo 20, de la constitución Politica Mexicana, se colige 

que para conceder la libertad caucional deben tomarse en 

consideración algunos elementos como son: 

a) Las circunstancias personales del acuse.do; ea 

decir deberán de tomarse en cuenta algunas peculiaridades del 

sujeto tales como la edad, educación, estado civil, condición 

económica, antecedentes penales, cte., usi como se alude 

también a los accidentes de tiempo, lugar o modaliadea unidcs e 

la sustancia de una conducta o de hechos que, dado el caso, 

motiven la agravación o disminución de la pene, la aplicación 
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de una causa de justificación, de cualquiera otra eximente, la 

adopción de medios asegurativos o medidas de seguridad. 

bl La gravedad del delito: por lo que se refiere a 

éste·, debemos tomar en cuenta que en nuestro pais el articulo 

21 de la Cosntituci6n Pol1tica adopta la división de delitos y 

faltas, aunque sin escapar.plenamente a una singular tendencia 

tripartita en delitosr faltas y delitos graves, tal y como se 

desprende del articulo 108, al referirse al Presidente de la 

República, quien •durante el tiempo de su encargo. sólo podré 

ser acusado por traición a la patrio y delitos graves del orden 

como.o•. 

Debiendo mencionar que el. calificativo grave no 

implica consideraciones de tipo subjetivo, sólo se trata de 

hacer notar que el juzgador debe tomar en cuenta la sanción 

que, en su caso, habrá de aplicarse atento al tipo o tipos 

penales, ya que esto es el mejor indicador para determinar •1a 

gravedad del delito•. 

c} Las modalidades del delito: primeramente debemos 

entender que modalidad significa modo de ser o manifestarse una 

cosa; o bien, acción externa para hacerse notar. 

En el ámbito juridico penal, cuando oc alude a las 

madalidades del delito, se estA indicando lo concerniente a los 

aspectos que agravan, disminuyen o excluyen la penalidad en 
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relación a una conducta o hecho; _por.·1o:tanto, para .resoiver si 

procede o no la libertad éaucional,e"l. órgano~ jurisdiccional, en 

l~s primicias del pr~ceso; quiérase'~ o no, habrá de anticipar un 

juicio respecto a la existencia O aúáericia de las ll.amadas 

calificativ8s, atenuantes,: causas de justificación, etc., sin 

importar que porteri.ormente, con base en las pruebas el. mismo 

juez, quizé tenga que revocar su criterio, fundado y motivado. 

d) Que el delito merezca ser sancionado con pena, 

cuyo término medio aritmético no sea mayor de cinco anos de 

prisiOn; independientemente del subjetivismo a que da lugar 

calificar como •grave• un delito, lo cierto es que en un 

sistema como el nuestro no fal.tar!n casos en los que se invoque 

como causa para no canceder la libertad, la "gravedad del 

delito• sin atender por obvias razones, al término medio 

aritmético, el cual seguramente sera mayor de cinco at'\os, 

operación o medio mAs adecuado para ast hecer caso omiso de la 

tan obsoleta clasificación del delito respecto a su m1nima, 

media, mAxima o •especial gravedad". 

e) Elementos que deben tomarse en consideración para 

incrementar el monto de la caución. 

Anteriormente nos referimos a los elementos que, en 

general debe tomar en consideración el juzgador para fijar el 
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monto de ia c~~~iÓn:,: ;pero,- .ateridieildo al. segundo .·párrafo del. 

artlcul.o · y_< fr~9·~.-~~~ ~ ~~~'.., e_~t~¿ú:~ / ;:·ia :·a~ t~~"!:·da~ j ud.icial p~drá 
increment6i·' el/~~6nt~: d~~'la-'..C8u-C'ión ~~~~-~~~~~:~. ~n: 

-~: '._~-.: ':)·; . -~'\\:, ~-1-->.~·,, 

>. ··<··>·-,·"· 
~a \é~p~~~~~-~--·gra~eda~ ·del· del.i to. 

LaB -~Párt'iCul.8res· circunstancias pel:sonales de la 

v16tiina~ 

3.- Que el. delito sea intencional y represente o 

cause a la victima da no y perjuicio 

patrimonial.. 

4 .. - Que tratAodose de delitos preterintencional o 

imprudencial bastará que se garantice la 

reparación de loe danos y perjuicios 

patrimoniales. 

Una vez que el. acusado ha obtenido su libertad 

provisional, adquiere una serie de obligaciones. En general, 

los ordenamientos ju_rldicos adjetivos imponen como obligaciones 

del. sujeto beneficiado con 1.a libertad caucional las 

siguientes: 

l) Presentarse ante su juez cuantas veces sea citado 

o requerido; 

2) Comunicar al mismo los cambios de domicilio que 

tuviere; y, 
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3) Presentarse en el juzgado o'. tribunal. que_ conozca 

~e su causa -el dia- qu'e _se. seiiale de cadci r:'.e!ílatj·~-~ 

ausentarse ·~el.- _J.~gar s'in __ .perm_iso_~ _ci~i':·:~~:t).k~¿-~·¡.·.~:-i;~i:.; __ ~-Üe ,~~~ -lo 
:_¿: .. :~ .. -

podrá ~conceder por tiempo mayor-de Un -mes~:-.~ 
. ..,·-';-~""'~ 

ob1ig~~~-ioñ-~~--. s~· - . --¡«{ ;· 'h8·cen~. ·.-··saber -Diéhas al: 
beneficiario de la causa, al notificársela el. auto 

correspondiente, y as! se haré constar. 

Respecto a esta fracción del articul.o 20 

Constitucional el maestro Jesús Zamora Pierce42 , hace la 

siguiente critica: 

•para determinar la proca:!encia de la libert:crl caucicnal, 
p..Jede seguirse un sistena fijo, establecierdo sup.icstoo en que 
necesarlisnente debe coocederae, o bien un sistana indetenninOOo, dejando al 
juez en libertlrl para CCXlcOOerla o negarla segUn las ci.:r:C\mstancias del 
caso. 

N..Jestro texto Ccnstituciooal OOopta el sistana fijo; sittr{>re 
que el delito que se impJtlJ al proccsa:io tenga aei'!.JJ.00.a una pena cuyo 
té.nni.no medio aritmético sea menor de cinco afbs procede e.l otorganiento de 
la liberta::l bajo caución. carece de trasccn:foncia, y el juez no p...icde 
cc:nsiderar. las caracter1sticas del delito o la nHuaciOO éCCXl6"nica del 
procesa:io. Cierto que pennite al juez tonar en cuenta lüS circuru;tancias 
persooal.e:> del reo y la graveda:! del delito que se le imp.It.:t. pero ello tan 
sólo para fijar el mento de la garantía que debcrll otorgar, y no para 
ccncedcr o negar la liberta:l. 

Este principio rígido ha sido duranente criticOO.o por la 
doctrina, la cual afi.nna que, cooforme al tcxto CalatibJcicnal, obtiene la 
liberta:! pen;ooas que no la merecen, tales caro loo reinciden ten o 
habituales, quienes se encuentrun coofesos del delito canctido, aquellos 
que se encuentran s'lnetidos a varios pra::esoo o quienes han sido apresados 
en el acto misoo de la can.isión del delito. Eh · canbio, la garantiz. 
m:netaria, econónica, que exige la Caistitución, irrp:)Sibilita la libertOO a 
pe.menas de escasos recursos, coo lo cual el derecho se cawierte en un 
privilegio elitista." 

42 zanora Pierce, op. cit. pltg. 181. 



63 

~ co.ntin~aci~O · en~-J:.al;emos al· anAlisis·>.de la f~acclón 

:CI del art:i-~~i~~ :20·_ ~~~~-~itUC\~~-~.~-: y 'que a 1a-1etra· nOs dice: 

. :~A~·,:::-;~~~:~.-~-- En todo juicio del orden criminal tendrA 

el ·acusác;to ·~-~:~ -~~"19u.Í.~nt~s gal:-antlas ••• 

¡, .•• ·. 

II.- No podrb ser compelido a declarar en su contra, 

por ·10· cual.· queda rigurosamente prohibida toda incomunicación o 

cualquier otro medio que tienda a aquel objeto.• 

Durante largos siglos el Derecho Procesal Penal 

aceptó como verdad indiscutible el apotegma: "La confesión es 

la reina de las pruebas.• 1\si se expresaba la valoración de 

esta probanza como plena. si el acusador producia la confesión 

del reo, se vela rcvel.ado por completo de la carga pr.obatoria. 

Claro está, que en materia pcnL'!, t!sta, se ha visto sometido a 

circunstancias fécticas que ponen en tela de juicio dicho 

apotegma. 

En México, fué el Constituyente de 1917 quien 

consagró la garantia que nos ocupa en la fonna que actualmente 

la conocemos, y analizando dicha fracción, primeramente debemos 
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entender algunos términos inherentes, as 1 tenemos que 

compeler43 significa "obligar a uno, con fuerza o con 

autoridad, a que haga l.o que no quiere" o incomunicaci6n44 es 

"aislamiento temporal de procesados o de testigos, que acuerdan 

l~s jueces, aenaladamente los instructores de un sumario". 

Consideramos también muy genérico el enunciado •o 

cual.quier otro medio que tienda a aquel objeto" respecto de 

esta probanza, consideramos que solo confirma la prohibición, 

precisando que serén actos contrarios a esta garantia aquellos 

cuya realización produzcan como resultado que se obligue a 

declarar en su contra al acusado. 

La garantia individual protege la integridad fisice 

del. procesado en términos generales; y, dentro del juicio, 

constituye una limitación procesal que brinda certeza juridica. 

El jurista Zamora Pierce45 , manifiesta que en esta 

materia, •nuestra Constitución ee encuentra a la altura de las 

mAs avanzadas del mundo. La garantia que otorga prohibe no sólo 

el tormento, sino también 1a bcornunicaci On y, genéricamente, 

cualquier otro medio que tienda a compeler a una persona a 

43 Art. 468 del Có:iigo Prcx::csal Pcnnl de la FOO.eraci.00. 
44 oicciooario de la Lengua Espa.OOla, realiza::lo por la Real Acad.enia 

F.spal'lola, 19 Erlición,l'd. Fspasa··calpe S.11., EspaM, 1970, pbg.331. 
45 Zan:::lra Pierce, op. cit. pág. 262. 
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decl.arar en su contra. En consecuencia, cuando un procesado 

manifiesta su vol.untad de declarar, no puede exigirsele que 

rinda protesta de decir verdad, ni tampoco, si falta a ella, 

podrá imputá~sele de1ito de falsedad de declaraciones, pues en 

ambos casos se le estarla coaccionando para que declarase en su 

contra. A más de e11o, debemos entender que la garantia protege 

tanto al indiciado que declara ante el Ministerio Público, ante 

la Policía Judicial o ante cualquier otra autoridad, como al 

procesado que 1o hace ante los tribunales. Bien hueca e inútil 

seria la norma que estudiamos si, impidiendo a determinadas 

autoridades que obtuvieran confesianc$ coaccionadas, dejara a 

otras mano libre para hacerlo. 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha interpretado que: 

•oECLARACION DEL ACUSADO. NO PUEDE SER COMPELIDO A 
DECLARl\R EN SU CONTRI\. La fr-occión II del articulo 20 Ccxlstitucional 
establece que el acusOOo no debe ser ranpelido a declarar en su CCXltra, por 
lo cual quOOa prohibida teda incor.: :n icación o cualquier otro medio que 
tien:la a aquel objeto. En acataniento a este precepto, al i.rrliciado no se 
le p...100.c exigir que declare bajo prolP.::;ta y esta ventaja es llplicable al 
caso en que se le cxanine en la averiguación previa, tc:rla. vez que el 
precepto ccnstitucional no establece ningll.n distingo. /\si es que si desde 
su primera declaración incurre el ac.u&--do en mentira, no incurre en el 
delito de falsala:i de declaraciones ju:licialcs ni en informes falsos d.00.os 
a una rn.1toridai, pues de lo cootrario se le COT'{)eleria a declarar en su 
contra, con infracción del citc:do precepto coostituciooal. ~ Dir. 
3057/58, Infru:mc 1959, Primera Silla, pAIJ. 30." 
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Si contrariando la disposición Constitucional, 

alguna autoridad.presionase a una persona para que se declarase 

culpable_ ,de un delito, l.a confesión asi obtenida seria nula, 

da"do · qlÍe la conducta de la autorida·a seria violatoria de 

C:On lo· anterior concuerdan Olga. Islas y Elpidio 

Ramirez 46 : " El inculpado no podrá ser compelido a aceptar la 

aútoria o a no invocar excluyentes cuando espontáneamente a 

aceptado la autoria (declarar en su contra), por lo cual queda 

rigurosamente prohibida la incomunicación, la coacción, el 

internamiento en reclusorio distinto del judicial o cualquier 

otro medio quetienda a que el inculpado pueda eer compelido o 

declarar en su contra. Esta prohibición significa que es nula 

toda no invocación de las excluyentes cuando el inculpado sea 

compelido a aceptar aquélla o a no invocar éstas.• 

El incumplimiento de los dictados constitucionales 

va a p~oducir los siguientes efectos juridicos: 

l} Responsabilidad penal de la persona fisica que 

tenga el. carácter de titulur del órgano del Estado, a nombre 

del cual ejercitó el acto que constituye un exceso de poder y. 

2) Dentro del proceso penal. originará la 

inconstitucionülidad del acto de autoridad que tiene por 

recepcionadas en estos términos la declaración del acusado. 

46 Islas, Olga y Ranirez, Elpidio, Sisten:i Procesal Penal en la 
O:nstituciOO.Ed. Porn·ia, México, 1979, pág.63. 
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Congruentemente, la Ley de Amparo dispone (articulo 

160, fracción XIV) que en los juicios del orden penal se 

considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera 

que su infracción afecte a las defensas del quejoso. cuando la 

sentencia se funde en la confesión del reo, si estuvo 

incomunicado antes de otorgarla, o si obtuvo su declaración por 

medio de amenazas o de cualquier otra coacción. 

P~ra asegurar al acusado la posibilidad de declarar 

1ibremente, los constituyentes crearon la figura de la 

declaración preparatoria, y la rodearon de una serie de 

garantias, mismas que serán tratadas con posterioridad en el 

presente trabajo~ 

En consecuencia, la conculcación de la garantla 

Constitucional., dentro del juicio penal, produce la falta de 

validez de la declaración como elemento de prueba; de tal forma 

que ésta no podrlt. brindar valor probatorio y menos elevarse a 

la calidad de declaración confesiondl. 

Por ello los dictados Constitucionales que se 

ana1izan constituyen una limitación a la actividad del juez, de 

carácter procesal al momento de dictar justicia. 
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3.1.3.- AnAlisis de la fracción III. 

El -articulo 20 fracción III de la Constitución en 

su análiSis doctrimal47 , consagra garantías del hombre de 

naturaleza procesal.. Establece la existencia de una audiencia 

páblica donde se determinan obligaciones de hacer del juzgador 

en la causa penal: se con tienen derechos que brindan certeza 

jurídica al gobernado, nsi como la oportunidad procesal de la 

defensa en juicio. 

Dicha disposición expresa: 

• Art. 20 .. - En tcx!o juicio del orden crim.inal. terdrll el acusado 
l.as siguientes garant.!as ••• III .Se le hru:-A saber en auliencia públ.ica, y 
dentro de las ruarenta y ocho horas siguientes a nu ccnsignación a la 
justicia, el nanbre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusaciOO, 
a fin de que CCl"lozca bien e1 hecho p.mible que se· le atrib.Jye y p.iala. 
cxntestar el cargo, rindiendo en este acto su declaraciln preparat.oria." 

Del ordenamiento constitucioanl antes citado, emanan 

al
0

gunas obligaciones expresas para e1 juzgador, mismas que 

deben satisfacerse en la mencionada audiencia püblica; por 1o 

que analizando dicho precepto encontramos las siguientes 

obligaciones: 

a) Le dará a conocer al inculpado el nombre de BU 

acusador: es decir. le deberá poner en conocimiento que e1 

Ministerio Público ejercitó acción penal en su contra y le diré 

quién es el uujeto pasivo del delito que se le imputa y los que 

47 Mancilla Otarrlo, Jorge Alberto. Las Ga.rantlas In:liv.iduales y su 
aplicación en e1 Proceso Penal.. ru. Porrúa, México, 1989, pág. 130. 
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se dicen ofendidos en su caso. 

b). Le· brindará conocimiento de la naturaleza y causa 

de .la acusación,. a fin de que conozca detalladamente el hecho 

puni~le. Lo que-significa que le describirá por cual delito se 

le --acusa, ·-senalando las atenuantes o agravantes que pudieran 

existir. Le precisará qué pruebas acreditan la existencia de la 

conducta, indic~ndole en que precepto de la ley se le cataloga 

como delito y le demostrará que pruebas lo presuponen como 

proDable responsable de la conducta delictiva. 

e) En todo momento, deber~ mostrarle el expediente 

pennitiéndole el acceso para su estudio, asi como todas las 

constancias que pudieren existir, a él o a su abogado, a efecto 

de que pueda preparar su defensa. 

d) Una vez satisfechas estas obligaciones, debe 

permitir al. acusado rendir au declaración preparatoria si lo 

quiere hacer; ya que como se menciono en la fracción analizada 

anteriormente, no se le puede obligar a declarar, en virtud de 

que el acusado tiene el derecho de no ser compelido para ello. 

En su declaración, el indiciado podré oponer las 

excepciones y defensas que estime convenientes y ofrecer laa 

pruebas que acrediten la validez de sus argumentos. 

El juzgador, si son de las pruebas permitidas, 
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deberá ordenar su desahogo dentro del ténnino en el que debe de 

resolver la situación jurldica del acu~ado, cuando su 

natural.eza lo pennitan, a efecto de no hacer' n~·gatorio su 

derecho de defensa. 

.:·-.-. : 
Ahora anal.izaremos·-- ias gi:-:ra·ntias -o'- individuales que 

senala el precepto de la Ley Fundámental como derechos 

procesales del h~~ii;a_nte -~~ :1:ª R('.Pllblica.c-

preparatoria del acusado deberé 
;-:'. :: 
e~~"audiericia -pll.bl.ica, por tanto, está prohibido que 

-se celebre en·-secreto o en ausencia de los que quieren estar 

pres'entes, ·a_iempre que no se altere el orden o se ponga en 

peligro la seguridad del juzgado. 

20 La audiencia póblica tcndr6 que celebrarse dentro 

de las cuarenta y ocho horas siguientes al momento en que el 

inculpado esté privado de su libert.:id y o diapoaición del 

juzgador. En el caso de que se encuentre gozando de su libertad 

provisional bajo caución, por la suspensión del acto reclamado 

consistente en la orden de aprehensión en el juicio de amparo, 

el término se computará desde el instan te que se someta a la 

potestad del juez de la causa. 



71 

JO En ese acto procesal, el acusado podrá rendir su 

declaración preparatoria, darli contestación a los cargos de 

acusación que le formula el Ministerio Público y oponer 

excepciones y defensas, ofreciendo pruebas para acreditar su 

validez. 

Se observa que es en esta audiencia en la que el 

acusado conoceré. los supuestos de la acción penal y podrá 

formular ·su d,eferiea por s! o por conducto de su defensor, 

oponif3ndo reSist-~:mcia a--la pretensión juridica del Ministerio 

Ptlblico. 

3.1.4.- An61isis de 1a fracción IV. 

El articulo 20 Constitucional, fracción IV crea la 

figura de los careos en el proceso penal al indicar: 

"Art. 20.- En ta.Jo juic1.0 del o.rtlen criminal tcndr~ el acuaa:io 
las siguientes garantias ••• IV. Seró carea::lo coo los teJtigos que de¡x:ngan 
en su cootra, los que declararc'.in en ~~u presencia,si estuviesen en el lugar 
del juicio, para que p.uxla hacerl~ tr:das la preguntas cooduC€fltes a su 
defensa." 

Primernmente debemos mencionar el concepto de careo. 

y al respecto Colin Sanchez48 dice: "El careo, en un acto 

procesal. cuyo objeto es aclarar los aspectos contradictorios 

de las declüracioncs de_l procesado o procesados, del ofendido y 

48 Col!n sanchez, op. cit., pág. 399. 
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y de los testigos, o_de éstos entre-si~ para, con ello, estar 

en posibilidad de valorar esos medios de prUeba y alcanzar el 

conocimiento_de la verdad. 

También- se considera- como "la confrontación del 

acUsado e.en los testigos de cargo, asi como entre las personas 

que formulan.declaraciones contradictorias en un proceso penal, 

,con el o~jeto_de establecer la veracidad de los testimonios." 49 

Atendiendo a la jerarquizaciOn de nuestra leyes, el 

careo ha sido contemplado desde un doble aspecto: como garantia 

constitucional para el procesado y, como un medio de prueba. 

Los careos cona ti tur.ionalcs se establecen como 

formalidad esencial en el proceso penal; constituyen una 

obligación procesal que el juez debe satisfacer para que no se 

viole la garantia de audiencia del acusado. 

El objeto de estos careos, es brindar elementos 

psicológicos insuperables al juzgador, aL poner frente a frente 

a quienes han declarado en el proceso y confrontar la validez 

de sus testimonios, lo que le permitirá dictar justicia con 

apego a la verdad. 

Por su naturaleza juridica, debemos entender que el 

careo no es propiamente un inedia de prueba, independientemente 

49 Diccionario Jur1dico Mexicano. Instituto de Investigaciones Juridicas, 
El:!, Porrúa, UNN1, Tono I, ~g. 416. 
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de que conduzca al conocimiento de la verdad: es un acto 

procesal a cargo del. juez y de los sujetos principales de la 

relación procesal (exceptuando al Ministerio Póblico y a los 

peritos) r para que pueda darse, se requiere como presupuesto 

indispensable, la existencia, por lo menos , de dos 

declaraciones contradictorias, que para los fines del 

procedimiento, es obligatorio dilucidar. En estas condiciones, 

el careo es un medio complementario de las declaraciones 

contradictorias, independientemente de quienes sean los 

declarantes, para asi llevar a cabo su valoración. 

La diligencia de careos deber~ celebrarse cu~ndo en 

el proceso existan testimonios que acrediten la existencia del 

delito y la responsabilidad penal del procesado. Su objeto es 

permitir al acusado el conocimiento de quienes deponen en su 

contra para poder formularles las preguntas que estime 

convenientes en relación a su defensa. 

1\1 lado del careo Constitucional, los códigos 

procesales penales establecen otro tipo de careos que deberAn 

practicarse cuando exista contradicción en las declaraciones de 

dos personas. 

No debe soslayarse el criterio de la Corte que ha 

subrayado la distinción enti:e ambos tipos de careos, as1 ae 
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tiene que: "CAREOS.- El careo, en su aspecto de garantia 
constitucional, difiere del careo desde el p..into de vista procesal, porque 
el primero tiene por objeto que el reo vea y conozca las persooas que 
declaran en su contra para que no se p.1edan forjar artificialmente 
testimooios en su perjuicio, y para darle oc:asión de hacerles las preguntas 
que estime pertinentes a su defensa¡ en tanto que el segurrlo, p2rSigue cano 
fin aclarar los p.intos de cootra:licción que tiay en las declaraciones 
repectivas. En tal virtud, la falta de careo coostituye una violación de la 
fracción IV del articulo 20 Constitucional, que priva al quejoso de 
defensa, y cuarxlo esta violación se alega, pnx::exic cooce:Ier el <rrparo al 
quejoso. para el efecto de que sea re¡::oesto el prcx::edimiento ( Sananario 
Julicial de la FErleración, CUinta E:poca. Tono :oD<IV, pág. 1479) ." 

En re1ación al careo constitucional, el jurista 

Zamora Pierce5°manifiesta que "El derecho constitucional del 

acusado a ser careado con los testigos que depongan en su 

contra no esta condicionado a la existencia de contradicciones, 

las cuales constituyen un supuesto de los careos procesHles. 

Tampoco la Ley de Amparo es omisa al respecto, 

(articulo 160 fracción III) al disponer que, en los juicios de 

orden penal, se cons iderarAn violadas lan leyes del 

procedimiento de manera que su infracción afecte a los dofenoaa 

del quejoso cuando no se le caree con los teotigos que hayan 

depuesto en su contra, si rindieran su declaración en el mismo 

lugar del juicio, y estando tumbi.én el quejoso en él. 

Condiciona pues, el careo, al igual que la constitución, 

únicamente a que se encuentren en el lugar del juicio quienes 

hayan de carearse, sin exigir que las declaracionea sean 

contradictorias. Coincide también el Código Federal de 

so Zanora Pierce, op. cit., pAg. 340. 



75 

Procedimientos Penales (~rticúlO .. 265). 'al. disponer .que los 

careos se - Pra~tic8r'ári :-·-cuando-'- :;exiSta ~,-_ contradl.cci60 '. . en _ las 
- ... ,··· .; 

declaraciones de dos personas, - - "con ~.'Xc~·Pció~ .. ··de los 

mencion8dos 

ConstituCión. I! 

3.1.5.- An~lieis de la frácci6n v. 

Asimismo, tan luego queda radicada ante el juez, el 

indiciado tiene el derecho de que se le reciban las pruebas que 

ofrezca. 

El. articulo 20 consagra este derecho en su fracción 

V, que a la letra dice: •se le recibirAn los testigos y dem6s 

pruebas que ofrezca, concediéndosele el tiempo que la ley 

estime necesario al efecto y auxiliéndosele para obtener la 

comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siempre 

que se encuentre en el lugar del proceso." 

El criterio citado se refuerza en la Ley de Amparo, 

(articulo 160) ya que, en los juicios del orden penal, se 

considerarAn violadas las leyes del procedimiento de manera que 

su infracción afecte a las defensas del quejoso: as1 la 

fracción VI, establece ncuando no se le reciban laG pruebas que 

ofrezca legalmente, o cuando no se reciban con arreglo a 

derecho." 
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Ea tos dictados constitucionales argumenta Mancilla ·- - -.,. ·- - --

ovarid~51 ~~- . ti~ilen·.:, apl.icaciÓn en l.a averiguación previa, por 
:.- ·,,·-·, 

-los s~9u~~r:'~ª-~_::~o~~~~os·:. __ 

"i) :_ En la etapa investigfttoria, los actos de 

aUtOridad· t:-ieOden ~a aliegarse pruebas que_-demUestren l.a validez 

de la pretensión 'juridica' de la acción penal.; 

2) Son atribuciones exclusivas de la representación 

social el determinar qué pruebas le pennitirán acreditar que la 

conducta es delito en términos de ley y quién es el supuesto 

responsable; 

3) De tal manera que por no existir acusación (pues 

aón no se ejercita el derecho de acción) no existe la necesidad 

de la defensa y, por tanto, que se actualicen la existencia de 

las atribuciones probatorias del indiciado. 

Consideramos importante establece~ que basándonos en 

tal razonamiento, debemos apoyarlo en la ejecutorias dictadas 

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que rezan: 52 

•PRUEBAS EN EL PROCESO. OFRECIMIENTO DE Ll\S. La 
fracción Ill del articulo 20 Caistituciooal, previene que tcrlo acusOO.o 
tenga la garantla. de hacerse de saber en audiencia plblica y dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes a au coosignación a la juntici.a, el nanbre 
de acusOOor y la naturaleza y causa de la acusación; y el ténnino 
•ccnsignlrlo a la justicia", debe enterdersc en el sentido de que el reo 
goza de las otras gur.::intios establecidas en el misno articulo en sus 
fraccci.ales IV y V, sobre que le sea."l ::ecibidas lás pruebas que estime 
ccoveniente para su defensa. Por tanto. mientrCJ.S no se hace la coosignaci.ón 
a la autorida:i julicial el presunto re:Jp:insable no tiene, en rigor, la 
situación de ccooigna1.o, y en ccrisecuencia quc:rla sujeto, para la recepción 

51 Mancillaovan:fo, op. cit., pág. 207. 
52 Criterio visible en el Taro LXVII,pAg .. 1850,bajo el rubro:Arrparo Penal 

en revisión 8174/40, Flores,Maria Jesús,21 de Febrero de 1941. 
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de pruebas, a las que el juez investigOOor estime coovenientes coofonne su 
criterio." 

No obstante, l.a fracción V del articulo 20 

Constitucional no se l.imita a la que seria inOtil repetición 

del derecho a probar, contenido ya en la garantía d~ audiencia, 

sino que establece ciertas caracteristicas propias de ese 

derecho en el. proceso penal. Siguiendo a Zamora Pierce53 , 

tenemos que: 

Primero.- Al afinnar que "se le recibirAn los 

testigos y demás pruebas que ofrezca ... " l.a Constitución nos 

lleva a la obligada conclusión de que se le recibirán todao las 

pruebas que ofrezca. Es decir que, conforme al texto en 

estudio, en el proceso penal el acusado tiene garantizado el 

sistema de prueba l.ibre, y queda en absoluta l.ibertad para 

escoger los medios con que pretende obtener la convicción del 

juez respecto de los hechos del proceso: por oposición al 

sistema de prueba legal, que ljmita las admisibles a aquellas 

taxativamente enumeradas en la ley. 

A.si lo entienden los ·códigos de procedimientos 

penales. No sólo el Federal que dispone: "se admitiré. como 

prueba todo aquello que se ofrezca como tal, siempre que pueda 

constituirla, a Juicio del funcionario que practique lc1 

averiguación. Cuando éste lo juzgue necesario, podrá por 

cualquier medio legal establecer la autenticidad de dicha 

prueba (Art. 206): Sino también el del Distrito Federal, aún 

53 zanora Pierce, op. cit., pág. 339. 
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cuando enumera los medios de prueba reconocidos por J.a ley, 

concluye· af innando: "También se admitirá como prueba todo 

aquello que se presente como tal., siempre que, a juicio del 

funcionario que practique la averiguación• pueda constituirla. 

Cuando éste _lo juzgue necesario podrá~ por~ cu.al.quier medio 

legal, establecer la autenticidad de dicho medio de prueba 

(Art. 135)." 

Segundo.- El derecho a ofrecer pruebas concedido al 

procesado penal se di~tingue del genérico derecho probatorio 

contenido en el. articulo 14, porque incluye a nivel 

constitucional, 'la obligación impuesta a las autoridades 

judiÓial.es de· auxiliarlo para obtener la comparecencia de suG 

testigos. 

Las pruebas en el proceso penal deben of recersc en 

los t~rminos·:y plazos que establece la legislación penal 

ordinaria: y, para su admisión deberán ser de tal naturaleza 

que no resulten contrarias a la ley o a la moral. 

A este respecto nuestro más alto Tribunal a 

formulado la siguiente jurisprudencia: 54 

"PRUEBAS EN EL PROCESO. La fracción V del articulo 20 
caistitucional, no detcnnina en manera alguna, que la prueba deba recibirse 
en tcdotiempo y a voluntcrl absoluta del quejoso, sino en el tirntJO que la 
ley respectiva cmceda al respecto.• 

54 Tesis visible en el 1\p&dice al Sanan.ario Jtrlicial de ·la FOO.eracic.".ln 
1917-1975, segunia p.:irte, Primera Sala, bajo el nlin.251,.en la pAg.545. 
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La interpretación que brinda la Corte, enlaza. entra 

si el. con.tenido de esta garantla con lo dispuesto por la 

fracción' VIII del mismo precepto constitucional: pues sólo 

rig ié_ndo~~ el pr9ceeo penal por los pl.az.os que determina el 

código de Procedimientos, el juzgador estaré materal y 

jul:idiCainente posibilitado para concluir del juicio en el 

tiémpo·qUe prevé la Carta Magna de la Repóblica. 

Ahora bien, la regla general que se estudia, es 

aplicable tanto a la prueba testimonial como a las demAs 

pruebas que pudieran ofrecerse en juicio para demostrar la 

inocencia del acusado: el articulo constitucional, en principio 

enuncia en forma casuística la prueba de los testimonios, pero 

inmediatamente después las engloba en el dictado general, 

produciendo ese efecto juridico. 

3.1.6.- Aná1isis de la fracción VI. 

La fracción VI del articulo 20 Constitucional afirma 

que el acusado, en todo juicio del orden criminal: "Serll 

juzgado en audiencia pública por un juez o jurado de ciudadanos 

que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que 

se cometiere el delito. siempre que óste pueda ser castigado 

con una pena mayor de un .:ir.o de prisión. En todo caso seré.n 

ESTA 
SAUft 

= ~f!f 
lm.lníG~ 
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juzgados por un jurado los delitos come,tidos por medio de la 

prensa contra el orden ptlbl.ico o la Seguridad exterior o 

interior de la nación." 

En relación a dicha fracción en estudio, el maestro 

Zamora Pierce55 rios dice:. "Dicho texto -con8.agr8, pues, dos 

garantías:· la de ser juzgado en audiencia pllblica y la de 

ser juzgado por un jurado en ciertos casos. La mención, en el 

te?CtO __ a estudio, de "un juezª, podria llevarnos a pensar que, 

en realidad, estamos ante una garantía que establece dos 

alternativas: la de ser juzgado por un juez o la de ser juzgado 

por un jurado. No hay tal. La verdad es que el articulo 21 

Constitucional, a.l disponer que: "la imposición de pena es 

propia y exclusiva de la autoridad judicial", b.:istaba como 

fundamento para la garantia de que, en los juicios penales, el 

acusado ser6 juzgado por un juez. A penar de ello, el 

Constituyente se vió en la necesidad, al establecer el jurado, 

de volver a mencionar al juez como órgano jurisdiccional: de no 

hacerlo, la garantia establecida en la fracción VI habia 

exigido el jurado para todos los procesos penales." 

En la Constitución de 1917 se hacin. referencia al 

jurado en dos acasiones. El articulo 111• , en su pérrafo V, 

disponia que "los delitos o faltas oficiales cometidos por los 

funcionarios y empleadoe de la Federación y del Distrito 

55 Zlroora Pierce, op. cit., ~. 387. 
* A partir de 1983, el articulo 111, no tiene el miano caltenido. 
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Federal" s~rán s~empre juzgadas por un Jurado Popular, en los 

términos que.~~r~_los .delitos de imprenta establece e1 articulo 

20; en cSmbio, el articulo 130* Constitucional, que _est~blece 

las -bases' aPlicables- en materia de culto religioso y disciplina 

externa, disponla en su 1lltimo párrafo: "Los procesos por 

infracción a las anteriores bases nunca sarbn vistos en 

jurado.• 

Las reglas de competencia constitucional del jurado, 

ordenadas sistemáticamente, resultan ser las siguientes: 

1~ Todo delito que pueda ser sancionado con unu pena 

menor de un ano de prisión no será sometido al jurado (art~20, 

fracción VI J. 

2. Todo delito que pueda ser castigado con una pena 

mayor de un ari.o de prisión podré ser de la competencia del 

jurado (art.20 f1-acción VI}. Ahora bien, la Constitución 

permite que estos delitos sean sometidos al jurado, mlis no 

exige que lo sean. Correspm·.de a los legisladores de lea 

entidades federativas, al dictar sus leyes locales de 

procedimientos penales, el determinar qué delitos, entre los 

que pueden aer sancionados con unu pena mayor de un ui'io de 

prisión. debertm ser sometidos al jurado. Asi lo ha 

interpretndo la suprema Corte de Justicia de la NaciOn en su 

tesis 162 de Jurisprudencia Definida, que dice: 

* h partir de 1992, el articulo 130, no tiene el misno cc:ntenido. 
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"Del contexto de la fracción VI del articulo 20 constitucional 
se deduce de manera clara que no es forzoso que tcxios los delitos que se 
castiguen con pena de más de un año de prisión, se juzguen por el. jura:lo 
p::lp.11.ar, sino que la Ccxlstitución anplianente coocede a los F.stados la 
facultad de elegir entre un juez de derecho o un trib.mal de hecho" .56 

3. Siempre serén juzgador por jurado: a) los delitos 

cometidos por medio de la prensa contra el orden póblico o la 

seguridad exterior o interior de la Nación (art.20 frece.VI) y 

b) los delitos o faltas oficiales cometidos por los 

funcionarios y empleados de la Federación y del Distrito 

Federal (art.lll). 

4. Nunca a·erán v Í!J tos en jurado loa procesos por 

delitos en materia do culto religioso y disciplina externa 

( art.130). 

El ~rticulo 160 de la Ley de Amparo dispone que: •En 

los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes 

del procedimiento, de manera que su infracciOn afecte a las 

defensas del quejoso: 

XI~- a.iardo debierrlo ser juzgado por un jurOOo, se le juzgue 
por otro trib.mal. 

XII.- Por no integrarse el jura:lo coo el minero de persooas 
que detennine la ley, o [Xlr negárscle el ejercicio de los derechas que la 
misma le ca'lcede para la integración de aquél: 

XIII. - OJardo se sane tan a la deci.si6n del jura:lo cuestiones 
de distinta indole de la que señale la ley." 

Por su parte Olga lelas y Elpidio Rmnirez, al 

referirse al presente tema, afirman que el jurado es 
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discordante con el sistema juridico-politico instaurado en la 

Constitución, ya que entra en contradicción con lo. dispuesto 

por los articules 39 y 40. 

El articulo 39, que constituye la fundamentación 

jurldico-politica de todo el sistema, contiene el principio de 

que todo poder público se instituye para beneficio del pueblo. 

No es admisible que sea en beneficio del pueblo la existencia 

de dos tipos de procedimiento penal: uno ante juez de derecho, 

órgano representativo y técnico, al que, por tanto, se le puede 

exigir cuenta de sus actos, y otro ante juez de nconciencia", 

soberano y no tócnico, que por esta calidad no tiene que dar 

explicación de sus actos. De lo anterior se infiere que, contra 

las resoluciones del juez de derecho, es procedente una segunda 

instancia a través de los recursos, y ademas, el juicio de 

amparo. En cambio, contra las resoluciones del jurado, tribunal 

de conciencia que no tiene que fundar sus resoluciones, no son 

factibles los recursos ni el juicio de amparo, porque unos y 

otro tienen como finalidad objetar la fundamentación legal de 

la decisión del juzgador. Por otra parte, siendo soberano ul 

jurado, no existe superior que pueda revisar su resolución. 

Luego la actuación del jurado implica una negación de garant!as 

e introduce una desigualdad entre los individuos sometidos a 

proceso penal. 

Por lo que hace al articulo 40 conotitucional, éste 

consagra el sistema representativo, logicamente, es n~cesario 
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que todos los representantes sean indOneos para cumplir la 

función que. se l.es encomienda; por tanto, el jurado deberla 

int~grarse c~n personas capacitadas en las disciplinas penales. 

Pero esto contraria la naturaleza de tribÜnal de conciencia que 

siempre ha tenido el jurado, lo cual nos lleva a una 

contradicción ineludible entre jurado y el princ_ipio 
.· 57 

constitucional apuntado. 

Ahora bien, por lo que -hace a que el inculpado sea 

juzgado en audiencia p\lblica. Est_~ garantia está destinada a 

tenninar con el secreto de los procedimientos penales. 

oue la audiencia sea pública tanto quiere decir como 

que se celebrará. a la vista de todos aquellos que deeeen 

asistir. 

3.1.7.- AnAlisis de 1a fracción VII. 

En buena lógica, el primer derecho del reo consiste 

en conocer la acusación. Si se le mantiene ignorante de ella se 

le imposibilita la defensa. Por ello, el articulo 20 fracción 

VII de la Constitución, ordena que le sean .,facilitados todos 

los datos que solicite para su defensa y que consten en el 

proceso ... y lu Ley de fl.mparo (art.160 fracc.VIII) eatablece 

57 Islas,Olga y Ranirez, Elpidio, op. cit., pp. 92 a 95. 
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que., en los juicios de orden penal, se conaiderarén violadas 

, las leyes del. procedimiento, de manera que su infracció.n afecte 

a las defensas del quejoso: "cuando no se le suministren los 

datos que necesite para su defensa." 

Aai pues, y apoyAndonos con Zamora Pi~rca58 , ninguna 

actuación podrá mantenerse-secreta para el acusado. Este y su 

defensor tienen acceso a todas_y cada una de las constancias de 

la causa, pueden .leerlas, tomar notas de su contenido, y 

solicitar copias de las mismas. Actualmente, al ampara de es te 

derecho, y gracias a la existencia de máquinas fotocopiadoras, 

el acusado puede obtener copia fiel e integra del expediente 

del pr.oceso. De hecho, todo abogado debe iniciar su labor como 

defensor haciéndose de esa copia, para conocer la acusación y 

preparar su defensa. 

J.1.8.- AnAlisis de la fracción VIII. 

En cuanto a su duraciOn, los juicios penales se 

rigen por dictados del articulo 20, fracción VIII de la 

Constitución, que al respecto indica: 

•Art. 20.- En tOOo juicio del orden criminal tcn:lrll el acusa:lo 
las siguientes garantias •.• VIII. Seré. juzgaio antes de cuatro meses si se 
tratare de delitos cuya pena mllx.ima no exce:ia de dos a.ios de prisiOO; y 
antes de W1 ano si la pena máxima excediere de ese t.imi¡:o." 

58 Zaoora Pierce, op. cit., pp. 335 y 336. 
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Esta di:s:Po.sición constitucional_, es garantía de los 

gobernados de naturaleza procesal., que reviste la calidad de 

form'alidad esencial del procedimiento, constituye un limite 

insuperable a la actividad del juzgador, pues le obliga· a 

dictar 'justicia en los plazos que se consagran. Sin embargo, 

en __ la_ práctica, dichos términos son ex.cedidos en demasla por 

parte de los jueces, ya que ante el cumulo de trabajo se ven 

imposibilitados para cumplir con dichos términos; violando con 

ello las garantlas del procesado. 

La garantía procesal consiste en que el proceso 

penal debé de ser resuelto por sentencia de fondo, en los 

plazos máximos que se senalan, sin que se justifique la omisión 

del juzgador por virtud de estar pendientes de resolverse 

recursos ordinarios o cualquier obstliculo procesal; es una 

obligación expresa, cuya insatisfacción contituye un exceso de 

poder del juez. 

Debiéndose observar, que dicha garantia 

constitucional, beneficia al procesado exclusivamente; sin 

encontrarse dentro de esa hipótesis legal los indiciados en el 

periodo de la averiguación previa, ni los procesados que se 

encuentren sustra!dos a la acción de la justi~ia. 
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Consecuentemente. la garantla en estudio, es 

aplicable aolamente en los juicios penales: el plazo para su 

término ~mpieza a correr a partir del momento en que se dicta 

el auto -de formal prisión, -hasta que es dictada la sentencia 

definitiya._ 

En los casos en que la Constitución Polltica de 

alg\ln Es.tado 0 de- la- Repdbl.ica consagre plazos que beneficien en 

ma,Yor -medida· al p_r.oceeado que los que prevé nuestra Carta 

Magna, seráf! aplit:?ables aquellos, sin que tal deterninación 

cone~ituya una conculcación al pacto federal, violando 

garantías i~dividuales. 

A1 re_specto la suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha indicado: 

•pRXES)S, TER1JNJ DE La>. Si una ccnstitución local establece 
una situaciOO mAs favorable para los reos, reducierdo el plazo para la 
temiinaciOn de los procesos, esto no cstA en p..lgna coo lo que disp:nc l.a 
CalstituciOn Feieral. • 59 

Este precepto al que nos hemos estado refiriendo, 

rige para todos los procesados, incluyéndo aquél.los que se 

encuentran gozando del beneficio de su libertad provisional 

bajo caución: asi pues no obstante que el inculpado no esté 

sujeto a prisión preventiva, la sentencia deberA dictarse en 

los plazos que manda la ley fundamental. 

59 Jurispru:iencia visible en el Apéndice al Senanario JOOici.al de la 
Federaci.00 1917-1975,segurrl.a parte, Primera Sala,Tcsis 244,pt¡g.531. 
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En general, en todos los casos, el incumplimiento de 

la garantia procesal, no produce el efecto juridico de tenr por 

precluido el derecho de acción penal que da origen al juicio. 

Sino que, las consecuencias serAn: Primero, la responsabilidad 

oficial del juzgador y segundo, que el acto que denota exceso 

de poder se tenga por consumado irreparablemente dentro del 

proceso. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

establecido una única excepción a la garantia indiv !dual del 

término de los procesos~ senala que cuando se están pendientes 

de recepción pruebas del acusado y para ejercitar su derecho de 

defensa, el procesado puede renunciar a los beneficios de la 

garantia y obtener ese mayor plazo que requiere para demostrar 

su inocencia, y la determinaciOn judicial que lo concede, no 

viola garant~as individuales. 

3.1.9.- l\n61isis de la fracción IX. 

Siguiendo con el desarrollo de nuestro tema, 

omitiremos hablar sobre la fracción IX del nrticulo 20 

constitucional, ya que m6s adelante se hará un estudio 

detallado de la misma. Pues es esta fracción, la que nos ha 

inspirado a la realización del presente trabiljo. 
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3.1.-10.- Anll1isis de l.a fracción ·x. 

En relación a la fracción X de1 articulo 20 

Constitucional., que a la letra dice: 

• Art. 20. - Eh tcrlo juicio del orden criminal tendrá el ucusOOo 
las siguientes garantías... X. Eh ningún caso pcdrlt proloogarse la prisión 
o detención por falta de pago de hoo.orarioo de defensores o por cualquier 
otra prestación de dinero, por causa de responsabil.ida:l civil o algún otro 
rrotivo análcgo. 

Téll'{XX::'o ¡x:xlJ:ll prol.oogarse la prisión preventiva pot" rOOs tiem¡x:> 
del que cano máximo fije la ley al delito que motivare el proceso. 

Eh teda pena de prisión que i.mpcnga una sentecnia, se 
carp.ltarll el ti~ de la detención.• 

Debemos observar que es muy clurn al establecer que 

la prisión sólo serA relativa al delito por el cual. el 

Ministerio Público acuso al inculpado y por el cual se le 

instruyó un proceso, recayéndole una sentecia definitiva, y 

nunca podrá usarse la prisión como medio de presión hacia el 

procesado. 

Asimismo, tampoco podr~ emplearse mbs tiempo del 

senalado en cada delito para l.3 prisión preventiva, pues se 

estarían violando las garantías del procesado. 
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3.2.- a.tuilo de la fJ:acclln IX del. articul.o 20 o:nstit:uc.úlnal.. 

A continuación nos avocamos a estudiar la fracción 

IX del articulo 20 constitucional, en principio diremos que en 

este, se consagran garantias de las llamadas de seguridad 

jurldica y, que deberAn respetarse durante la secuela del 

proceso penal en favor del acusado, porque estas garantlas 

según el mismo articulo en estudio, se encuentran dirigidas a 

regular el mismo y, no otra etapa a excepción quizás de la 

parte última de la fracción que se analiza. 

La Constitución mexicana de 1917, se considera como 

.la primera a nivel mundial que incorpora al lado de los 

habituales derechos del hombre, una serie de derechos sociales 

que atribuyen al Estado mayor responsabilidad para el bienestar 

del pueb1o. 

Dentro de los derechos sociales quo otorga nuestra 

Carta Magna, particulannente hemos de resaltar el derecho a la 

defensa gratuita como una garuntia individual, inclusive a su 

cumplimiento por parte del Estado. 

Nuestra Constitución actual. consagra como garantia 

individual indiscutible el derecho de defendcroe, que como 

dicho, es aquel que tiene todo individuo sujeto e un proceso 
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penal con la finalidad de oponerse a la acusación; destacando 

tal garantia que si el acusado de referencia 'por diversas 

circunstancias no cuente con un abogado que lo defienda, la 

autoridad que conoce de la causa está obligada a nombrarle un 

defensor de oficio, al cual el. gobierno le retribuye sus 

honorarios y asi, se da el fiel cumplimiento al-derecho de la 

defensa gratuita que como 9arantia otorga nuestra ConstituCión. 

El derecho a defenderse ha sido conoiderado de una 

manera más amplia como lo es un derecho natural e indiscutible 

para la conservación del individuo, de sus bienes, de su honor 

y de su vida; por lo tanto la defensa gratuita es objeto de una 

reglamentación especial en los diversos campos en que pueden 

darse: y es dentro del procedimiento penal. una institución 

totalmente indispensable. 

Al entrar al estudio de la fracción IX del 

multicitado .:irtlculo 20 Connb tucional, encontramos que eetl!i 

consagrada en favor del acusado, en el procedimiento penal, la 

garantia de ser oido en defensa por ni o por persona de ou 

confianza o por ambos según su voluntad. 

El que el acusado sea oido en defensa por si, 

creemos que es lo más logico y usuül, ya que al declarar éste y 

formular sus argumentos, está llevando a cabo una dcfcnoa 

material: pero si nos referimos a una defensa técnica, que es 

la que ha de llevar a cabo un abogado o conocedor del derecho, 
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tambien autoriza la Constitución a que sea el mismo acusado si 

es --.su voluritad de éste y conocedor del. derecho a que se 

defienda por. si, sin la asistencia de otro profesional en la 

materia, lo cual es poco usual y entendible, ya que una persona 

encOritrándose en prisión no tiene las mismas facilidades que 

una persona en libertad, para allegarse pruebas, estudiarlas, y 

si tieOe la presión de ser su libertad la que estA en juego, lo 

que vendria a afectar en forma emocional sus pensamientos e 

ideas; pero aún as1 la Constitución no impide que el acusado 

sea quien lleve su defensa técnica. 

AdemAs, el mismo precepto autoriza a que si no es el 

acusado, sea una persona de su confianza la que lo defienda, 

sin que exija requisito alguno a esta persona de confianza para 

que pueda avocarse a la defensa del acusado; cosa que 

consideramos un tanto inadecuada pues si bien es cierto que 

existe la libre defensa, debemos tomar en cuenta que mucha a 

veces por falta de conocimientos tócnicos se perjudica al 

procesado. El espiritu del Constituyente no fue el requerir que 

dicha persona de confianza fuese un abogado, creemos que en lD 

actualidad es necesario reformar dicha fracción exigiendo que 

la persona que se vaya a encargar de la defensa de cualquier 

procesado, sea un profesional del derecho a fin de que le 

garantice una buena defensa al propio acusado y se vea 

auxiliado por persona que tenga lo5 conoclmientos técnicos 

garantizándole una buena defensa. Eliminándose con esta medida, 
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todos los abusos en que se ven envueltos aquéll.os procesados 

que ~ombran como sus defensores a personas que se dicen llamar 

•abogados• y que no son mas que oportunistas que se aprovechan 

de la ignorancia de las personas o de su estado de ánimo¡ 

haciéndoles creer que como son conocidos de los jueces o tienen 

muy buenas relaciones con el personal de los juzgudos van a 

sacar adel.ante su problema y una vez que la gente lea ha 

entregado fuertes cantidades de dinero para que resuelvan su 

problema, jamás los vuelven a ver. ocacionandoles mayores 

problemas. 

Por eso, proponemos esa reforma a la fracción IX de 

nuestro articulo 20 Constitucional, suprimiendo la palabra 

•persona de confianza• por la de •un ~rofesional del derech~N· 

Estamos de acuerdo por lo establecido por el 

ai:'t!culo 28 de la Ley Reglamentaria del articulo 50 

constitucional relativo al ejercicio de l.as profesiones en el 

Distrito Federal, ya que exige el requisito a la persona de 

confianza de ser abogado y si no lo es, el acusado deberá. 

nombrar, ademAs otro defensor Cl;:i titulo. exceptuando de esta 

forma a la persona de confianza, de la posibiliad de defender 

al acusado, ya que aunque el articulo citado autoriza a ambos, 

para llevar la defensa, deberá nombrarse un representante 

común, que con la exigencia del titulo, tendrll que ser el 

profesioniata y asi es como se ha venido dando en la practica, 
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ademé.s que en -·los ordenamientos proced~~~n __ tales, _a_si_ como los 

de l.a defeiisoria, no ~parece imp.J.icita al.guna fu-nción o 

facul.tad asigh.ada a J.a persona< de confianza durante el. 

procedimiento penal. 

Insistiendo por otra par.te que, debe ser un 

Licenciado en Derecho quien se encorgue de la defensa de un 

acusado, ya que es lo mAs lógico y benéfico para el acusado, 

pues dicha persona, profesional del. derecho, tiene los 

conocimientos suficientes para llevar a cabo una defensa mtss 

efectiva que la que pudiera llevar una persona que no tenga los 

conocimientos técnicos. ~demás de considerar que lo más 

probable en el sentir del Constituyente, es que el acusado se 

encontrara debidamente asistido durante el juicio criminal; no 

olvidando que en la fecha en se concibió nuestra Constitución, 

no babia una Ley Reglamentaria de Profesiones: ademtis en la 

práctica cualquier persona con conocimientos en derecho podia 

asistir al acusado sin la exigencia de ser titulado. 

Pero aún dcspuós de promulgada la Ley de 

Profesiones, se siguló permitiendo que profcsionistas sin 

titulo, siguiera ejerciendo su profesión. cosa que originó que 

muchos de es tos aprovecharan tal situación, ocacionando 

perjuicios a aquéllos profcsioniotas que si contaban con un 

titulo. Y a la fecha esto se sigue d.J.ndo,. ya. que aquellas 

personas que no cuentan con un titulo siguen haciendo de las 

suyas. pues dichos '"scudoabogodos'" deambulan diariamente en las 



inmediBciones·de. los j~z9ados,,en busca· de ingenuas presas que, 

aba~idos· P~F ·~':1, i.~.~-o~tuóio .. f8Cilit8n ·:su lBbor ·de extorsión, lo 

que .. aumenta sus ~.eilu.r~as, Y.a :que ·a l.a petla moral, se suma la 

ec~n~iCa~º':~,~- · .. __ ...... 

·'. -L~ ''.~¿·i t~·~c¡Ón es 'fAcil de comprender; litigantes sin 

titulo ;-y ;f¡~n-.-<~M-.;ú,- profesional, se han aduet\ado prácticamente 

'""de-'las ~~taiac"iones de l.os ·juzgados penaleo y coludidos muchas 

veces con· secretarios y jueces, se dedican a hacer presa fácil 

de sus extorsiones a los afligidos familiares de quienes han 

ca!do en la desgracia de ser detenidos. 

Porque no obstante que muchos niegan la presencia de 

"seudoabogados", comúnmente llamados •coyotes", en los 

juzgados, la verdad es que desde temprana hora ya se encuentran 

al acecho de sus futuras v1ctimas a las que abordarán a travós 

de jóvenes de ambos sexos que seguramente se independizarán 

algún dia para ccnlinuar su •carrera" solos. 

Es innegable que mientras que los "coyotes• son 

atendidos con diligencia por secretarios y jueces, los 

auténticos Licenciados en Derecho, aquéllos que pasaron varios 

anos estudiando, son prácticamen:.c rechazados por empleados que 

no valen, como profcsionistas, ni la minima parte de 109 que 

egresaron de una Universidad. 

Por lo tanto, es deseo vehemente de combatir a cate 

tipo de anomalias, por lo que necesario exigir que la persona 

que se encargue de la defensa de un procesado. necesariamente 
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de~erá Ser, .. U0; ·Lice.Ociadcl en Derecho, con cédula· profesion~l. 

correspond~~i:'-~~,·--~a ·fin de ·acabar: con todos estos prob1emas, que 

-.~-pa~t~ ~'S :·c>CBC_:i.Onar:_ sérioé prOb1emas a· laS 'Persorias que ··ae 

encu~~t~~~ .;-J~~ceScidoS po~ llevarles una ~mala· def¡·nsa, ocacionan 
. -, ' -···¡ 

que-=:ee-.:V.iCi~.:- e1:_,--5·istema -de impartición de justicia. 

Continuando con el estudio del multicitado precepto, 

nos encontramos que éste, consagra también la ·garantia de la 

defeñs8 gratuita en favor del. acusado, en los casos que no 

' tenga quien lo defienda, para l.o cual el ordenamiento 

fundamental exige presentarle al acusado una lista de los 

defensores de oficio, a fin de que elija a él o los que le 

convengan. En la práctica esto no se da, ya que en la mayoría 

de las veces al. manifestar el acusado que no cuenta con persona 

que se encargue de su defensa, el juzgador le nombra al 

Defensor de Oficio que se encuentra asignado a dicho juzgado y 

nunca se l.e presenta la listo de los defensores de oficio que 

existen, pues en nuestro sistema procesal resultaria impréctico 

el método que se~ala la ley, ya que en determinado caso que un 

defensor se viere solicitado para defender a varios acusados al 

mismo tiempo y en diversos tribunales tendria problemas el 

defensor para trasladarse de un juzgado a otro. que los 

horarios de su comparecencia coincidieran y otros por el estilo 

y adscribir en determinado momento a varios defensores a un 

mismo juzgado resultaria incosteablc para el erario público, ya 
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que si de por si es dificil pagar los salarios de un defensor 

adscrito mismos que son irrisorioS, mucho menos se lograrla 

adscribir va"rios defensores· a un mismo juzgado, por lo que el. 

acusado debe conformarse con que se le designe el defensor de 

ofici~.adscrito a ese lugar. 

Existen en-- la-::-actualidad --leyes que regulan el 

funcionamiento de las distintas Defensorias de Oficio, 

mereciendo citarse la Ley de la Defensoria de Oficio Federa160 . 

En el. fuero federal, el -jefe- y -l.os miembros de los cuerpos de 

defensores son nombrados por la Suprema Corte de Justicia y 

residen donde tienen sus asientos los poderes federales; 

algunos están adscritos a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y los demlss ü los Juzgados de Distrito y Tribunales de 

Circuito. 

Continuando con el análisis de la ~ltima parte de la 

fracción IX del articulo 20 Constitucional y que o la letra 

dice: "El acusado podrá nombrnr defensor desde el momento en 

que sea aprehendido y tendrA rlerecho a que éste se halle 

presente en todos los actos del juicio: pero tendrá obligación 

de hacerlo comparecer cuantas veces se necesite." 

En relación a esta gurantia existen muchas 

contradicciones entre los diveroos tratadistas, pues algunos 

60 Publiceda en el Diario Oficial de la Fo:leración el 9 de febrero de 1922 
y su reglanento del 25 de septienbre del mismo aOO, aproba:!o por la 
SUprana corte de Justicia. 
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sostienen que debe ser asistido desde el. momento ·en que es 

apr'ehendido mat.erialmente, muchas veces sin med_iar orden de 

autoridad_ judicial., ya sea por tratarse de casos de notoria 

urgencia o Plena flagrancia de los hechós: otros afirman que se 

refiere dicha garantia -al. momento en que es puesto a 

disposición de la autoridad judicial.. 

Creemos que el. criterio que debe tomarse en cuenta 

es aquel que nos manifiestan la mayoria de loe juristas, al. 

mencionar que el acusado podra nombrar defensor desde el 

momento en que es aprehendido, atendiéndose la voz 

•aprehensión• como sinónimo de detención y pa:a mayor claridad 

sobre este áltimo párrafo l.a maestra Minerva Cervnntea61 , nos 

senala, acertadamente lo siguiente: "el constituyente emplea el 

término aprehensión como sinónimo de detención, asi, por 

ejemplo, el articulo 16 de nuestro mAximo ordenamiento afirma 

que, en los casos de flagrante delito, cualquier persona puede 

aprehender al delincuente, a pesar de que en ese caso no se 

refiere ai cumplimiento de un mandnto de autoridad. Por lo 

anterior, considera que, cuando el articulo 20, fracción IX, de 

la Constitución, en su penúltima parte, dice que el acusado 

podrA nombrar defensor desde el momento en que sea aprehendido, 

se refiere al nombrarnien to de defensor en la averiguación 

previa, porque no tendria sentido pensar que esa parte se 

refiere a la facultad de designar defensor a partir de que 

está en presencia del órgano jurisdiccional, pues tal situación 

61 Cervantes de castillejos,Minerva,La Defensa en la Averiguaci.ál 
Anuario Juridico XII-1985 del Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
!JlWol. pág. 4 71. 
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se encuentra ya prevista. en la ~tercera_.-.fase de 1a, propia 

fracción .. • 

Esto·· es- en resumid.as cuentas que, ei acusado puede 

ser asistido desde la etapa de la averiguación previa segtln 

seftala el mismo- precepto, pero dicha asistencia profesional en 

esta etapa, queda al arbitrio del acusado, puediendo nombrar o 

no quien lo defienda y no exige como obligación que el acusado 

sea asistido, sino que queda en una posibilidad dependiente del 

acusado, el asistirse de defensor. 

Y en relación a lo anteriormente mencionado la 

Suprema corte de Justicia de la Nación ha dictado 

jurisprudencia que dice: 

•oEFENSA,Gl\I1NlI'IA DE. La obligaciál imp.Jesta a 1.a autoridOO. de 
instancia por la fracción IX de arttculo 20 Ccnstituci.cnal, surte efectos a 
partir de que el indici..a.:lo es p...iesto a disposición de la nutoridal ju:1icial, 
y ésta al recibir la declaración preparatoria del presunto respcnsable 
tiene la obligación inchrlible de designarle defensor ai es que aquél no lo 
ha hecho: mas la faculta! de asistirse de defensor a partir de la detención 
del acus.:rlo, cmcicrnc única y ('..::clu::iv~~lí ... :.ntc iJ ó~tc, ror lo qutJ si no lo 
tuvo desde el mancnto en que fue d'."'tenido, cr.ia anisión C:J .imp.Jtnble al 
propio acusa::lo y no al juez instrnctc·r. "t;2 

62 Tesis que se integra coo las siguientes ejecutorias: las visibles en la 
SéptiIM. EPocu,seguOO.u parte,en el volúnen 39,pág.51.ba.jo el ntbro: 
M:paro Directo 4942/71. Eliil Payón ruca.la; volUnm 48, pág. 33, bajo el 
rubro: ~o directo 5925/71, Jul.io Carbajal Reserdiz; volúral 67, 
p.lg. 19,bajo el rubro: Amparo directo 5934/73, Victor Manuel Santiago 
Ro::lriguez y coag., volúnen 68, ~g. 21, bajo el rubro: Altp3ro directo 
1194/74, Francisco Hemandez Ruiz; vollincn 72, p.lg.27, bajo el rubro: 
Amparo directo 5770/74, Ignacio Ga=ia corcmrlo, 
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Por último, al obl.igar __ el. .. (n;e'?.'?_Pto ·_al ·'acusado a 

hacer comparecer t?!~. Deferlsor cuant<as :\rec~s s~- necesite pensamos 

que -es- un tanto ~injusto, ya_·que en caSo de que el acusado se 

encontrara privado de su libertad seria imposible que hiciera 

comparecer a su defensor y creemos que mAB bien dicha carga 

deberia ser para el. abogado, pues si se comprometió a llevar la 

defensa del. .acusado, justo es que este presente en todos los 

actos·del. procedimiento en que se le necesite. 

Hecho el. presente estudio de la fracción IX del 

art~culo 20 Constitucional, objeto de análisis del trabajo que 

nos ocupa, no podemos dejar de mencionar que en la actualidad 

deberia modificarse dicha fracción, en cuanto a que en 1ugar de 

ser cual.quier persona la que se encargue de la defensa del 

acusado, sea un abogado debidamente titul.ado quien l.l.evc la 

defensa, pues con ello se estaria garantizando una mayor 

seguridad juridica al acusado. 

Y en ralación a ello, hemos de mencionar lo que al 

respecto nos dice el maestro Silva Silva63 : •El defensor acrA 

la persona de confianza del acusado, requisito que en alguna 

época se estableció duda la ausencia en todo e1 pais de 

Licenciados en Derecho. Hoy en d1a convcndria su modificación 

para exigir que todo defensor sea titulado. La practica ha 

63 Silva Silva, Jorge Alberto. Derecho Procesal Penal,Bl. liarla, M6xico 
1990, pág.203. 
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revelado 'que ,los defensores carentes de titulo comprometen la 

seguridad ~ae1 enjuiciado, además de que en el fon,do no son 

verdad~ras '"personas de su confianza", sino negocíanteB. 
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"CAP:tTULO CUARTO. 

4.- EL PROCEDIMIENTO PENAL. 

Tomando en cuenta que es una acepción comlln el 

vocablo p~oceso s~gnifica progreso, transcurso del tiempo, 

acción de ir hacia adelante, desenvolvimiento, en si mismo 

todo proceso es una secuencia. 

Proceso es un término genérico. Se da ese nombre al 

momento dinémico de cualquier fenómeno y asi encontramos el 

proceso fisico, quimico, fisiológico, etc. 

Para nosotros, todo proceso en el émbito jurldico, 

se desenvuelve y avanza hacia un fin y a una conclusión. En 

apoyo a lo anterior, nos permitimos presentar algunas posturas 

de doctrina. 

Ugo Rocco, dice que "Proceso es el desarrol.lo de 

una de las tres funciones fundamentales del Estado¡ la función 

judicial o jurisdiccional, y por eso el conjunto de las 

actividades necesarias al desenvolvimiento de la función 

judicia1.• 64 

Cipriano Gómez Lara, lo considera como: Un conjunto 

complejo de actos del Estado como soberano. de las partes 

64 -.:O, Ugo, Derecho Procesal Civil, Tra::I. de Santiago 5entis Melendo y 
Marino Ayerra Ra:lin, lk>gota/B.Jenos Aires,Tanis/Depalma, 1969, pág. 26. 
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intereéad8S ·,y ·ae ·terceros ajenos a la ··rel~Ción st.Íbstancial, 

actos· todos' que· .. tienden a la aplicacion d~- .-uná·~-·ley general a 

un caso ,concreto 

dirimirlo. 65 

controvertido para solucionarlo o 

Es sorprendente, dice Humberto Briseno Sierra, 

advertir que tratándose del. proceso, " ••• se está ante una 

pal.abra que se viene emPleando hace siglos, sin que los 

doCtrinarios se hayan puesto de acuerdo sobre su significado. 

Desde luego, los romanos no empleaban este vocablo sino la 

palabra •Judicio•, lo explica Lorenzo Prieto Castro, cuando 

sostiene que Processus es de origen latino, pero medieval. su 

acepción gramiltical serla avance, continuación de momentos y 

en los idiomas de tronco germánico, agrega, la palabra que 

para significarlo Ge emplea, deriva de una raiz de 

significación semejante." 66 

Por lo que hace n Hernaodo Devis Echandia, indica 

que " ••• proceso es el conjunto de actos coordinados que se 

ejecutan por o ante los funcionarios competentes del órgano 

judicial del Esta.do, realiz..J.ción coactiva de los derechos que 

pretendan tener las personas privadas o públicas de su 

incertidumbre o de su desconocimiento o insutjsfacción, 

mediante la actuación de la iey, en un caso concreto." 

Una vez vistos algunos conceptos acerca de lo que 

es el proceso en términos generales, a continuación 

65 Gárez Lara, Cipri.ano, Teoria General del Proceso, l.r.'W1., 1983, phg.121. 
66 BriseOO Sierra, Hll'nberto, Dercch:> Procesal, Vol. III, Clu:denas Fdltor, 

M()xico, 1980, pág. 7. 
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mencionaremos al.gunos conceptos sobre lo que es el proceso 

penal, que es parte del. desarrollo de este trabajo. 

El jurista Fernando Aril1a Bas lo define como 

• ••• el conjunto de normas que rigen las actividades que ee 

desarro11an en una parte del procedimiento y que técnicamen~e 

se llama proceso." 67 

El maestro Guii1ermo Col.in SAnchez senala que 

• ••• el proceso penal es un desarroll.o evolutivo, que 

indispensablemente se sigue para el. logro de un fin, pero no 

un fin en si mismo, sino mtts bien, como medio para hacer 

manifiestos 1os actos de quienes en él. intervienen, los cuales 

deberán llevarse a cabo en forma ordenada, pues el 

surgimiento de uno, eerA, el que de lugar a su vez, al 

nacimiento de otros, y asi sucesivamente, para que mediante su 

previa observancia se actual.ice la sanción prevista en la ley 

penal sustantiva." 68 

El Ministro Manuel Rivera Sil.va expone que "el. 

proceso es el conjunto de actividades, debidamente 

reglamentadas y en virtud de las cuales los órganos 

jurisdiccionales, previamente exitados por su actuación por el 

Ministerio Público, resuelven sobre su relación juridica que 

se les plantea." 69 

No puede omitirse a al.gunos juristas extranjeros, 

que también nos hablan sobre el proceso penal aui, tenemos a: 

67 Arilla Bas, Fernardo, El ?roco::limiento Penal en ~. Editares 
Unidos Mexicanos S.A., México, 1972, pttg. 26. · 

68 COlln Sllnchez, op. cit., pág. 61. 
69 Rivera Silva. Manuel, El Proce:iimiento Penal, ai. JlOrrlla, México, 

Ba. OO. .. 1977, pág. 179. 



105 

Giovanni Leone define al proceso como •e1 conjunto 

de los actos encaminados a la decisión jurisdicciOnal acerca 

de la notitia criminis o acerca de la existencia de las 

condiciones requeridas para algunas providencias en orden de 

repr~siOn de un delito o a l.a modificación de relaciones 

juridicas penales preexistentes.• 7º 
El letrado sebaStini Gu senala que el proceso es•e1 

conjunto de los actos regulados por la ley procesal y 

dirigidos a conseguir la decisión del juez acerca de la 

imputación de un delito y acerca de todos los particulares 

que de él dependen y que exigen igualmente la intervención y 

la decisión del órgano jurisdiccional." 71 

El jurisconsulto José Luis Eateves sen.ala que el 

proceso es "el. conjunto de los actos concretos, previstos y 

regulados en abstracto por el derecho procesal penal, 

cumplidos por sujetos póblicos o privados, competentes o 

autorizados, .a los fines del ejercicio de la jurisdicción 

penal, hechos valer mediante la acción o en orden a otra 

cuestión legitimamente presentada al j us pennl, cona ti tu ye la 

actividad judicial progresiva que es el proceso pcnal." 72 

Tomando en cuenta todos los conceptos juridico 

doctrinales que nos dan nuestros autores acerca del vocablo 

proceso, de una manera personal definimos al proceso como "el 

70 Lecnc,Giovanni,Tratado de ~recho Proce!lal Penal,Tro'.rl. de Santiago 
Sentis Melerdo,Juridica llirop?.a·ffiierica,D.Jenos Aires,Tmo I,1963,pAg.10. 

71 Gu,Sebastini,autor cita:lo por Giovanni Lecne, pág. 11. 
72 cfr. en Colín SAnchcz, op. cit., pág. 59. 
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conjunto de actos procesales, enlazados unos con otros como 

una relación de naturaleza juridica, en virtud de la cual el 

Estado a través de sus órganos correspondientes, otorga su 

jurisdicción con objeto de resolver los ·problemas de Derecho 

sometidos a su decisión.• 

As1 el proceso, es una serie de actos concatenados 

que se desarrollan progresivamente, para ll.egar a sU fin 

natural, que es la sentencia definitiva con calidad de cosa 

juzgada y resolutoria del conflicto. 

Dichos actos procesales entranan un relación 

jurldica, consistente en el conjunto de ligámenes, de 

vinculaciones que la ley establece entre los sujetos de la 

relación procesal. Demanda, contestación, consignación, 

declaración preparatoria, sentencia, según el proceso que se 

trate, constituyen la expresión externa de tal relación que se 

dan entre las partes y el juzgador. 

Los mencionados actos conforman una unidi'ld que se 

deriva del fin que se persigue: la cosa juzgada y, por virtud 

de ésta, l.a protección de un derecho subjetivo elevado a 

pretención jurldica, la actuación del derecho material, etc. 

El Estado se liga a la idea del proceso, por oer el 

titular del poder soberano de jurisdicción, en virtud del cual 

puede resolver los litigios y conflictos mediante actos de su 

autoridad. Obviamente, el Estado no externa estos actos de 
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autoridad de manera unilateral o a su capricho, sino, mediante 

el proceso, que es un método de debate que sirve para 

constatar si la pretensión o la excepción es procedente, para 

otorgarle la tutela juridica en el fallo definitivo. 

No obstante, no debe perderse de vista que, tal 

como lo indican Henénde~ Pidal. y Prieto Castro, "la voz 

.proceso es el término, relativamente moderno, de origen 

canónico, que sistituye a la palabra romana iudicium, con la 

que se designaba la institución pública encaminada a la 

definición, aseguramiento y ejecución del derecho material." 73 

Los autores que hemos citado, dan varias 

definiciones de proceso, casi todas ellas diferentes, lo que 

indica que en doctrina, no ha habido uniformidad en la 

diversidad conceptua1, para precisar su esencia o naturaleza 

jurídica. 

En relación a todo lo mencionado, el maestro Jorge 

A. Silva nos dice a manera de conclusión que, "en lo que 

parace existir coincidencia es en que el proceso consiste en 

una actividad, un actuar, una serie o conjunto de actos, con 

una finalidad especifica. Según algunos, tal finalidad es el 

actuar o aplicar la ley y, según otros es dirimir un 

conflicto. En este actuar orientado a un fin, algunos aluden a 

los sujetos del actuar, el proceso es penal." 74 

73 Pallares,Etluardo, Derecho Procesal Civil, Ed. Porr:úa, 1983,pbg.96; y 
Prieto-castro,Lealardo, ruesti.mes. de derecho procesal, Reus, Ma'.irid, 
1947, p&g. l. 

74 Silva Silva, op. cit., pág.104. 
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Una vez Visto Y. analizado e1 concepto de proceso, 

entraremos brevemente a ver lo que es ei proced irnien to en 

general~ Sobre esta· mismo el maestro Marco Antonio Diaz de 

León, nos dice que es "_el conjunto· coordinado de actos 

procesales que sirien Para la obtención de un fin determinado 

dentro del proceso.• 75 

En relación a lo anterior, y en sentido estricto 

(pensam0s), el procedimiento, segdn el autor citado, dice que 

• ••• equivale, en realidad a una parte del proceso: es decir, 

aquél se da y desarrolla dentro de éste, concatenado a los 

actos de que consta, uniéndolos como si se trataran de 

esl.abones, hasta producir la situación jur!dica que 

corresponde en el proceso.• 

Con esta explicación queda de manifiesto que el 

procedimiento no es sinónimo de proceso. El proceso, ademAa de 

ser el todo, se diferencia del procedimiento, por su fin, que 

es el de llegar a la decisión del conflicto mediante un fallo 

que adquiere autoridad de cosa juzgada. 

Y como ense~a Carnelutti, "el ex Amen dcJ. 

desenvolvimiento del procedimiento nos muestra, con gran 

frecuencia, a la combinación de varios actos para obtener 

efectos mayores de los que cada uno tendrla por si. cada uno 

de estos varios actos combinados puede conaervar integra su 

individualidad, procediendo sólo la ligación de la unidad del 

75 Diaz de Leál, op, cit .. ~.1390. 
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efecto jurídico a cuya producción se encamine la coordinaciOn 

de los mismos; el efecto en cuestión pertenece, normalmente, 

al. 111.timo acto, pero no se producirla si éste no estuviese 

precedido por los otros, cuyos efectos singulares están 

precisamente encaminados a la preparación de aquel otro; ese 

efecto se produce desde el primero al último de los actos 

coordinados, y de ah! que a la coordinación ne le haya dado 

desde hace mucho tiempo el nombre de procedimiento." 76 

El procedimiento finalmente equivale a una fase 

procesal autónoma y delimitada respecto del proceso en el cual 

se desarrolla. Significa en suma, diligencias, actuaciones o 

medidas; se apl.ica como nonnas o legislaciones procesales, 

como cuando se habla del procedimiento pcnul o civil: quiere 

decir también tramitación o sustanciación, bien sea total o 

parcial.. 

76 A.ragCl'les l\.lcnso, Pedro, Proceso y Derecho Prcx:esal, B:l .. Aguilar, 
Mairid, 1960, ~g. 137. 
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4.2.~ Definición de1 Procedimiento Pena1. 

Para ·iOiciar el es-tudiO · del procedimiento 

penal ;·mencionar-emOB. 4lgtirios , ·conceptos que sobre éste vierten 

algunos d.is_tin~Í.dos _juri~_t:e.s. 

El. doctor -Fernando Arilla Bas sostiene que •e1 

procedimiento estA constituido por el conjunto de actos, 

vinculados entre si por relaciones de causalidad y finalidad y 

regul.3.doe por normas -juridicas y ejecutados por los órganos 

persecutor y jurisdiccional, en el ejercicio de sus 

respectivas atribuciones, para actualizar sobre el autor o 

participe de un delito la conminación penal establecida en la 

ley.• 77 

El jurista Sergio Garcla Ramirez, considera que •es 

verdaderamente, una suceción de actos, desarrollados conforme 

cAnones o reglas, y unidos entre si por un triple concepto: 

cronol6gico, que establece su progresión en el tiempo: lógico 

que los vincula mutuamente, fijando su reciproca 

interdependencia como presupuesto y consecuencias los unos de 

los otros: y teleológico, que los enlaza y consolida en razón 

del fin al que conjuntamente tienden.• 78 

Por su parte, el Ministro Manuel Rivera Silva al 

referirse al procedimiento, expone que es •c1 conjunto de 

actividades reglamentadas por preceptos previamente 

77 Arilla !los, op. cit., p.'.>g. 10. 
78 Garcla Ranl.rez, Sergio, Derecho Procesal. Penal., ru. Pon:Üa. Méxi=, 

1990, pflg.330 
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establecidos, que tienen por objeto ~eteimina~., q~_e ~~chos 

pueden ser calificados como del.itas para, en __ su·- caS-0 a·Piicar 

la sanción correspondiente." 79 

Juan José González Bustamante . opina que "el 

procedimiento penal es el conjunto de actividades y formas 

regidas por el derecho procesal penal, que se inician desde 

que la autoridad pübl.ica interviene al. tener conocimiento de 

que se ha cometido un delito y lo investiga y se prolonga 

hasta el pronunciamiento de la sentencia, donde se obtiene la 

cabal definición de las relaciones de derecho pena1.· 8º 
El profesor Guillermo Col.in Slmchez sostiene que 

"el procedimiento es el conjunto de actos y formas legal.ea que 

deben ser observados obligatoriamente por todos los que 

intervienen desde el momento en que se entabla la relación 

juridica material del derecho penal para hacer factible J.a 

aplicación de la ley a un caso concreto.ft 81 

De lo expuesto, podemos decir que el procedimiento 

penal, comprende la especiai tramitación d~ todos los netos y 

formas que deben darse, a Pértir del instante en que el 

Ministerio Póblico toma conocimiento del ilicito penal, hasta 

el. periodo procedimental en que se dicta sentencia, todos 

estos actos estan debidamente cncadcnodos conforme a un orden 

regulado en su contenido y efectos por el Ordenamiento 

Juridico correspondiente, van determiando 

79 Rivera Silva, op. cit., pt!ig. 23. 
BO Gcnzltlez aistanante, op. cit., pllgs. 25 y 26. 
81 col.in Sánchez, op. cit., ¡>Ag. 60. 

el avance 
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procedimental de .acuerdo con las formas y exigencias que el 

caso conCreto ; am"eJ:ife-, para de ahi dar nacimiento a otros 

act.os:·~-llS-·;·.q~~ .facilit~~ ~i .lOgr~ de un fin detenninado. 

--~:~-En.'él OJ:.deilañliento jurídico mexicano se ha ·hecho el 

-__ -_intento d~ ~!3ª.~·aia~~)a~ :·a1V-ersos ·procedimientos penal.es, y . as1, 

el ~ri:Ícui~. 1~=.'·ctei-·· Có~igo -Federal de Procedimientos Penales 

regula los siguientes: a) averiguación previa: b) 

·pr~·¡.nstruc-c_lon·;:-~- cf-'=1n~trucC1oli; d) juicio; e) ejecución; f) 

r-eilitiVc">s -·a Í.nimP~-tables y a quiénes tienen el hábito o la 

necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos. 

El primer sector de loe procedimientos penales está 

constituido por las etapas de carActer previo o preparatorio, 

entre l.as cuales pueden comprenderse la averiguación previa, 

la declaración de procedencia y el juicio politice de algunos 

servidores pll.blicos (al tos funcionarios) en virtud de que 

estos trámites son indispensables para poder iniciar el 

proceso penal en sentido estricto, a través de la consignación 

del Ministerio Público ante el juez o tribunal competente para 

conocerlo, así podemos decir lo siguiente: 

a) La averiguación previa.- Es la_ investigación que 

debe realizar el Ministerio Público con el auxilio de la 

policia judicial, con el fin de reunir los elementos 
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necesarios para demostrar la existencia del cuerpo del delito 

y la presunta responsabilidad del inculpado, de acuerdo con lo 

establ.ecido por los articulas 262-286 del Código de 

Procedimientos Penales y 113-133 del Código Federal de 

Procedimientos Penales. 

Como en nuestro ordenamiento jurídico no existe el 

llamado juez de instrucción, quien de acuerdo con el modelo 

francés fiscaliza estas investigaciones preliminares, las 

mismas se real.izan a través de un procedimiento que puede 

calificarse de administrativo. 

b) El procedimiento de procedencia.- Bste tiene su 

apoyo en el articulo 111 de l.J Constitución 1',ederal seg\ln la 

reforma promulgada en diciembre de 1982, en virtud de que no 

se puede preceder penalmente contra los Diputados y Senadores 

al Congreso de la Unión; los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, los secretarios de Despacho: los jefes 

de los Ocpurtmncntcs 1\dministrntivos, incluyendo el del 

Distrito Federal; y los Pn.>r.c11rüdores Generales tanto de la 

Rep(iblica como el de Justic.F: dr:l Distrito Federal: por la 

comisión de delitos durante el tiempo de GU cargo, sin que 

previamente la Cámara de Diputados del propio Congreso Fcder<Jl 

declare por mayoría absoluta de sus miembros presentes en la 

sesión respectiva, si ha lugar a proceder contrñ el inculpado. 

Este procPdimicnto de proccdenciq está reglamentado 

por los articulas 25-29 de la Ley Federal de Hcsponsaldlidades 
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de los Servidores Públicos, púb~icado también el 31 de 

diciembre de 1982, acorde con los cuales, la sección 

instructora de lá mencionada e.timara de Diputados realiza una 

averiguación previa, puesto que está Obligada a practicar 

todas las dil.igencias conducentes a establ.ecer l.a .eXistcincia 

del del.ita y la probable responsabil.idad del imputado, as! 

como ·la subsistencia del llamado ~uero constitucional cuya 

remoción se solicita. 

Sin es ta declaración de procedencia no se puede 

iniciar o seguir un proceso penal contra los citados 

servidores ptlblicos en virtud de que si se advierte que se 

tramita dicho proceso sin haberse efectuado el mencionado 

procedimiento previo, la secretaria de la citada Cámara de 

Diputados o de la Comisión Permanente deben envilsr oficio al 

juez o tribunal que conozca de la causa, a fin de que se 

suspenda el procedimiento en tanto se plantea y reauelve si ha 

lugar a proceder (art. 29 de la LFRSP). 

e) El juicio politice. - De acuerdo con el articulo 

111 de la Constitución citada, en su texto original y con las 

leyes' de responsabilidades federales de 19'10 y 1980, pudiera 

considerarse como un enjuiciamiento autónomo, por hablilrse de 

del.itas y faltas de carácter oficial, pero siempre como una 

condición para el proceso penal en sentido estricto. En los 

términos del. vigente articulo 110, debe estimarse como una 
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etapa previa al juicio criminal. 

Seglln este articulo ( 110) Constitucional, podrán 

ser sometidos al referido juicio politice: los senadores y 

Oiplltadós al. congreso de la Unión; los Ministros de la Suprema 

Corte de Justicia de l.a Nación; los Secretarios de Despacho; 

los Jefes de Departamentos Administr<Jtivos, incluyendo el del 

Disfl::-ito Federal: los Magistrados de Circuito y Jueces de 

Distrito; los Magistrados y Jueces del fuero comlln del 

Distrito Federal; los directores generales o sus equivalentes 

de l.os organismos descentralizados, empresas de participación 

estatal mayoritaria, socjcdades y asociaciones asimiladas a 

éstas y fideicomisos públicos. 'I'ambién pueden ser objeto de 

es te proced im ien to los Gobernadores de los Estados, Diputados 

locales y Magistrados de Tr.ibunales Superiores de las 

entidades federativas, pero sólo por violaciones graves a la 

propia Constitución y a 1.as leyes federales que de ella 

emanen, asi como por el manejo indebido de fondos y recursos 

federales. 

F.l procedimiento en el juicio politico estli 

regulado por los articulas g<i til 2:4 de la I.cy Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públ ices de dicicmb1·e de 

198 2 1 y de acuerdo con los mismos se desarrolla en dos 

instancias, la primera üntc la Cámara de Diputados del 

congreso Federal, en la cual se realizan la investigación 

previa y la etapa de instrucción para determinar la 
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culpabilidad de los citados servidores, que de aprobarse vor 

mayoria absoluta del número de miembros presentes, debe 

sostenerse como acusación por una comisión de tres diputados 

ante e1- Senado,·el cual decide por una·mayoria de dos terceras 

partes de su~ miembros pres en tes la aplicación de la sane ión 

de indole politico, que consiste en la destitución y la 

inhabilitación desde uno hasta veinte años, segón la gravedad 

de la infracción. Si se trata de funcionarios l.ocales, la 

resolución es declarativa y se comunica a la Legislatura de la 

entidad respectiva, para que proceda en ejercicio de sus 

atribuciones. 

A los procedimientos de procedencia y del juicio 

politice, es aplicable supletoriamente el Código Federal de 

Procedimientos Penales (Art. 45 de la LFRSP). 

La· siguiente etapa, ya dentro del proceso penal en 

sentido p~opio y una vez agotada la etapa previa de la 

-a:Veríg-uaCión -administrativa, el. procedimiento de procedenaia 

o el juicio polltico, se ha calificado de instrucción, y se 

inicia con la consignación, es decir con la instancia a través 

de la cual. el Ministerio Público ejercita la acción penal ante 

el juez que se considera competente (Arts. SQ y 60 CPP., 136 

CFPP.). 

El Código Federal. divide esta etapa en dos 

periodos, el que califica de pre instrucción, en el que se 
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real.izan las actuaciones paru detenninar los hechos materia 

del proceso, l.a clasificación de estos confonne al tipo penal 

aplicable y la probable responsabilidad del inculpado. o bien, 

en su caso, la libertad de éste por falta de elementos para 

procesar: y la instrucción propiamente dicha que abarca las 

diligencias practicadas ante y por los trjbunnles con el (in 

de averiguar y prob~r lu existencia del del.lto. las 

circunstancias en las que hubiese sido cometido y las 

peculiares del inculpado, as.i como la responsabilidad o 

irresponsabilidad penul de éste {Art. io, fracc. Il y III}. 

La instrucción en tamhjén denominada sumario 

judicial y según la doctrina mexicana, en la misma, se hace ln 

investigación por el juzgador para determinar la existencia de 

los delitos la rcsponnabilidad o irresponsabilidad del 

acusado. En consecuencia, en dicha. c-:::upa tienen uplicación los 

derechos del procesado eHtablecidos por el. articulo 20 de la. 

Constitución Federal, anteriormente YiJ scflalados, de manera 

que debe rct¡dir lu ctecl.ciraci.ón preparatoria y dentro de las 

!3etenta y dos horas dictacs~ el auto de formal prisión o de 

suj~ción a proceso, asl como n:· tbirse las pruebas respectivas 

.. (llrts. 287-304 del CPP, 168-290 del crPP). 

La faso fin al del proceso recibe el nombre de 



118 

ju1cio pena1,y se inicia en cuanto el juez expide el auto por 

el cual. se declara cerrada la instrucción, es decir cuando 

considera que se han reunido todos los elementos necesarios 

que constituyen el objeto del proceso. 

Esta fase final del juicio se divide a su vez en 

dos sectores que no siempre se distinguen claramente en 

particular en el llamado procesamiento sum.:irio. r.a primera se 

califica como preparatoria pues en ella se formulan las 

conclusiones tanto del Ministerio Público como de la defensa 

y se cita para la audiencia de fondo, y es en esta audiencia 

en la que concluye el procedimiento con las pruebas y 

alegatos de lus partes y el pronunciamiento de la sentencia. 

En la calificada como etapa preparatoria del juicio 

penal deben distinguirse dos formas de procedimiento, es 

decir la calificada como sumario { en cuanto a la brevedad 

del mismo ) y el que se conoce como juicio ordinario. 

A} El procedimiento sumario procede, en los términos 

de loa articules 30~ del Código Procesal Penal y 152 del Códi_ 

go Federal de Procedimientos Penales cuando se trate de 

flagrante del.ita, exista confesión rendida ante la autoridad 

judicial y la pena aplicable no exceda en su término medio 

aritmético de cinco años de prisión, o sea alternativa o no 

privativa de libertad. El ordenamiento dintrital agrega que 

tambien se seguirá el procedimiento sumario cuando en el acto 
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en que se diéte e1 auto de fonnal prisión o sujeción a 

proceso o dentro de los tres dias siguientes a su 

notifiCación, el inculpado o su defensor, manifiesten que se 

conforman con él y que no tienen mas pruebas que ofrecer 

salvo las conducentes a la individuaJ.izaciOn de la pena o 

medida de seguridad y el juez no es t lme necesario practicar 

otras diligencias. En este tipo da procedimiento la etapa 

la audiencia de fondo se reduce preparatoria de 

considerablemente arta.308-310 del CPP y 152, 152 bis y 307 

del CFPP ). 

El ordenamiento federal también regu.la el 

procedimiento sumario en la hipótesis de delitos cuya pena no 

exceda de seis meses de prisión o ;I-a pena aplicable no sea 

corporal, cuyo periodo de instrucción es todavía más 

reducido, pues no debe exceder de quince dias. 

B) En el· procedimiento- ordinario, una vez cerrada 

la instrucción, los actos prepar.:storios de la audiencia de 

fondo consisten en la formulación de las conclusiones del 

Ministerio.Público, y si estas son acusatorias, se cita para 

audie11cia final ( arta. 325 CPP, 305 CFPP ) • 

La fase conc1usiva del juicio penal. Esta 

desarrolla esencialmente en la audiencia de fondo, en la que 
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se repiten diligencias de pruebas cuando fuese necesario, se 

formulan alegatos y se pronuncia el fallo en la propia 

audiencia o dentro de un breve plazo porsterior. ( Art •. 326-329 

del Código Penal: 336 del CFPP). 

Pensamos - que los cuatro periodos analizados del 

articulo lQ de Código Federal de Procedimientos Penales, son 

es si, las etapas que integran el procedimiento penal, si 

atendemos a la -finalidad de éste, que es la de aplicar la ley, 

consistiendO esta apl.icación en establecer, si determinada 

conducta es ·calificada como delito y la sanción acreedora a 

esta conducta. 

En cuanto hace a los procedimientos que ae citan en 

las fracciones siguientes: V, VI y VII, del articulo antes 

mencionado, estos no forman parte del procedimiento penal 

aunque, si bien, la fracción VI que es el senalado como 

procedimiento de ejecución. que comprende el momento en que 

cause ejecutoJ:'ia la sentencia de los tribunales husta la 

extinción de las sanciones aplicadas, y que algunoo autores lo 

consideran como parte integrante del procedimiento penal: el 

de ejecución, ya que si la finalidad del procedimiento penal 

es la aplicación de la ley, ósta se ve realizada al momento de 

dictar sentencia por las tribunales y la aplicación que tiene 

por objeto que el órgano encargado de la ejecución de las 
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sanciones impuestas en sentencia finne, senalc el tratamiento 

que debe aplicarse a los reos y los lugares en que han de 

cumplir sus condenas: el periodo de ejecución de las sanciones 

se encarga al Poder Ejecutivo por conducto de la Dirección 

General de ServicioG Coordinados de Prevención y Headapt8ción 

Social, dependiente de lo Secretaria de (j1Jbernaclón. tal y 

como lo indica el articulo 18 Constitucional y 575 del Código 

de Procedimientos Penales par.::i el Distrito Federal. 

e.abe set'la lar que en el Cód i1_10 de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal no cxíRte un articulo que nos 

sena.le expresamente Jos po¡" 1odos del procedimiento; pero del 

análisis del mif:mo, cncontr·amos que en el Titulo Segundo, 

Sección segumia, capitulo 1, denominado: Iniciación del 

Procedimiento, sef)Ula lus d.iligcnc.ias .:i practicar por el 

Ministerio Público con el auxilio de la Policia Judicial, una 

vez enterado de un hecho deUc:tuoi:HJ tendientes la 

investigación rJel mi~·.;in.:i. Par,.t reunir loe elementos necesarios 

integrantes del cuerpo del deJ ito que se investigue, asi como 

la presunta responsabilidad ti incul¡h1do, una vez reunidos 

es tos se ponen disposici.ón de la autoridad judicial 

correspondiente, este periodo en la práctica se denomina 

"Oiligcrclar;. de Averiguación Previa". Ejercitando de esta 

forma el Ministerio Público la acción penal correspondiente. 
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En el mismo Titulo Segundo, sección tercera, 

encontramos el periodo denominado de instrucción, mismo que se 

inicia desde el momento que el detenido queda a disp~.sici..ón de 

la autoridad judicial. 

Durante esta etapa de instrucción el _tribu~al. que 

conozca el asunto deberA observar circunstancias peculiares 

del inculpado, motivos que lo impulsaron a delinquir, 

condiciones económicas-sociales y las especiales en que se 

encontraba en el momento de la comisión del delito, 

circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocación que demuestren 

su mayor o menor temibilidad, teniendo para esto el tribunal 

amplias facultades para allegarse los elatos que se refieren y 

dentro de las setenta y dos horas siguientes a )que fue 

puesto a disposición del juez, éste, deberá dictar el auto 

correspondiente, ya sea el de formal prisión, sujeción a 

proceso o el de libertad por falta de elementos para procesar: 

terminando con este acto el periodo que el Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal conoce como 

periodo de instrucción. 

Y por último. el mismo Código en eu Titulo Tercero, 

senala un tercer periodo, denominado de juicio, que va desde 

el auto que determina la situación jurldica del inculpado, 

hasta que se dicta la sentencia. 
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Esta división proporcionada por el Código de 

Procedimientos Penales del Distrito Federal, encontramos que 

el periodo que algunos autores denominan de Preparación del 

Proceso y el Código Federal denomina de Preinstrucción, el 

primero la conoce como instrucción, llevando con ello a que 

algunos autores hablen de varias etapas de la instrucción y 

con esto crear confusión al pretender dividir los periodos del 

procedimiento penal para su estudio. 

Asimismo, el periodo que el. Código Procesal del 

Distrito Federal denomina de "juicio" es aquel que va desde 

que se dicta el auto de formal prisión hasta la sentencia; el 

profesor Rivera Silva82 , lo denomina periodo del proceso y el 

cual divide en cuatro etapas: pero antes de mencionarlas, 

de_bemos scí"lalar que e1 autor citado divide el procedimiento en 

tres periodos que son: 

A) Periodo de Preparación de la Acción Procesal 

Penal.- Va de '1a demuncia o querella ante el órgano 

investigador, hasta la consig11ación que éste hace a los 

tribunales. 

B) Periodo de Preparación del Proceso. - Se inicia 

con el auto de radicación que dicta el juez y termina con el 

auto de formal prisión, sujeción a proceso o de libertad por 

falta de elementos para procesar. 

82 Rivera Silva, op. cit., págs. 45 y sigs. 
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C) Periodo-"de Proceso.- Este.-10 divide en cuatro 

.cerrada la inBtru·Ccióñ .. :· -
. . . . -- . ·-- --- -- - -·--~--- .- _.:_.-• =- ~· ,-,'-'-:f:c:· __ _ 

I I. P.eriod0' de Prepa·~~~·i_ó_~ d~i :··JuiCi~r. _.:,·v~ éi'ei iÍu to-

que declara cerrada la instrUcción, :J~~s~~ _ e~.:-.. ·aut·o q~e- cita 

para la audiencia.de vista. 

III. Discusión o Audiencia.-- va del auto que cita 

para la audiencia de vista, hasta efectuada ésta. 

IV. Fallo, Juicio o Sentencia.- Desde que se 

declara visto el proceso hasta la sentencia. 

Hacemos mención a esta división de los periodos del 

Procedimiento Penal que nos proporciona el profesor Rivera 

Silva, porque es la que más se apega a nuestras leyes 

procedimentales, y dicha división de los periodos fue hecha en 

cuanto a los fines que persigue cadü uno do estos periodos. 
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4.3.- El fin del procedimiento peÓal. 

Una vez que hemos hablado acerca de los conceptos 

del proceso_y del procedimiento penal, a continuación haremos 

mención del fin o los fines que estos persiguen, ya que 

existe una clara diferencia entre lo que es el proceso y lo 

que es el procedimiento, aunque en la actualidad dichos 

conceptos siguen usdndose como sinónimos. 

El fin o los fines del proceso penal en tlltima 

instancia y meta final. conducen a los mismos fines generales 

del derecho como son: alcanzar la justicia, el bien común y 

la seguridad jur1dica. 

Pero para el caso de nuestra disciplina en estudio, 

habrá que recordar no sólo los fines del derecho mismo, sino 

también los fines del proceso en general y los fines del 

proceso penal mismo, porque los fin es del proceso penal 

desencajan ele los fines dt!l p:'.'oce5o en general. como los de 

éste tampoco deben apartarse d· los del derecho en general, 

es decir, existe una intima relación entre todos el.los y los 

cuales no pueden desligarse y entenderse por si mismos. 

Dentro de los diversos tratadistas en la materia, 

no ha existido una uniformidad acerca de los fines del 
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proceso y de acuerdo a las diversas definiciones que existen 

acerca del proceso penal, las finalidades serian: para 

Bettiol,"fijar las condiciones de hecho de los cuales derivan 

el ius puniendi y el deber de sujetarse· a la pena el reo"; 

para MacLean Estenós, 11 conducir a una sentencia condenatoria o 

de absol.ución; para Prieto-Castro, 11 determinar si en el caso 

concre'to el Estado tiene el derecho a castigar'; para De Pina, 

~plicar la ley penal~ etcétera. 

Pero especial mención merece hacerse sobre el 

planteamiento de los fines que hace el maestro Eugenio 

Florián, ya que ha sido quien més ha influido al respecto 

entre los tratadistas mexicanos y el que mas se ha 

desarrollado. 

Florián clasifica tales fines en genera1es y 

especificos. Los genera1ea, a su vez, pueden ser inmediatos o 

mediatos, y los especificas se subdividen en investigar 1a 

verdad e individua1izar 1a pcrsona1idad del justiciable.~ 3 

El fin gcnera1 mediato alcanza, según F1orián, los 

fines mismos del derecho penal -prevención y represión del 

delito-,en tanto que el inmediato, la aplicación de la norma 

material de derecho penal al caso concreto. 

83 Flori.án,Ellgenio, Elenentos de derecho procesal penal.erl. 
Bosch,Barcelooa 193'1, pi\g. 49 y 50. 
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En los _fines espec~ficos, Fl.oriAn destaca dos: la 

verdad histórica, como contrapartida a 1.a verdad ficticia o 

formal.; -y- la,,persOnalidad deJ._justiciable .. 

En -~-e1 caso de la verdad, parece ilógico 

ciaslficB¡;.la~ pero esto ocurre entre los juristas. Se -iiiude 

asi a- la' .ve~~d real o histórica y a verdad formal~ 

En. la 1lamada verdad formal., la _adecua~'ión entre el 

hecho y la idea que del mismo se tiene ocurre prActicamente 

por decreto. 

En la verdad histórica, conocida propiamente como 

la verdad real, la adecuación entre el hecho ocurrido en el 

pasado y la idea que del mismo nos fonnamos hoy resulta 

perfecta. Es en este sentido que se ha dicho que el juez es 

también un historiador. 

En relación a lo anterior, el. maestro Brine~o 

Sierra nos dice: "Técnicamente la vcrdnd material (o 

histórica) significa la mlts eficiente reproducción del 

acontecimiento discutido; pero en el ámbito procesal y aún en 

el extenso campo de la jurid 1-: id ad, csu reproducción suele 

estar impedida por razones legalPs. J\sl, cuando se considera 

la confesión como una dcclarac ión de voluntad, v inculat iva 

para las partes y el juez, el valor de este medio de 

convicción resulta tasado o previo y aparece como una barrera 

en la búsqueda de esa verdad material.n 84 

84 Briseoo Sierra, Hunberto, Consideraciones generales sobre el O'.'xligo 
Civil. de Zacatecas,en estudios de Derecho Prcx;esa1, F.d. caroenas editor 
Tono I, t-lé:<ico, 1980, pág. 118. 
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Por lo que hace a la persona1idad de1 justiciab1e, 

imp9rta que sea investigada, no sólo para graduar la sanción 

en el caso de que la sentencia fuera en contra, sino también 

para_·determinar mediante el conocimiento ·ae su persona si es 

o no imputable, y aun si puede figurar como parte dentro del 

proceso. 
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CAPITULO QUINTO 

5.- FACULTADES Y LIMITACIONES DEL DEFENSOR 

EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. 

5.1.- Nombramiento y Personalidad. 

Después de examinar la función de la defensa propia 

del cometido del defensor, pasamos a la regulación formal que 

se inicia con la elección de quien o quienes se haran cargo de 

la defensa, hasta el fenecimiento de dicha encomienda. 

Hay elección de defensor cuando se nomina a la 

persona que se harA cargo de la defensa. /\si, llegado el 

momento, el elector designa o nombra a la persona o personas 

que desea se encarguen de la defensa. 

Veas e que el elector, como regla general es el 

imputado. Es a quien le corresponde elegir a la o las pe~sonas 

que desea lo defiendan. Si .Jcaso no cuenta con alguna persona 

para ello, en nuestro sistema podrA elegir de una lista de 

personas que el juez le propor~lone, a uno o varios para que 

lo defiendan. 

Mé.ximo intcr~s presenta el determinar a partir de 

que momento nace, para el individuo sometido a procedimientos 

de tipo penal, el derecho a nombrar defensor y a que éste 

intervenga en su favor. Concretamente, el problema consiste 
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en saber si· goza de ese derecho" el. indiciado dentro de la 

averiguación previa ante el. Ministerio Ptiblico o si se le 

está reservando-al procesado ante las autoridades judiciales. 

El párrafo inicial del. articulo 20 conBtitucional afirma que 

las garantías concedidas en su texto, pertenecen al acusado 

en todo juicio del orden criminal. No obstante, partiria por 

una falsa ruta quien pretendiera concluir, de los términos 

acusado y juicio, que el articulo a estudio reserva aus 

disposiciones tan sólo a la etapa jurisdiccional de los 

procedimientos penales. Por cuanto al término acusado, cata 

bien claro que el articulo 20 constitucional lo emplea en 

forma ampl1sima, para designar a todo aquel que es sujeto de 

procedimientos penales. sin hacer diotinciones entre las 

diversas etapas de dichos procedimientos y no el restringido 

sentido técnico que designa a aquella persona contra la cual 

el Ministerio Público ha formulado conclusiones acusatorias. 

Por lo que hace al concepto de juicio, es igualmente evidente 

que aun cuando la mayo~ parte de las garantias enumeradas en 

el articulo 20 tienen su propio campo de acción dentro de la 

etapa judicial del procedimiento, otras extienden su 

protección a la etnpa de la averiguación previa .. Banta o 

manera de ejemplo, sef\dlar el caso de la garantia de no 

autoincriminarse art. 20, frac e. I I ) , aplicable al 

indiciado durante la averiguación previa, segun lo ha 

reconocido la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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En realidad, el problema que nos ocupa ha sido 

resuelto en forma clara, y te:tminante por el propio 

constituyente. El texto de la fracción IX del articulo 20 

Constitucional preceptúa: "El acusado podrli nombrar defensor 

desde el momento en que sea aprehendido .•. ". i\sl la doctrina 

emite su sentir en el siguiente orden: 

a) Para Olga Islas ~· Elpidio Rund.re::: 85 encuentran 

tan claro el texto const ilucional que ul. numerar las garantías 

de las que goza el procesado ¡icnal, se limitan a transcribirlo 

diciendo: "El acut>ado podrá nombrar defensor desde el momento 

en que sea aprehendido .•• ". 

b) Por otro lado, Prado Reséndü:
86 

afirmil: "Otro de 

loa temas que surge il Cf; le respecto y el cual ha suscitado 

polémica tambit-m, es el de que si desde el momento de ser 

aprehendido una perscna, puede nombrar defensor o no, y éste 

entrar a la etapa misma de la averiguación previa al desempeno 

de su carnet.ido. Mi opinión es en sentiJo afirmativo, .ya que 

tal derecho es una gar,1nt1a consagrada en la Constitución y en 

el Código Procesal. Penal en Mu ter ia Común y en la Ley de 

Amparo". 

e) Para A.rilla no cabe duda de que el 

dcf ensor puede intervenir en las diligencias de 

averiguación previa practicadas con detenido, siendo 

inúiferente que la aprehensión se haya efectuado por orden de 

la autoridad j ud ic ial o por dispos ic .ión del Min is ter io Público." 

85 lslas,Olga y Elpidio Ran1.r.ez,Sistem Proci:.-sal Pen.lll en la con~t.itución, 
Fd.Porrúa,M6xico, 1979, pttg.22. 

86 PrOO.o Reséndiz ,Heriberto, La Flagrancia y L:1 Omsi Flaq_I~Cia,rcvista 
Dinfrnica del Derecho Me.xicano,No.2,P.G.H.,Mé:x1co,l974,~. 

a7 Arill;J [\:1s,Fernando,E.1. Proco::limiento Penal en ~ico,Diitore!J Unidos 
r-:e:dcanos S.i\.,Mé...;ico, l972,pt"1gs,4'1 y -15. ----
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d) Para Garcla Ramlrez 88 , en cuanto al momento para 

el nombramiento de defensor, la fracción IX del articulo 20 

Constitucional es explicita: desde el momento en que sea 

aprehen~ido 
0

(ei indiciado). Explica que - ••• la voz aprehensión 

puede-interpretarse, en favor rei, como sinónimo de detención 

o bieri, en términos mAs rigurosos, como aprehensión en sentido 

estricto, esto es, comO ejecución de un mandamiento de 

autoridad-." 

. 
Acorde a las reformas al Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal, al adicionarsele el articulo 

l34bis, en su parte final, se establece: "Los detenidod, desde 

el momento de la aprehensión, podrAn nombrar abogado o persona 

de su confianza que se encargue d~ su defensa. A falta de una 

u otro, el. Ministerio Pó.blico le nombrará uno de ofir.io". Este 

nuevo articulo, desde el punto de vista teórico ea inótil, 

puesto que nada nuevo agrega lns d isposic:lonen de la 

fracción IX del articulo 20 Constitucional, tiene, en cambio, 

desde el punto de vista práctico, una gran importancia por 

cuanto representa el conocimH:nto por parte del legislador 

local, de ·1a correcta interpretación de la norma 

constitucional, y en la práctica, la ProcurcJdurla General. de 

Justicia del Distrito Federal ha ido mlls olla del pacto 

federal. Actualmente permite que nombren defensor todos los 

indiciados, aón los que no estén detenidos en el momento en 

88 Garcia Ran1.rez.Sergio.D3recho Procesal Penol,Fd. Por.rúa, M·3.xico, 1990 
pág. 231. 

* Publicado en el. Diario Oficial de lo Federación, del 29 de dicionbre 
de 1981. 
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que comparecen ante. ésta. 

Por lo ·que hace ,al- procedimiento * federal , se 

reformó entre otros, el articulo 128 del Código de la materia. 

El nuevó texto en su párrafo terceiro· dispone-: "Desde el 

momento en que se determine la detención, el Ministerio 

Público hara saber al detenido la imputación que se le hace y 

el. derecho que tiene para designar persona que lo defiendn, 

dejando constancia de esta notificación en las actuaciones. El 

Ministerio P'1blico recibiré las pruebas que el detenido o su 

defensor oportunamente aporten dentro de la Averiguación 

Previa y para los fines de ésta, que se tomar!ln en cuenta, 

como legalmente correnponda, ~n el acto de consignación o de 

liberación del detenido, en su caso. Cuando no sea posible el 

pleno desahogo de pruebas de la defensa, se rcecrvarAn los 

derechos de ésta para ofrecer ante la autoridad judicial y ol 

Ministerio Póblico hará la consignación si estlln satisfechos 

los requisitos para el ejercicio de la acción.• 

El derecho, consagrado en la Constitución, del 

indiciado a asistirse de un defensor durante la averiguación 

previa y a partir del momento en que es detenido, es 

reconocido por la doctrina; reiterado por la ley procesal 

penal y admitido por la jurisprudencia de la Suprema Corte. 

ademAs, responde a lds necesidades técnicas, lógicas y 

jurldicas inderogables. 

El defensor, cuando interviene en un caso en el que 

* Publicado en el Diario Oficial de la Fa:leración, del 27 de dicianbre de 
1963. 
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su defendido ha sido detenido durante una averiguación 

previa, tiene una función primordial: la de estar preSente en 

todo interrogatorio que se haga al indiciado, a fin de 

cerciorarse de que se respeta su derecho a guardar silencio, 

o bien, que sus declaraciones son libremente emitidas. /\si, 

el respeto a la garantla de autoincriminarsc. En caso 

contrario, si se protege lu libertad del. indiciado en el 

momento de rendir declaración duranle la aVcriguación previa, 

el proceso judicial puede iniciarse sobre la base de una 

confesión coaccionada. A partir de ese momento, y dada l.a 

jurisprudencia de la suprema Corte confoanc a la cual debe 

dllrsele preferente valor probatorio a esa declaración 

inicial, el proceso se convierte en un rito vacio, de 

resultado prefijado. Al impedir la intervención del defensor 

durante la averiguación previa, hace imltil su posterior 

actuación durante el proceso. 

En relación a lo a~teriorm~~te men~io~ado, en 

cuanto al momento de la elección, éste puede ser desde el 

momento de la detención del imputado (caso en que nuestra 

jurisprudencia lo ha visto como facultativo), desUe la 

declaración preparatoria {momento a partir del cual es 

indispensable su elección), o en cualquier ?tro momento del 

proceso, para el caso de sustitución del defensor. 
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Luego de +a nominación, -10-_más lógico y natural es 

que el funciOnárlo debe hacer.'.~:-:eabÉ!r ~fli- designación a la 

persona nominada, a fin de· qÍJe _acei>te::'o rechace el cargo 

conferidá;. 

Para que 1,os_ actos de, defensa _principien a tener 

vigencia, es indispensable que el defensor acepte el 

nombramiento, de tal manera que, deberá hacerl.o ante el 

órgano o autoridad correspondiente, tan pronto como se le dé 

a conocer su designación, y para que surta efectos legales, 

constará en el expediente respectivo. 

A partir de ese momento está obligado el defensor a 

cumplir con las obligaciones inherentes a su función. 

La designación de defensor, para el profesional, 

con3tituye ante todo un honor y un orgullo. Supone que a él 

se están confiando bienes tan preciosos como la libertad o la 

vida. Es un recOnocimiento a sus cualidades profesionales. 
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s.2.- Los e1emeiítoS 'arci1~i:(dentrO .. de1 proceso • 

. ;, ' ):\·_:\~:;:{::·~'.-. :2· 

· . El ·.~:prOf~s~~ éi.Pr':úl~·Oc 'GóineZ "Lara89 , 
·- - . _', - ·<e!---< 

externa que 

"Indtid~bi~i:rieiú:.~:- ci?e. ~~~:. p~·fmer?S ·Procesos' jurisdiccionales que 

apareCieron e~-·; la -h~~,~~id~d, ·-fu~;~n de cartscter eminentemente 

oral; la _escritura no existia, o si existia no se utilizaba en 

los -pl:Océsos prim-it-ivos. ·Las partes comparecian directamente 

ante el tribunal o juez y, de viva voz, .le exponian sus 

problemas. Ahi mismo se trala a los testigos y, también 

verbalmente se pronunciaba la sentencia. Pero al irse 

complicando la vida social y, por ello, también al irse 

haciendo cada vez mAs complejos los procesos jurisdiccionales, 

fue necesario formar un registro o memoria de los actos 

procesales y, nacen as1, el expediente y quien 1o forma o 

manufactura, o sea el escribano, y entonces surge en este 

sentido primitivo y simplista, el proceso escrito.• 

Asl, el. principio de oralidad en el proceso, debe 

desarrollarse preponderantemonte por medio de la palabra 

hablada, debiendose basar tan sólo las resolucionca judiciales 

en el material procesal proferido oralmente. Al procedfodcnto 

oral se contrapone el escrito, en el que el desenvolvimiento 

normal del proceso se verifica por la escritura que consta en 

los autos. 

89 Gánez Lara, Cipriano, Teoria General del Proceso, Textoo Universitarios, 
tJNr.M, 1983, pág. 77. 
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La supremacia del aistema oral proviene de las 

facilidades que da el juez para una sentencia justa. 

Presentando l.as pruebas oralmente (hasta donde esto sea 

posible), el. juez puede llegar a un conocimiento directo mAs 

preciso, llenando los extremos de la verdad real o material 

que el proceso penal persigue, y con el objeto de que sea la 

impresión viva y no el recuerdo conservado por escrito lo 

que sirva de base a la sentencia. 

En nuestro proceso l.a oraliad sólo tiene plena 

actuación en el period~ de audiencia, en el que tanto el 

Ministerio Público como el acusado, o su defensor, 

verbalmente alegan lo conveniente para apoyar sus 

conclusiones ya expuestas. No eG sólo una garantia procesal, 

sino también constitucional, ya que se encuentra establecida 

la audiencia pública, en el articulo 20, fracción IV, de la 

Constitución. Por desgracia en la prllctica se ha impuesto 

que tanto el. Ministerio Público, como la defensa, renuncien 

a esta audiencia, más que nada por la inmoralidad de l.os que 

no comprenden la importancia ~;ucial. de las funciones de la 

acusación y de la defensa. 

El. juicio oral está dominado por el principio de 

contradicción, ya que tanto la acusación como la defensa se 

encuentran en el proceso, persiguiendo diferentes 
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finalidades: su libertad persona1 o una.sentencia al minimo 

posible, ei procesado; ·la estricta apl~cación 'de· la ley 

penal al responsable de un·delito, el Ministerio Póblico. Se 

debe garantizar pues, --a -las partes, ·el. que conozcan las 

actuaciones mutuas, y el poder tomar las medidas necesarias 

respecto a esas actuaciones, para que realicen el. fin que 

persiguen. 

Este principio garantiza también un defensor 

técnico, ya que si el Estado ha creido necesario que no sólo 

el juez sino el acusador tengan una pr_eparación técnica en 

la disciplina jur1dica, debe permitir él que el procesado se 

valga de un técnico, versado en cuestiones de derecho, que 

pueda enfrentarse al juez "J' Miniotcrio Públ.ico con 

probabilidades de exito. puede haber verdadera 

contradicción sin una contrapoaición de órganos homogeneoa. 

En la actualidad, nos encontramos que e1 defensor 

se ve limitldo para poder expresarse oralmente: ya que son 

pocas las ocaciones en que puede hacerlo dentro del 

procedimiento, siendo algunas de estas, al momento de 

ofrecer pruebas o al momento de realizar un interrogatorio 5 

los testigos o a su defendido. 

Por otra parte, es criticable la actitud de 

algunos funcionarios de los juzgados, que limitan las 
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labores del defensor en el desahogo de algún interrogatorio, 

al desechar l.as preguntas que éste formula a los testigos, 

siendo desechadas sin tener fundamento alguno y quizás 

motivados por otros intereses, perjudican en especial. la 

labor del Defensor Profesional Particular, y con el.lo, también 

al procesadow 

Debemos recordar que la fase oral en el 

procedimiento penal, es de gran trascendencia; ya que un buen 

abogado puede llegar a ilustrar más detalladamente al juzgador 

e incluSive, puede llegar a convencerlo sobre la inocencia de 

su cliente. 
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5. 3. - Respo~eab~1idBdes. _· de1. De~ensor. 

ES _de·---·tociós con~cido.····que·, · el defensor ha de 

respo11der por;-~suS< 8cciOnes ,-ú Orilisioñes·, incluso mediante 

sanciones_ c·1v11es: y :P~fo-~A~-~; __ :,~. 

Nuestra legislación penal. contempla algunos 

delitos en que_ incurren los defensores que no cumplen con 

el cargo qU.e se les ha conferido, según se desprende de lo 

establecido por el Código Penal para el Distrito Federal y 

cuyo texto es el siguiente: "Se impondra suspensión de un 

mes a dos anos y multa de cincuenta a q1Jinientos pesos, a 

los abogados o a los patronos o litigantes que no sean 

ostensiblemente patrocinados por abogados cuando cometan 

alguno de los delitos siguientes: .•. Al defensor de un reo, 

sea particular o de oficio, que sólo se concrete a aceptar 

el cargo y a solicitar la libertad cauciona! que menciona 

la fracción I del articulo 20 de la Constitución, sin 

promover mlls pruebas ni dirigirlo en BU 

defensa ••• -(art.232,frac.III). 

En cuanto a los defensores de oficio. e.l código 

mencionado indica: cuando éstos - a in fundamcn to no 

promuevan .las pruebas conducen tes en defensa de los reos 
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que l.os designen, serAn destituidos de. su empleo .... " (Art .. 

233)' 

Asimismo, ·e1 defensor también puede incurrir en 

un delito si 11.egase a revelar un secreto de su defendido .. El 

deber que contrae el defensor en relación con quien le ha 

confiado un secreto no debe ser defraudado nunca, porque si 

asi fuere, reaultaria afectado no sólo el derecho de defensa 

del. procesado sino también el interés de la sociedad. Si bien 

es cierto que la obtención de la verdad ea aspecto 

principalislmo al debe atende::rse durarit 1..: el procesu, el órgano 

jurisdiccional estti. obligado a guardar un rcapeto absoluto 

para todo aquello que constituya un acto de defensa, y sobre 

todo, nunca tratar de constreftir al defensor, para que falte a 

un deber moral y legal de tanto trascendencia. La revelación 

del secreto profesional. constituye un delito en que la tutela 

pienal tiene por objeto, la protecc.lón de la libertad 

individ~al y la i~tcgridad social. 

En el primer aspecl'.' se afectarla la vida privada 

del sujeto, y en el segundo, el normal desenvolvimiento de la 

sociedad en esferas tan importantes como lo son, la moral y la 

buenas costumbres. 
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El Código Penal para el Distrito Federal, en 

relación con este problema, establece lo siguiente: "Se 

aplicará multa de cinco a cincuenta pesos o prisión ae dos 

meses a un año al que sin justa causa,. con perjuicio ·de 

alguien y sin consentimiento del que pueda resultar 

perjudicado, revele algún secreto o comunicación reservada 

que conoce o ha recibido con motivo de su empleo, cargo o 

puesto• (art.210). 

"La sanción será de uno a cinco anos, multa de 

cincuenta a quinientos pesos y suspensión. de profesión en 

su caso, de dos meses a un ano, cuando l.a revelación 

punible sea hecha por personas que preste servicios 

profesionales o técnicos o por funcionario o empleado 

públ.ico, o cuando el secreto revelado publicado sea de 

carácter industrial" (art.211). 

Dentro de estos preceptos, no solamente quedan 

comprendidos los funcionarios y empleados públicos, también 

el defensor. 

La revelación del secreto profesional, en 

principio, es inviolable, de caractcr juridico y moral; sin 

embargo, en algunos casos excepcionales en los que existen 

bienes de mayor valor, en relación con el que tutela la 

revelación de secretos, el defensor debe darlos a conocer: 

como cuando se trata de la patria o cuando con el silencio 

se pudiera lesionar la situación de un inocente. 
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Por lo que visto lo anterior, no podemos dejar de 

valorar la importancia que tiene el ser designado defensor 

en cualquier proceso penal por insignificante que sea este; 

ya que es en nosotros en quien la gent~ deposita su 

confianza y espera obtener resultados satisfactorios, cosa 

que debemos entender perfectamente y no sólo agarrar 

asuntos que quizas no podamos atender. 

Creo que es necesario crear conciencia entre 

todos· los abogados en cuanto a que en todo asunto en que se 

nos encomiende la defensa, debemos hacerlo de la mejor 

manera, utilizando todos las recursos legales que nuestra 

ley nos se~ala: ya que as! pod~nos devolver la confianza a 

la gente y esta, vuelva a creer en nosotros como abogados y 

enaltecer nuestra profesión. 
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5.4.- A1cances de1 Defensor frente-a 1as facu1tades de1 

Hlnisterio P~biico. 

~En ---MéxicO -Priva una desigualdad manifiesta entre 

el defensor Y- ·e1 .Ministerio P~blico. Mientras que el ú1timo 

tiene 'en - su favor el • imperium•, presupuesto especial da 

gastos, vehiculos disponibles, órganos técnicos, personal 

especializado, equipos de informática y telecomunicaciOn, 

puede sacar expedientes del juzgado, escuchar en sigilo 

ciertas notificaciones judiciales, etc., el defensor no 

cuenta con nada de esto. 

Aunado a lo anterior, existen muchos defensorea 

que ven al Ministerio Póblico como una autoridad dentro del 

procedimiento penal y creen que éste puede tomar decisiones 

dentro del proceso: situación con la que no estamos de 

acuerdo, ya que dentro del proceso penal la defensa como el 

Ministerio Público tienen la calidad de partes y ambos 

tienen facultades similares como son: El ofrecer prueba.e, 

interponer los recursos en contra de las resoluciones que 

les afecten, estar presentes en el desahogo de las pruobas, 

asf como formu1ar sus respectivas conclusiones, etc. 

y es que al. Ministerio Público no. le corresponde 

la función decisoria en el. proceso, sino 1lnica y 
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exc.lusivamente al juez, quien es el sujeto procesal ml!s alto e 

importante, por virtud de su facultad soberana de decidir, 

encomienda no concedida al Ministerio Público. 

Cierto es que en el proceso penal la que se busca 

es el establecimiento de la verdad histórica, real o material, 

y que para ello el juez tiene facultad de practicar de oficio 

todas las diligencias que crea necesurias para normar su 

criterio y dar un fallo concreto. Pero sin embargo, el 

Ministerio Público es el verdudero animador del proceso en su 

fase instructora, ya que es el órganó oficial de acusación que 

debe pugnar para agotar las pruebas que hagan evidente y 

lógica la culpabilidad del procesado; a contrario eensu, 

corresponde al Defensor como particular, ofrecer y desahogar 

todas las pruebas necesarias pa.ra demostrar la inocencio de su 

defendido a 

Ante tal situación, resulta necesario que el 

defensor sea una persona que ns tente el ti tul.o de Licenciado 

en Derecho, ya que ne necesitdn los conocimientos técnicos 

suficientes para hacer frente a dicha situación y poder 

realizar una buena defensaª Y m~s aún que el Ministerio 

Público siempre ha de ser una persona titulada y que, corno 

mencionamos, tiene los conocimientos y medios t6cnicos para 
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llevar a cabo sus funciones de órgano acusador. 

Reforzando, es claro que lo anterior, es diverso 

respecto de la situación que enfrenta "el Defensor dentro de 

la averiguación previa (ante el Ministerio Público), ya que 

es ah~ donde se ve imposibilitado para llevar a cabo su labor 

de defensa, pues en la mayorla de las veces ni siquiera se le 

permite estar presente al momento de que el detenido está 

rindiendo su declaración. Asimismo, tampoco se le pennite 

ofrecer pruebas dentro de la etapa de averiguación previa, 

basándose el Ministerio Público, en que aún no exiatc una 

acusación en su contra. /\nte esto, el defensor se ve muy 

limitado en su labor defensora ante las facultades del 

Ministerio Público, en la fase que le corresponde. 
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s.s.- Persecución Ministerial. 

El articul.o 21 constitucional establece que "la 

persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y 

la Policia Judicial, la cual estará bajo la autoridad y 

mando inmediato de aquél". Para comprender con toda claridad 

la función persecutoria se necesita estudiar, primero, en 

qué consiste la persecución de los delitos y segundo, qué 

caracteres reviste el órgano a qui en cstA encomendada esa 

función. 

Primero. La función persecutoria, como su nombre 

lo indica, estriba en perseguir los delitos lo que es 10 

mismo, en buscar y presentar las pruebas que acrediten la 

responsabilidad de los inculpados: pidiendo la aplicación de 

las penas correspondientes. De esta manera, en la función 

persecutoria se vislumbra un contenido y una finalidad 

íntimamente entrelazados: El con tenido, realizar las 

actividades necesarias paro que el autor de un delito no 

evada la acción de la justicia; la finalidad, que se aplique 

a los delincuentes las conscc11encias fijadas en la ley 

(sane iones) . 

Segundo. El 

persecutoria, como lo 

órgano que realiza 

establece el citado 

la función 

articulo 21 

constitucional, es el Ministerio Público. El Ministerio 

Püblico es un órgano del Estado que, con raigambres en 
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instituciones extranjeras, se ofrece, en la actual.idad, en 

nuestro pala, con ca~acteristicas propias qUe ha ido tomando 

en el decurso de los tiempos. 

La función persecutoria 

actividades, a saber:" 

a) Actividad 

b) Actividild de -la acción penál_.' 

A) Actividad Investigadora. La actividad 

investigadora entrana una auteéntica averiguación: de 

busqueda constante de l.as pruebas que acreditan la 

existencia de los delitos y la responsabilidad de quienes en 

ellos participan. Durante esta actividad, el órgano que la 

realiza trata de proveerse las pruebas necesarias para 

comprobar la existencia de los delitos y poder estar en 

aptitud de comparecer ante los tribunales y pedir la 

aplicación de la ley. La actividad investigadora es 

presupuesto forzoso y necesario del ejercicio de la acción 

penai. es decir, del excitar a 1os tribunales a la 

aplicación de la ley al caso concreto, pues ea obvio que 

para pedir la aplicación de la ley a una situación 

histórica. es menester dar a conocer la propia situación y, 

por ende, previamente estar enterado de la misma. 
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B) Ejerci'cio de 1a Acción Pena.l. La segunda 

actividad que abraza la función persecutoria, consiste en el 

.llamado ejercicio de la acción pena.l. Para en tender el 

ejercicio de la acción penal, previamente debe darse una 

noción de lo que es acción penal y, para e.l.lo, nos 

avocaremos al estudio de 1.a misma, de una manera muy 

sencilla. 

La acción penal es el derecho de persecución del 

Estado que nace cuando se ha cometido un delito. Si hemos 

expresado que el Estado, como representante de la sociedad 

organizada, vela por la armonla social, lógico resulta 

conceder al Estado autoridad para reprimir todo lo que 

intente o conculque la buena vida gregaria. Al amparo de 

esta autoridad, es indiscutible que en cuanto se comete el 

hecho delictuoso, surge el derecho-obligación del Estado de 

perseguirlo: mas para que el propio Estado pueda actuar, 

resulta obvio que debe tener conocimiento del hecho e 

investigado éste, llegar a la conclusión de que es 

delictuoso, para de estd maneru ejercitar su derecho anle la 

autoridad, reclamando la aplicución de la ley. 

El ejercicio de la acción penal es el conjunto de 

actividades realizadas por el Ministerio Público ante el 

órgano judicial, con la finalidad de que éste, a la postre, 

pueda dictar el derecho en un acto que el propio Ministerio 
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Público estima delictuoso. 

El ejercicio_ del~ acción penal tiene su principio 

mediante el acto ·de la consignación.· Este acto es el 

arranque, el punt? en el cual. el Ministerio Público ocurre 

ante el órgano jurisdiccional y provoca la función judicial; 

la con·signación es el primer acto del ejercicio de la acción 

penal. Ahora bien, para poder llevar a cabo este acto 

inicial de ejercicio de la acción penal, es menester cumplir 

determinados requisitos constitucionales, referidos al 

cuerpo del delito y probable responsabilidad, previstos en 

el articulo 16 de nuestra Carta Magna. 

El ejercicio de la acción penal es una actividad· 

del. Ministerio Público encaminada a cumplir con su función 

persecutoria y a poner en aptitud al órgano jurisdiccional 

para realizar la suya. 

Este primer acto de .. consignación", pone en 

movimiento toda la actividad procesal, hace que se inicie el 

procedimiento judicial, crea una situación juridica especial 

para el probable responsable de un delito, obliga al órgano 

jurisdiccional a la ejecución de determinados actos y obliga 

también al Ministerio Público, que debe continuar, por todas 

sus partes el ejercicio de su acción. 

La definición dada sobre el ejercicio de la acción 
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penal, o lo que es lo mismo, la acción procesal penal, nos 

ofrece los siguientes elementos: 

a) Un Conjunto de actividades: 

b) Una finalidad, y 

e J Un poder del que éstan investidas esas 

actividades. 

Al Las actividades consisten en hacer determinadas 

gestiones ante el órgano jurisdiccional. Ellas son 

realizadas por el Ministerio Público y se orientan a la 

finalidad que sei'lalamos como segundo elemento. La actividad 

es el cuerpo de la acción procesal penal (del ej crcicio de 

la acción penal), o mejor dichn, el elcmcnlo que por poder 

captarlo con los sentidos, integra 1o que bien podria 

llamarse ei e1-emento material, en el cual nos es posible 

encontrar el principio y fin de la acción procesal per1al. 

Esto nos permite resolver en forma bastante sencilla el 

problema que se escuda en la interrogante ya trillada de 

CUiJndo nace la accj ón penal. Ln acción penal nace con el 

delito y la acción procesi:.\~ penal se inicin cuan<l.o 

principian las actividades ante el Organo juri5dicclotrnl con 

la finalidad de que declare el derecho en el caso concreto, 

extinguióndose cuando cesan esas actividades, es decir, 

refiriéndose a nuestro procedimiento pcnnl y a un caso en 

que no se interrumpe la secuela normal del procedimiento, la 
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acción procesal: penal prinCipia ·con :'la consignación, ·y 

termina con· el· acto realiza'dO .. ~~r.-. e(~Mi~·~st~i:io .. Póbiico, que 

precede a ·1a --señte·n~ia .,~lrmé~·,.-¡~:1·-__ '-p~~S;~<·si~:-eg- ~XBci::"t, qlÍe la 

acción penal. n~~e -c-~~·-.e-1·-. d~-{-i~~:;:· ... ~~·-:·;,i~,~-¡a~-t~' que la acción 

procesal.: -penBl ~ na'z ca -con·--_él -~: 

B) Con la acción procesal penal se persiguen 

varias finalidades las cuales se van solicitando unas a 

otras-de manera-forzosa y necesaria. como primera finalidad 

tenemos el lograr que el órgano jurisdiccional actúe, que la 

maquinaria judicial se ponga en movimiento. A su vez esta 

finalidad persigue el objeto de que el juzgador decida sobre 

determinada situación que se plantea, convirtiendo, en su 

caso, el •delito real" en "delito juridico" y aplicando las 

consecuencias correspondientes. Para obtener esta finalidad. 

el Ministerio Público, al perfeccionar el ejercicio de su 

acción procesal penal, fija al tribunal los extremos que él 

estima se deben enlazar: Por una parte el hecho concreto y 

por la otra, los preceptos jurídicos aplicables. Lo dicho 

nos lleva a poder aseverar que la segunda finalidad buscada 

con la acción procesal penal, es hacer efectiva una relación 

entre un hecho y unos preceptos juridicos. 

C) Pasando al. estudio del tercer elemento, nos 

encontramos con que la acción procesal penal, !.leva en si 
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misma ·el ·:poder de ·obligar al. órgano juris.diccional. a que 

decida sobre una· situación concreta que se plantea. Por esto 

podemos decir que quien tiene la acción procesal penal. 

tiene poder para poner en movimiento la maquinaria judicial, 

pero este poder no debe entenderse como potestad, arbitraria 

del órgano para hacerla val.er sino como facultad que le 

impone la ley. En México, algunos autores han hecho de la 

excl.usividad del Ministerio Público para ejercitar la acción 

penal., un poder absoluto que no obedece más pautas que las 

del capricho del mismo Ministerio Público. Esta 

interpretación es del todo errónea, pues la acción procesal 

penal eetA sujeta al principio de la legalidad y si bien es 

cierto que no procede el amparo por falta de ella, también 

lo es que esta improcedencia obedece a que no se viola 

ninguna garantla individual, mas no al hecho de que el 

Ministerio Público sea el único encargado de ejercitar la 

acción penal aun en forma caprichosa. 
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5.6.- El va1or de la libertad. 

Un Estado respetuoso de los derechos humanos debe 

proteger la libertad fisica de todos ·los individuos, y 

restringirl.a Onicamente en los caeos establecidos previa y 

limitativamente en la ley y mediante las formalidades y 

requisitos que ella establece. A ello se referia el articulo 

70 de la Decloración Francesa de los Derechos del Hombre y 

del Ciudadano, de 26 de agosto de 1789, al disponer: •Ningún 

hombre puede ser acusado, arrestado ni detenido más que en 

los casos determinados por la ley, y según las fonnas 

prescritas por ella. Los que solicltcn. expidan, ejecuten o 

hagan ejecutar órdenes arbitrarias debcrAn ser 

castigados ••• • Este texto e::;,tablecla el principio de que 

sOlo puede privarse de su libertad a un individuo en las 

limitadas hipótesis permitidas por la ley. en las 

condiciones y mediante los procedimientos previstos por lo 

ley. 

Nuestra Constitución consagra esos principioa en 

su articulo 16, que, en la parte conducente, dispone: •Nadie 

puede ser molestado en su persona, familia. domicilio, 

papelee o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito 

de la autoridad competente, que funde y motive lo causa 

legal del procedimiento. No podré librarse ninguna orden de 

aprehensión o detención, a no ser por la autoridad judicial, 
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Sin que preceda denuncia, acusación o ,querella de un hecho 

determinado que la ley castigue con pena corporal, y sin que 

estén apoyadas aquéllas por decl.aración, bajo protesta, de 

persona digna de fe o por otros datos que hagan probable la 

responsabilidad del inculpado, hecha excepción de los casos 

de flagrante delito en que cualquiera persona puede 

aprehender al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin 

demora a la disposición de la autoridad inmediata. Solamente 

en casos urgentes, cuando no haya en el lugar ninguna 

autoridad judicial y traténdose de delitos que se persiguen 

de oficio, podrá la autoridad administrativa, bajo su más 

estrecha responsabilidad, decretar la detención de un 

acusado, poniéndolo inmediatamente a disposición de la 

autoridad judicial." 

El principio fundamental del sistema establecido 

por el articulo 16 se encuentra en las palabras: "No podra 

librarse ninguna orden de aprehensión o detención, a no ser 

por la autoridad judicial ••• " Esta es 1.a regla general: de 

todas las autoridades del Estado, únicamente los jueces 

tienen la facultad de dictar órdenes cuyo efecto sea privar 

de su libertad a una pcrcona. Ninguna otra autoridod, 

militar o civil, federal o local, tiene semejantes 

facul.tades. Debemos subrayar, con especial énfasis, que, si 

sólo los jueces pueden privar de su libertad a los 

e iudadanoe, no pueden hacerlo las autoridades que 



156 

intervienen en los procedimientos penal.es en etapas 

anteriores a la intervención judicial. En otras palabras: 

durante la averiguación previa ni el Ministerio Público ni 

la Policia Judicial tienen facultades. para ordenar una 

aprehensión. 

Pero aun la autoridad judici81, única facultada 

para ordenar aprehensiones, no puede hacerlo 

arbitrariamente. Debe dictar esa orden cuando se reúnan los 

elementos enumerados en la constitución, y abstenerse de 

hacerlo cuando falte alguno de dichos elementos. De donde 

resulta que reviste la mAxima importancia el determinar, con 

claridad y precisión, cuáles son los elementos que deben 

encontrarse presentes para que la orden de aprehensión sea 

legal. Del estudio de la Constitución resultu que esos 

elementos son los siguientes: 

a) Que preceda denuncia o querella, 

b) Que sean de un hecho determinado que la ley 

castigue con pena corporal, 

e) Que estén apoyadas aquellas por declaración, 

bajo protesta, de persona digna de fe o por otros datos que 

hagan probable la responsabilidad del inculpado, 

d) Que el Ministerio Público la oolicite, 

e) Que conste en mandamiento escrito, 

f) Que la dicte una autoridad comp~tentc y 

g) Que esté comprobado el cuerpo del delito. 
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Ahora, al reflexionar sobre el articulo 16 

Constitucional, nos aparece como un sistema acabado y 

congruente, apoyado en una regla fundamental: sólo la 

autoridad judicial puede ordenar se prive a un hombre de su 

l.ibertad. Ese mandamiento es una auténtica decisión 

jurisdiccional, que el juez dicta cuando consiclera que estlm 

satisfechas todas las exigencias constitucionales. La regla 

admite unicamente dos excepciones: el caso de flagrancia, en 

donde la obvicdad (aparente) del delito excusa la orden, y 

el caso de urgencia, cuya justificación es el peligro de 

fuga. La segunda excepción fue reservada por el 

Constituyente para "cuando no haya en el lugar ninguna 

autoridad judicial", y, en consecuencia, es hoy 

prácticamente inaplicable, salvo en las más apartadas 

rancher.1as. Sólo criticarlamos al articulo 16 que omite 

fijar l.lmites al plazo durante el cual puede permanecer en 

manos del Ministerio POblico quien fue detenido en flagrante 

delito. 

En la práctica la garnntia se ha tropezado con 

múltiples obstáculos, puestos en su camino, en algunos 

casos, por el Poder Judicial, y, en otros, por el Ministerio 

Público. El primero ha disminuido la garantia afirmando que 

no son necesarios para dictar una orden do aprchens iOn 

algunos de los elementos que la ConstituciOn obviamente 

exige. Asi, la Suprema Corte ha dicho que no es neceaurio 
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que esté comprobado e.l cuerpo del· delito y, en al.guna 

ejecutoria aislada, ha sostenido también que el articulo 16 

"no· menciona, entre los requisitos para que se dicte la 

orden de aprehensión, que la autoridad .que la ordene sea 

competente, sino sólo que sea judicial, sin perjuicio, 

naturalmente, de que, durante el. curso de la ·averiguación, 

se promueva lo que se estime pertinente respecto de la 

competencia". En su versión mAs extrema, esta tendencia 

pretende leer la Constitución en el sentido de que, para 

librar una orden de aprehensión, basta una denuncia apoyada 

por un testigo. Si asi fuera, un calumniador y sü compadre 

son todo .lo que hace falta para privar de su libertad a un 

mexicano. En esas condiciones resulta comprensible el cinico 

dicho forense conforme al cual: "Una orden de aprehensión y 

un vaso de agua a nadie se le niega." 

Pero es en manos del Ministerio Público en donde 

el articulo 16 ha sufrido las mAs graves y repetidas 

violencias. Los funcionarios de la procuración de justicia 

afirman, convencidos, estar en la imperiosa neces.idad de 

pasar por encima de la garantia de 1a libertad, a fin de 

detener a los indiciados durante la averiguación previa, 

pues, en caso centrar io, éstos se dar lan a la fuga. La 

posterior orden de aprehensión -dicen- llegarla demasiado 

tarde, y el delincuente escaparla al merecido castigo. En 

estas condiciones, afirman siempre los representantes 
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sociales, ellos están en el doloroso dilema de soslayar la 

Constitución o abandonar a la sociedad inerme ante el ataque 

de la delincuencia. El. Ministerio Público mantiene en su 

poder . a esos detenidos durante varios dias. Durante ese 

lapso, normalmente, los detenidos permanecen incomunicados, 

por lo menos hasta el monto en que rinden su declaración. · 

Por fin, .:uando el Ministerio Público considera que ha 

concluido su averiguación, los consigna ante el Poder 

Judicial, invariablemente en calidad de confesos. Tan pronto 

como se encuentran ante su juez, los procesados se niegan a 

ratificar la declaración rendida ante las autoridades 

investigadoras, afirmando que fueron coaccionados a 

dccl.ararse culpables. Pero la Supr:ema Corte le otorga valor 

probatorio a csu confesión inicial rendida por un hombre 

ilegalmente detenidc-, incomunicado y que no contaba con ln 

asistencia de un abogado defensor. En esas condiciones, el 

posterior proceso judicial es inútil. Inútil la intervención 

tardia del defensor ante el juzgado. Inútil la formal 

observancia de todas y cada una de las normas procesales 

apl~cables ante la autoridad judicial. Y una farsa el 

proceso acusatorio judicial que debe ceder ante los 

procedimientos inquisitorios de la averiguación previa. Al 

defensor con experiencia, pronto le es evidente que el 

Hin is ter lo Público, al detener ilegalmente, actúa mós para 

obtener una confesión que para evitar una fuga. 
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Y algo mas preocupante es sin duda alguna, que a 

parte de las dificultades que ha pasado el detenido durante 

su detención ante el Ministerio Público, es que la persona 

que se encargue de su defensa, lo "haga con el fin de 

satisfacer sus interéses económicos personales y no, con el 

fin de solucionar la situación del procesado. 

Por lo anterior, es necesario que se legisle 

acerca de las personas que puedan intervenir como defensores 

dentro de un procedimiento, ya que como lo hemos señalado no 

siempre recae dichos nombramientos de defensores en personas 

que ostentan el titulo de Licenciados en Derecho, que 

deberla ser lo correcto, pues cuentan con los conocimientos 

técnicos necesarios para llevar a cabo una buena defensa: y 

no que se permita a personas sin titulo ejercer la defensa 

de algun procesado. 

Ya que, como anteriormente lo sc~alamos, al 

momento de nombrar el procesado a su defensor, le esta 

confiando muchas cosas y entre ellas la man importante que 

es su propia libertad, y en caso de no llevar a cabo una 

buena defensa se corre el riezgo de obtener una sentencia en 

contra y perder aún mas su libertad el propio detenido. 
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e o N e L u s 1 o N E s. 

PRIMERA.- Creemos que en 1a actualidad es necesario 

reformar la fracción IX, del articul.o 20 de la Constitución 

Politica Mexicana, exigiendo que la persona que se vaya a 

encargar de la defensa de cualquier procesado sea un 

profesiona1 del derecho a fin de que le garantice una buena 

defensa al propio acusado, y se vea auxilia<lo por persona que 

tenga los conocimientos técnicos, garantizandole una buena 

defensa. Eliminllndose, con esta medida, t:odos los ubusos en que 

se. ven envueltos nquéll.os procesados que nombran como sus 

defensores a personan que ~e dicen llamar "abogados" y que no 

son más que oportunistas que se aprovechan <le la ignorancia de 

las personas o de su estüdo de ánimo. 

SEGUNDA.- Por tales razones, proponemos esa reforma 

a la fracción IX de nuestro articulo 20 Constitucional, 

suprimiendo la palabra "'persona de confianza• por la de· •un 

profesional de1 derecho•. 

TERCERA.- Insistienu( por otra parte que, debe ser 

un Licenciado en Derecho quien se encargue de la defensa de 

todo acusado, ya que es lo mlJs lógico y benéfico para el 
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acusado, p~es dicha persona, profesional del derecho, tiene los 

conoCimientos suficientes para l.levar a cabo una defensa m6s 

efectiva que la _que pudiera llevar una persona que no tenga 

esos conocimientos. Además de considerar que lo més probable en 

el. sentir del Constituyente, es que el ·acus.Sdo se encontrara 

debidamente asistido durante el juicio criminal. 

CUARTA. - Asi tambien, es importante buscar que la 

Institución de la Defensoría de Oficio, se encuentre 

equilibrada frente a la Institución del Ministerio Público, por 

lo que se debe poner mayor atención sobre las personas que 

deban ocupar dichos cargos, exigiendo qua reunan requisitos 

fundamentales como lo son el Titulo de Lice~ciado en Derecho y 

la previa capacitación; amen de tambien mejorar sus 

prestaciones como empleados del gobierno. 

QUINTA.- El derecho del indiciado a asistirse de un 

defensor durante la Averiguación Previa y a partir del momento 

en que es detenido, consagrado por la Constitución y reconocido 

por la doctrina, responde a las necesidades técnicas, lógicas y 

juridicas inderogables. Teniendo esta designación una función 

primordial que es la de estar presente en todo interrogatorio 

que se le haga al indiciado, u fin de cerciorarse de que se 

respete su derecho a guardar silencio o bien, que sus 

declaraciones sean libremente emitidas. 
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SEXTA.- En la práctica, la intervención del defensor 

dentro de la Averiguación Previa. ha resul.tado infuncional e 

ineficaz. ya que la misma se encuentra al arbitrio del 

Ministerio Público que practica la diligencia, el cual no tiene 

la obligación de designarle un defensor al inculpado: por lo 

que se propone que exista una reglamentación especifica sobre 

la intervención del defensor dentro de la etapa de Averiguación 

Previa: con la finalidad de hacer obligatoria su presencia y 

pueda asesorarse correctamente al inculpado. 

SEPTIHJ\..- Debemos recalcar que el fin o los fines de 

todos los procesos penales son el alcanzar la juaticia, el bien 

comün y la seguridad juridica: garantla del Estado de Derecho. 

OC'i'AVA.- Es por eso que todo abogado, que ha sido 

nombrado defensor, debe obrar con probidad y buena fe: y 

abstenerse de mal interpretar su labor de defensa utilizando 

medios ilicitos para llevarla acabo. 

NOVENA.- Debe de existir en cada uno de ios juzgados 

penales un registro de Cedulas Profesionales, con el fin de 

tener mayor control de los ñbogados litigantes, acabando asi 

con el coyotaje que impera en materia penal. 
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